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ABSTRACT

El embargo preventivo de buques, a la luz del Acuerdo de Cartagena, difiere sustancialmente del concepto utilizado por el ordenamiento jurídico colombiano, por cuanto, aquél es una simple prohibición de zarpe (concretándose en una retención temporal del buque) y no saca el bien del comercio, hasta el punto de que ambos procedimientos difieren en su finalidad.
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INTRODUCCIÓN

Colombia, país miembro de la Comunidad Andina de Naciones (CAN), tiene como imperativo la observancia y el cumplimiento dentro de su territorio de la normatividad que trae la Decisión 487 del 7 de Diciembre de 2.000, (modificado por la Decisión 532 del 2 de octubre de 2.002), más conocida como el Acuerdo de Cartagena sobre Garantías Marítimas (Hipoteca Naval y Privilegios Marítimos) y el Embargo Preventivo de Buques, por lo que, el objetivo General de este trabajo consiste en abordar y presentar un estudio analítico de este ordenamiento; especialmente, sobre el tema del EMBARGO PREVENTIVO DE BUQUES, en el que se esboce sucinta y claramente sus pilares estructurales y los efectos jurídicos perseguidos.

El autor  para lograr el cometido, se trazó  unos objetivos específicos que se materializan a través del examen pormenorizado a la normativa Andina sobre el tema y mediante una comparación con la legislación interna Colombiana sobre medias cautelares, se logra evidenciar una total diferencia conceptual sobre la figura jurídica en estudio, pues, el mero embargo de bienes a la luz del Código de Procedimiento Civil Colombiano, concordante con las disposiciones sustantivas del Estatuto Comercial, saca el bien afectado con el Embargo fuera del comercio, siendo necesario su aprehensión para perfeccionar la medida a través del Secuestro, el cual durara vigente mientras subsista el Proceso donde se ordenó.  Pretendo, alcanzar un objetivo primordial, mayor y especial, que se concreta en dar a conocer a los profesionales que intervienen en el campo marítimo un tema que tiene hondas implicaciones económicas en el mundo del transporte internacional, puesto que, el Embargo de Buque a la luz del Acuerdo de Cartagena, impide su zarpe, generando incumplimientos en el transporte de las mercancías, de rutas e itinerarios; esto último, tratándose de actividad turística, que sin duda conlleva a conflictos de intereses donde la Justicia deberá intervenir.

La metodología que desarrollo, para cumplir con este objetivo, consistirá en un análisis de todo el articulado de la Decisión 487 de 2.000, y su modificatoria 532 de 2002, considerando el Acuerdo de Cartagena como un todo, destacando las particularidades que se presentan y en lo posible, clarificar aquellos aspectos, que por tratarse de un pacto comunitario son muy amplios y generales, puntualizando temas como la autoridad competente para conocer el procedimiento del embargo preventivo. Del mismo modo, daré alcance con este estudio a la normatividad nacional colombiana aplicable al EMBARGO PREVENTIVO DE BUQUES, prevista en el Decreto 410 de 1.971 (Código de Comercio), especialmente, la Ley 730 de 2001, incorporando para una mejor comprensión del Universo Jurídico que rige la temática en la Comunidad Andina de Naciones (CAN), la Legislación complementaria, como: el Acuerdo de Cartagena y su Adición; el Convenio Internacional sobre el Embargo Preventivo de Buques, de Naciones Unidas de 1.999.  Finalmente, como registro de casos, o derecho aplicado, traeré el referente Jurisprudencial de la Corte Suprema de Perú, puesto que, constituye una de las primeras Sentencias sobre el Tema planteado que un País miembro de la CAN ha producido.

 La investigación  emite las conclusiones obtenidas de la comparación de la normativa, anticipando al lector sobre la existencia de una ausencia de conocimiento sobre el alcance jurídico de las disposiciones andinas en general y en particular, por parte de la autoridad jurisdiccional competente, lo que implica la omisión de las características de supranacionalidad y preeminencia del derecho Andino frente al derecho interno de cada País Miembro de la Comunidad.  Situación imputable, en el caso colombiano, a la manera como se distribuye la jurisdicción y competencia interna en el conocimiento y juzgamiento de los conflictos, pues, el proceso ejecutivo, escenario para el cobro coercitivo de créditos con privilegio marítimo, generalmente, no gesta pronunciamiento del alto tribunal de Casación de la jurisdicción ordinaria, encargado de la unificación jurisprudencial, como lo es, la Corte Suprema de Justicia, ya que, el recurso extraordinario de casación, sólo se impetra respecto de Sentencias proferidas en segunda instancia por los Tribunales Superiores, en procesos ordinarios, divisorios, de sucesión y de liquidación de sociedades civiles y comerciales y de sociedades conyugales, y las que se pronuncien en relación al estado civil de las personas, con base en las causales traídas por el Artículo 368 del Código de Procedimiento Civil, concordante con el Artículo 367 ibidem.

II MARCO LEGAL DEL EMBARGO PREVENTIVO DE BUQUES

A.- ACUERDO DE CARTAGENA DECISIÓN 487 DE 7 DE DICIEMBRE de 2.000, MODIFICADO POR LA DECISION 532 DE OCTUBRE 2 DE 2002.

A -1. DEFINICIÓN.

La Decisión 487 de fecha 7 de Diciembre de 2.000, de la Comunidad Andina de Naciones, más conocida como el Acuerdo de Cartagena, en su artículo 1º define el embargo preventivo, así:

“Artículo 1.- Definiciones.- Para los efectos de la presente Decisión, se entiende por:

(…)

Embargo: Toda inmovilización o restricción a la salida de un buque, impuesta como medida cautelar por resolución de un tribunal de un País Miembro, en garantía de un crédito marítimo, pero no comprende la retención de un buque para la ejecución de una sentencia, u otro instrumento ejecutorio.”

De la conceptualización se extraen los siguientes elementos:

1- Se trata de una inmovilización o restricción a la salida de un buque fondeado en puerto. Vocablo que define la Real Academia de la Lengua Española, como: “Acción y efecto de inmovilizar” que a su vez, se determina en: “hacer inmóvil. Impedir el movimiento”
; es decir, una prohibición de no permitir su zarpe. 

Por tanto, este embargo difiere del establecido en el Procedimiento Civil Colombiano
, que estructura la medida cautelar como una garantía de pago al acreedor, inclusive, con los bienes del deudor, por lo que, éstos deben salir del comercio, situación que se logra con su aprehensión material, a través de la diligencia de Secuestro, sea que se realice desde la presentación de la demanda, caso en el cual, deberá prestarse caución que garantice los posibles perjuicios que ocasione la medida al Deudor y/o terceros, por lo desmedido del actuar del proponente, o  dentro del Proceso Ejecutivo, es decir, cuando ya existe entrabamiento de la relación jurídico procesal entre las partes en conflicto, situación que exime al acreedor de la exigencia de prestar caución. 

En la esfera de la Comunidad Andina de Naciones (CAN), la practica del embargo no saca el buque del comercio ni se contempla el secuestro como una etapa dentro de él.

2- La medida cautelar puede ser impuesta por un tribunal de país miembro. Al respecto, es del caso anotar que se entiende en el Acuerdo de Cartagena sobre Tribunal y País Miembro:

“Artículo 1.- Definiciones.- Para los efectos de la presente Decisión, se entiende por:

(…)

País(es) Miembro(s): Cada uno de los Países Miembros de la Comunidad Andina.

(…)

Tribunal: Toda autoridad judicial competente de un País Miembro.”

Entonces, como países miembros tenemos a: Colombia, Ecuador, Perú y Bolivia, precisando, que Venezuela también integró el otrora Grupo Andino de Naciones, habiéndose retirado, en vigencia de la CAN, en el presente año, a través de una decisión política del presidente Hugo Chávez, como reacción a la negociación y suscripción del Tratado de Libre Comercio entre Colombia y los Estados Unidos de Norteamérica, que pre-conceptualizó lesivo para los interés de la República Bolivariana de Venezuela.  No obstante, Colombia mantiene relaciones comerciales importantes con el hermano país, que bien puede incidir a futuro, en la reconsideración de la situación coyuntural.  Por tribunal debemos entender el juez competente de acuerdo a las leyes de cada país miembro, por lo que se excluye, en principio, que se decrete tal medida por un árbitro. Así mismo, la prohibición se pregona respecto de cualquier funcionario de la rama ejecutiva del poder público.  La decisión entonces, se circunscribe al ámbito funcional de la autoridad Jurisdiccional por excelencia.
3- El Embargo se impone como garantía a un crédito marítimo, que como tal, sólo debe entenderse los que taxativamente señala el artículo 1º del Acuerdo de Cartagena:

“Artículo 1.- Definiciones.- Para los efectos de la presente Decisión, se entiende por:

(…)

Crédito Marítimo: Un crédito que tenga una o varias de las siguientes causas: 
1. Pérdidas o daños causados por la explotación del buque; 
2. Muerte o lesiones corporales sobrevenidas, en tierra o en el agua, en relación directa con la explotación del buque; 
3. Operaciones de asistencia o salvamento o todo contrato de salvamento, incluida, si corresponde, la compensación especial relativa a operaciones de asistencia o salvamento respecto de un buque que, por sí mismo o por su carga, amenace causar daño al medio ambiente; 
4. Daño o amenaza de daño causados por el buque al medio ambiente, el litoral o intereses conexos; medidas adoptadas para prevenir, minimizar o eliminar ese daño; indemnización por ese daño; los costos de las medidas razonables de restauración del medio ambiente efectivamente tomadas o que vayan a tomarse; pérdidas en que hayan incurrido o puedan incurrir terceros en relación con ese daño; y el daño, costos o pérdidas de carácter similar a los indicados en este inciso 4; 
5. Gastos y desembolsos relativos a la puesta a flote, la remoción, la recuperación, la destrucción o la eliminación de la peligrosidad que presente un buque hundido, naufragado, embarrancado o abandonado, incluido todo lo que esté o haya estado a bordo de un buque, y los costos y desembolsos relacionados con la conservación de un buque abandonado y el mantenimiento de su tripulación; 
6. Todo contrato relativo a la utilización o al arrendamiento del buque formalizado en póliza de fletamento o de otro modo; 
7. Todo contrato relativo al transporte de mercancías o de pasajeros en el buque formalizado en póliza de fletamento o de otro modo; 
8. Las pérdidas o los daños causados a las mercancías (incluidos los equipajes) transportadas a bordo del buque; 
9. La avería gruesa; 
10. El remolque; 
11. El practicaje; 
12. Las mercancías, materiales, provisiones, combustibles, equipo (incluidos los contenedores) suministrados o servicios prestados al buque para su explotación, gestión, conservación o mantenimiento; 
13. La construcción, reconstrucción, reparación, transformación o equipamiento del buque; 
14. Los derechos y gravámenes de puertos, canales, muelles, radas y otras vías navegables;

15. Los sueldos y otras cantidades debidas al capitán, los oficiales y demás miembros de la dotación en virtud de su enrolamiento a bordo del buque, incluidos los de repatriación y las cuotas de la seguridad social pagaderas en su nombre; 
16. Los desembolsos hechos por cuenta del buque o de sus propietarios; 
17. Las primas de seguro (incluidas las cotizaciones de seguro mutuo), pagaderas por el propietario del buque o el arrendatario a casco desnudo, o por su cuenta, en relación con el buque; 
18. Las comisiones, corretajes u honorarios de agencias pagaderos por el propietario del buque o el arrendatario a casco desnudo, o por su cuenta, en relación con el buque; 
19. Toda controversia relativa a la propiedad o a la posesión del buque; 
20. Toda controversia entre los copropietarios del buque acerca de su utilización o del producto de su explotación; 
21. Una hipoteca inscrita o gravamen de la misma naturaleza que pesen sobre el buque; 
22. Toda controversia resultante de un contrato de compraventa del buque.”.

De lo contrario, si se trata de un crédito común, o de cualquier otra naturaleza, la única opción viable es acudir a la ley nacional de cada país miembro.  En Colombia por ejemplo, la medida cautelar será viable si la solicitud observa lo previsto en el Artículo 513 del Código de Procedimiento Civil, concordante con los Artículos 488 y  515
 ibidem.

Este principio se encuentra consagrado en el inciso 2º del artículo 37 del Acuerdo de Cartagena:

“Artículo 37.- Potestad para embargar.- Sólo se podrá embargar un buque o levantar su embargo por resolución de un tribunal de un País Miembro en el que se haya practicado el embargo. 
Asimismo, solamente se podrá embargar un buque en virtud de un crédito marítimo, pero no en virtud de otro crédito.”

Es importante resaltar que en materia de legislación Andina, basta se alegue o califique la calidad del crédito (marítimo), por parte del acreedor pendiente de pago cuando solicita el embargo preventivo para que éste proceda.  El artículo 1º del Acuerdo de Cartagena define el acreedor como:

“Artículo 1.- Definiciones.- Para los efectos de la presente Decisión, se entiende por: 
Acreedor: Toda persona que alegue un crédito marítimo. “

En consecuencia, no es necesario acompañar con la solicitud de embargo la prueba de la existencia del crédito marítimo, -en contraposición a lo que el Derecho Interno Colombiano exige
-, pues, basta se afirme por el acreedor la modalidad o calidad de la prestación, ya que, precisamente, es esto lo que se va a discutir en el proceso respectivo; aquí sólo se pide el embargo del buque y sobre eso se decide, aunque no obsta para que el acreedor, si bien lo considera, acompañe a su petición las pruebas sumarias que estime pertinentes en relación a la calidad del crédito.

4- No comprende la retención del buque la ejecución de una sentencia o cualquier otra providencia ejecutoriada; es decir, se anota expresamente que el embargo preventivo de buques no procede para hacer efectiva la ejecución de una sentencia o cualquier providencia que tenga ese carácter, porque simplemente es un procedimiento preventivo y garantista que busca el no zarpe del buque, hasta tanto se satisfaga los intereses del Acreedor, o se de contra-garantía de su pago. 

Ahora bien, es de extrema importancia dilucidar la naturaleza jurídica de esta institución (embargo preventivo del buque), porque como ya se dijo, per sé, no saca el bien del comercio, sino,  simplemente ordena su retención prohibiéndole el zarpe, por lo que, no se trata en estricto derecho interno de un embargo propiamente dicho, y por lo tanto, no se debe confundir con la figura tradicional prevista en el Derecho Cautelar: el embargo y el secuestro de bienes del deudor como una garantía de pago al acreedor. 

Sin embargo, como se busca garantizar un crédito marítimo en aras de obtener una sentencia favorable y que ésta se cumpla en contra del presunto obligado, es forzoso concluir que el mal llamado embargo preventivo de buques es una medida cautelar sui generis, con unas propiedades y unos elementos claramente definidos en la Decisión 487, más conocida como Acuerdo de Cartagena.

Tratándose de un embargo preventivo de buques, es de considerarse también, que se entiende por éste, en el Acuerdo de Cartagena
 :

“Artículo 1.- Definiciones.- Para los efectos de la presente Decisión, se entiende por:

(…)

Buque o Nave: Toda construcción flotante apta para navegar, cualquiera que sea su tipo, clase o dimensión.”
De la normativa se resalta, que el buque debe tener aptitud para navegar y como tal se entiende cualquiera que sea su tipo, clase o dimensión, por lo que este concepto de buque abarca a los pesqueros, los remolcadores, dragas, botes suministros, etc.

Con respecto al campo de aplicación del Acuerdo de Cartagena, en los dos primeros incisos del artículo 54, es claro e imperativo al disponer que se aplicará a todo buque que navegue en mares jurisdiccionales de los países miembros de la Comunidad Andina de Naciones, y que enarbole o no pabellón de alguno de ellos, pero no aplica a los buques de guerra ni a las unidades navales auxiliares y en general, a ningún buque o nave de propiedad o explotados por el Estado con fines exclusivamente públicos, es decir, no comerciales.    Esto significa que dentro de la Comunidad Andina de Naciones el acreedor de un crédito marítimo puede solicitar, para garantizar su prestación, el embargo de un buque de nacionalidad extranjera como española, rusa, norteamericana, japonesa, etc., siempre que la actividad desplegada por éste sea mercantil; y, aún, mantiene su viabilidad, contra buques de propiedad del Estado que desarrolle un objeto claro e identificable en el derecho privado, como acontece con las buques propiedad de las empresas comerciales del Estado, o de economía mixta.
“Artículo 54.- Aplicación.- La presente Decisión se aplicará a todo buque que navegue dentro de la jurisdicción de los Países Miembros de la Comunidad Andina, enarbole o no el pabellón de un País Miembro.

Esta Decisión no se aplicará a los buques de guerra, a las unidades navales auxiliares y a otros buques pertenecientes a un Estado o explotados por él y destinados exclusivamente, en ese momento, a un uso público no comercial.”
Es importante resaltar que la viabilidad del embargo preventivo de buques por parte del Acuerdo de Cartagena, no significa, ni conlleva que se afecte o se derogue la soberanía de los Estados miembros, en asuntos relacionados con:

· Retener o prohibir el zarpe de un buque de sus aguas jurisdiccionales,

· Adoptar otras medidas que afecten el patrimonio del deudor,

· Establecer un límite de responsabilidad, bien, sea por su legislación interna o por convenio internacional imperativamente aplicable y,

· Decretar el embargo de un buque que enarbole su pabellón y se encuentre dentro de sus aguas jurisdiccionales, sea que el demandante tenga su domicilio o residencia habitual en el país miembro, o que haya adquirido el crédito por cesión, subrogación o cualquier otro negocio jurídico.

Así lo establecen los incisos 3º y 4º del artículo 54:

“No afectará a los derechos o facultades que, con arreglo a un convenio internacional o en virtud de una ley o reglamento internos, correspondan a la Administración del Estado o a alguno de sus órganos, los poderes públicos o a la administración portuaria, para retener un buque o impedir de otro modo que se haga a la mar dentro de su jurisdicción; y no menoscabará la facultad de un País Miembro o tribunal, para decretar medidas que afecten a la totalidad del patrimonio de un deudor. 
Asimismo, las disposiciones de esta Decisión no afectarán a la aplicación en el Estado en que se practique un embargo, de los Convenios Internacionales que establezcan una limitación de responsabilidad o de la ley interna dictada para darles efectividad; así como no modificarán las normas jurídicas en vigor en los Países Miembros, ni afectarán a su aplicación, relativas al embargo de un buque que se encuentre dentro de la jurisdicción del Estado cuyo pabellón enarbole, practicado a instancias de una persona que tenga su residencia habitual o su establecimiento principal en ese Estado o de cualquier otra persona que haya adquirido un crédito de ésta por subrogación, cesión o cualquier otro medio.”
A - 2. JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA.

El Acuerdo de Cartagena establece en el inciso 1º del artículo 37 con respecto a la jurisdicción que:

“Artículo 37.- Potestad para embargar.- Sólo se podrá embargar un buque o levantar su embargo por resolución de un tribunal de un País Miembro en el que se haya practicado el embargo.”

Esta disposición, esta en concordancia con el artículo 1º que define lo que se debe entender por tribunal de un país miembro. Luego, se concluye que el embargo preventivo de buques sólo puede decretarse por la autoridad judicial competente en ese país
, descartándose en principio, la posibilidad de que lo sea a través de jurisdicción arbitral o de un funcionario administrativo.

Con respecto a la competencia, el Acuerdo de Cartagena prescribe que en su determinación se siguen las leyes nacionales de cada país miembro donde se solicite o se practique el embargo, por lo que, en relación a las acciones cambiarias derivadas de un Título Valor
, o de las prestaciones recogidas en un título ejecutivo, el Juez competente para conocer del proceso ejecutivo o compulsivo, lo será el Juez del Domicilio del Demandado, como lo establece el artículo 23-1 del estatuto Procesal Civil Colombiano. La normativa Andina lo ratifica cuando alude a:

“Artículo 40.- El procedimiento relativo al embargo de un buque, o al levantamiento de ese embargo, se regirá por la legislación nacional respectiva del País Miembro en que se haya solicitado o practicado el embargo.”

El Acuerdo de Cartagena, en varios de sus articulados establece armónicamente, en razón a la competencia, que el tribunal o juez del País miembro que decrete el embargo preventivo del buque, sea también la autoridad jurisdiccional encargada de resolver asuntos inherentes al mismo, desde el reconocimiento de la naturaleza jurídica, validez y modalidad crediticia, hasta el pronunciamiento sobre la extinción de la obligación por cualquiera de los modos civiles vigentes
, pasando por la solución de la controversia en aspectos como el pago efectivo o no, del crédito y la eficacia de aquél; aceptar la garantía ofrecida por el Deudor que permita liberar el buque de la medida preventiva a satisfacción del acreedor, mientras se desarrolla el debate jurídico, etc.  Así lo anuncia, cuando señala que:
A.- Según el artículo 52 del Acuerdo de Cartagena, fallar de fondo sobre el crédito marítimo garantizado, salvo que las partes hayan acordado a través de una cláusula de elección de jurisdicción darle el conocimiento de este asunto a otro tribunal competente, o a un arbitraje, o inclusive, como lo pregona el inciso 2º de la misma disposición, que el tribunal pueda renunciar a su jurisdicción siempre y cuando que su ley nacional se lo autorice y un tribunal de otro Estado se declare competente:

“Artículo 52.- Competencia para conocer del fondo del litigio.- Los tribunales del País Miembro en que se haya practicado un embargo o se haya prestado garantía para obtener la liberación del buque, serán competentes para resolver sobre el fondo del litigio, a menos que válidamente las Partes acuerden o hayan acordado someter el litigio a un tribunal de otro Estado que se declare competente o a arbitraje. 
No obstante lo dispuesto en el párrafo precedente del presente artículo, los tribunales del País Miembro en que se haya practicado un embargo o se haya prestado garantía para obtener la liberación del buque, podrán declinar su competencia, si la ley nacional les autoriza a ello y el tribunal de otro Estado se declara competente.”

El precepto aludido, ha servido como soporte y argumento jurídico a una parte de la  Doctrina que se ocupa de la temática, para plantear la viabilidad excepcional de la medida preventiva, en tratándose de la competencia de un Tribunal de Arbitramento, por voluntad posterior de las partes en conflicto; evento en el cual, siendo los árbitros depositarios de Jurisdicción pro-témpore y en ella subsumida la competencia para decidir o fallar el fondo del litigio, además, pertinente de conformidad con la legislación interna de cada país miembro de la CAN, resulta apenas lógico que el Tribunal de Arbitramento se interese legítimamente y deba pronunciarse con plena competencia sobre la medida de embargo preventivo del buque decretada con anterioridad por un Juez o Tribunal Jurisdiccional.   

Por ello, evocando la máxima en Derecho, que establece: “si puede lo mínimo”- en referencia a lo último-, “puede lo más”, y que se traduce en el decreto de no zarpe del buque, si las partes involucradas en el conflicto hacen uso de la Cláusula compromisoria
, o del Compromiso
 en sus relaciones comerciales de la estirpe marítima, pues el Acuerdo de Cartagena no lo prohíbe, la conclusión que se obtiene a través de la hermenéutica jurídica, obliga a aceptar la efectividad de la medida preventiva que se origine en una autoridad diferente a aquella que normalmente ejerce jurisdicción.

B. De acuerdo al artículo 51 del Acuerdo de Cartagena, conocer de la responsabilidad del acreedor por los perjuicios ocasionados al deudor afectado con la práctica del embargo, especialmente, cuando éste sea ilícito o injustificado, o por pedirse y prestarse una garantía excesiva, debiéndose seguir el procedimiento que establezca la misma ley nacional del país miembro de origen del tribunal que decretó el embargo; para el caso colombiano, se cimentará en la Responsabilidad Civil Extracontractual por el Hecho Personal prevista en los Artículos 2341 a 2345 del Código Civil, mediante la promoción de una Acción Ordinaria que se sirve de idéntico proceso
 por no estar sometida la controversia que se suscite a uno especial.   El precepto de la legislación de la CAN, dice:   
“ Artículo 51.- Los tribunales del País Miembro en que se haya practicado un embargo, serán competentes para determinar el alcance de la responsabilidad del acreedor, cuando hubiere incurrido en ella, por la pérdida o el daño causados por el embargo de un buque, en particular, pero no exclusivamente, los que se hubieren causado: 
1. Por ser ilícito o no estar justificado el embargo; o 
2. Por haberse pedido y prestado una garantía excesiva. 
La responsabilidad en que, en su caso, hubiere incurrido el acreedor a tenor de lo dispuesto en el párrafo precedente, se determinará por la aplicación de la ley del País Miembro en que se haya practicado el embargo.

Si un tribunal de otro Estado, o un tribunal arbitral, tuviere que resolver sobre el fondo del litigio de conformidad con los Artículos 54 y 55 de esta Decisión, la sustanciación del procedimiento relativo a la responsabilidad del acreedor a tenor de lo dispuesto en el primer párrafo del presente artículo, podrá suspenderse hasta que recaiga la decisión sobre el fondo. 
La persona que haya prestado una garantía en virtud de las disposiciones del párrafo 1 del presente artículo podrá en cualquier momento solicitar al tribunal su reducción, modificación o cancelación.”

Por otro lado, el inciso 5º de este artículo señala que si hay otro tribunal, sea judicial o arbitral, que debe decidir de fondo, se suspende el proceso en el que se ventila esta responsabilidad del acreedor hasta que se dicte sentencia en el primer proceso y así efectivizar el fenómeno jurídico-procesal de la Prejudicialidad Civil.

C.- Según el artículo 37 del Acuerdo de Cartagena, conocer del desembargo del buque objeto de la medida cautelar:

“Artículo 37.- Potestad para embargar.- Sólo se podrá embargar un buque o levantar su embargo por resolución de un tribunal de un País Miembro en el que se haya practicado el embargo.”
Cabe preguntarse ¿Qué pasaría si el tribunal no es competente? Al respecto, el artículo 53 del Acuerdo de Cartagena prescribe que el tribunal debe, de oficio o a petición de parte, señalar un plazo para que el acreedor interesado presente la demanda ante el juez competente o ante un tribunal de arbitramento, de otro Estado, si fue lo querido por los sujetos involucrados en la relación jurídico material. Si no lo hace, a petición de la parte Demandada o Ejecutada con la medida preventiva, se decretará la liberación del buque afectado con la prohibición de zarpe, o la cancelación de la garantía prestada, evento en el cual, se abre paso a la Acción ordinaria para la reclamación de los Perjuicios que con la medida injustificada se ocasione, elevada ante Juez competente según el derecho interno del País miembro.
Si por el contrario, se presenta la demanda dentro del plazo fijado por el tribunal, para que la sentencia de fondo, bien judicial o arbitral sea reconocida y tenga fuerza ejecutoria con respecto al buque embargado o a la garantía prestada para obtener su liberación, se necesitará  que:

· Sea notificada la demanda al demandado con la suficiente anticipación y se le brinden todas las oportunidades y medios razonables para defenderse y

· El reconocimiento o declaración del fallo no sea contrario al orden público.

Igual ocurre cuando se presenta la demanda sin haberse fijado plazo por el tribunal.

Se precisa, que esto no impide otros efectos reconocidos en una Sentencia o fallo arbitral dictado en el extranjero
, por la ley nacional del país miembro en que se practicó el embargo o se prestó la garantía para impedir el embargo, u obtener su liberalización.

 
Expresa el artículo 53 del Acuerdo de Cartagena:

“Artículo 53.- Cuando un tribunal del País Miembro en que se haya practicado un embargo o se haya prestado garantía para obtener la liberación del buque, no tenga competencia para resolver sobre el fondo del litigio, o haya declinado su competencia de conformidad con el segundo párrafo del artículo anterior, ese tribunal podrá de oficio, y deberá a instancia de parte,  fijar un plazo para que el acreedor entable la demanda ante un tribunal de justicia competente o ante un tribunal arbitral. 
Si no se entabla la demanda dentro del plazo fijado de conformidad con el párrafo precedente de este artículo, se decretará a instancia de parte la liberación del buque embargado o la cancelación de la garantía prestada. 
Si se entabla la demanda dentro del mencionado plazo fijado o, de no haberse fijado ese plazo, si se entabla la demanda ante un tribunal competente o un tribunal arbitral de otro Estado, toda resolución definitiva dictada en ese procedimiento será reconocida y surtirá efecto con respecto al buque embargado o a la garantía prestada para obtener la liberación del buque, a condición de que: 
a) Se haya comunicado la demanda al demandado con suficiente antelación y se le ofrezcan oportunidades razonables para defenderse; y 

b) Ese reconocimiento no sea contrario al orden público. 
Ninguna de las disposiciones del párrafo anterior limitará otros posibles efectos que la ley del País Miembro en que se haya practicado el embargo del buque o se haya prestado fianza para impedir su embargo u obtener su liberación, reconozca a una sentencia o a un laudo arbitral extranjeros. “

Por último, se resalta que con base en el artículo 38 del Acuerdo de Cartagena, en principio, la competencia de un tribunal para decretar el embargo preventivo de un buque no se afecta por el hecho de que el crédito marítimo en que se basa tal embargo sea sometido al conocimiento de la jurisdicción arbitral o de la jurisdicción de un país distinto de aquel en que se practique tal medida preventiva, en virtud de alguna cláusula de elección de jurisdicción o porque de forma imperativa así se establezca:

“Artículo 38.- Con sujeción a la presente Decisión, un buque podrá ser embargado a los efectos de obtener una garantía aunque, en virtud de una cláusula de jurisdicción o una cláusula de arbitraje contenida en cualquier contrato aplicable o de otra forma, el crédito marítimo por el que se haga el embargo deba someterse a la jurisdicción de los tribunales de un Estado distinto del País Miembro en que se practique el embargo, o a un tribunal de arbitraje, o deba regirse por la ley de otro Estado.”
A - 3. PARTES.

A - 3.1 DEMANDANTE – REQUISITOS.

El Demandante
, que como tal sólo puede ser el acreedor del crédito marítimo garantizado que se quiere hacer efectivo, puede embargar un buque sólo por las siguientes razones:

a. Para evitar la extinción del privilegio marítimo, siempre que el buque sea objeto de embargo preventivo antes del vencimiento del plazo que es de un año, de acuerdo a lo señalado por los artículos 22, 25 y 26 del Acuerdo de Cartagena.

b. Cobrar un crédito marítimo, de acuerdo a los Artículos 1º y 37 inciso 2º del Acuerdo de Cartagena.

c. En su calidad de adquirente de la posesión del buque, artículo 17 del Acuerdo de Cartagena, una vez que se haya embargado y a continuación el tribunal ordene la entrega a su favor cuando el tradente no ha cumplido con su obligación de entrega.

d. Para obtener la posesión del buque hipotecado, si es el acreedor hipotecario, para pagarse con lo producido de su explotación comercial, con las causales y procedimiento que establecen los artículos 12, 13 y 14 del Acuerdo de Cartagena.

Y además, debe cumplir con los siguientes requisitos:

1. Tener la capacidad procesal de acuerdo a la ley nacional del país miembro en que solicite la práctica del embargo preventivo de buques, tal como lo dispone el artículo 39 del Acuerdo de Cartagena:

“Artículo 39.- Podrán solicitar el embargo todas las personas que posean capacidad procesal de acuerdo con la legislación nacional del respectivo País Miembro.”

2. Si el tribunal competente lo considera a priori, debe el demandante presentar una garantía en la clase, cuantía y condiciones que determine esta autoridad judicial para responder por lo perjuicios que se puedan ocasionar, por su culpa, al demandado con la práctica del embargo preventivo y en particular pero no necesariamente, el daño proveniente del embargo ilícito o injustificado o por pedirse y prestarse una garantía excesiva. Precisamente así lo manifiesta el artículo 50 del Acuerdo de Cartagena:

“Artículo 50.- Protección de los propietarios y arrendatarios a casco desnudo de buques embargados.- El tribunal podrá, como condición para decretar el embargo de un buque o, hecho éste, para autorizar su mantenimiento, imponer al acreedor que solicite o que haya obtenido el embargo del buque, la obligación de prestar la garantía de la clase, por la cuantía y en las condiciones que determine el tribunal para responder de los perjuicios que puedan irrogarse al demandado como consecuencia del embargo, y de los que se pueda tener como responsable al acreedor, en particular pero no exclusivamente, la pérdida o el daño que puedan ocasionarse al demandado: 
1. Por ser ilícito o no estar justificado el embargo; o 
2. Por haberse pedido y prestado una garantía excesiva. “

Se recava que el decreto de esta garantía en contra del acreedor y a favor del deudor, por el tribunal, también procede como requisito para autorizar el mantenimiento del embargo ya practicado, es decir, a posteriori de la medida preventiva.

3. Cumplir con los demás requisitos
 que para el efecto le exija la ley nacional del país miembro en que quiere hacer efectivo su crédito marítimo; así se lo manda el artículo 40 del Acuerdo de Cartagena:

“Artículo 40.- El procedimiento relativo al embargo de un buque, o al levantamiento de ese embargo, se regirá por la legislación nacional respectiva del País Miembro en que se haya solicitado o practicado el embargo.”

A - 3.2 DEMANDADO – CONDICIONES.

Para que el deudor de un crédito marítimo pueda llegar a tener la calidad de demandado o ejecutado en la práctica del embargo preventivo de un buque, se necesita, primero que todo:

a. Que sea propietario o arrendatario a casco desnudo y como tales para el Acuerdo de Cartagena en su artículo 1º deben entenderse:

 “Artículo 1.- Definiciones.- Para los efectos de la presente Decisión, se entiende por:

(…)

Fletamento a casco desnudo: El contrato de arrendamiento válido y debidamente registrado de un buque, por tiempo determinado, en virtud del cual el arrendatario tiene la posesión y el control pleno del buque, incluido el derecho a contratar al capitán y a la tripulación por el período del arrendamiento. 
(…)
Propietario: La persona natural o jurídica que aparece como tal en el registro de buques del País Miembro del Pabellón o en el registro originario o subyacente.”

b. Además, se necesita en relación a dicho deudor, según lo prevé el artículo 41 del Acuerdo de Cartagena, lo siguiente:

1- Que el propietario del buque al momento de nacer el crédito marítimo sea deudor de éste y, que tal condición se mantenga al momento en que se practique el embargo.

2- Que sea arrendatario a casco desnudo del buque al momento de nacer el crédito marítimo y deudor de éste, y, sea arrendatario a casco desnudo o propietario del buque al momento  en que se practique el embargo.

3- Lo sea de un crédito marítimo que consista en una hipoteca o gravamen de la misma naturaleza sobre el buque, ya que se tratan de garantías reales y como tales persiguen el bien en manos de quien se encuentre.

4- Lo sea de un crédito marítimo que verse sobre la propiedad o posesión del buque, por la misma consideración anterior.

5- Lo sea de un crédito marítimo que esté garantizado por un privilegio marítimo y se dirige contra el deudor a título de propietario, arrendatario a casco desnudo, gestor o naviero del buque.

Enuncia el mencionado artículo que:

“Artículo 41.- Ejercicio del derecho de embargo.- El embargo de todo buque con respecto al cual se alegue un crédito marítimo procederá: 
a) Si la persona que era propietaria del buque en el momento en que nació el crédito marítimo está obligada en virtud de ese crédito y es propietaria del buque al practicarse el embargo; o 
b) Si el arrendatario a casco desnudo del buque en el momento en que nació el crédito marítimo está obligado en virtud de este crédito y es arrendatario a casco desnudo o propietario del buque al practicarse el embargo; o 
c) Si el crédito se basa en una hipoteca o gravamen de la misma naturaleza sobre el buque; o 
d) Si el crédito se refiere a la propiedad o a la posesión del buque; o 
e) Si el crédito es contra el propietario, el arrendatario a casco desnudo, el gestor o el naviero del buque y está garantizado por un privilegio marítimo concedido por el Artículo 22 de la presente Decisión.”
El artículo 42 del Acuerdo de Cartagena establece los casos en que procede el embargo preventivo respecto de otro buque o buques. Para ello es necesario que el deudor sea:

- Propietario

- Arrendatario a casco desnudo

- Fletador por tiempo

- Fletador por viaje

Del buque respecto del cual haya nacido el crédito marítimo y fuera propietario del buque o buques (sobre los cuales el acreedor va a hacer efectivo su crédito marítimo) al momento de practicársele el embargo, pero, hay una prohibición y es que lógicamente esta extensión no procede respecto de créditos marítimos relativos a la propiedad o posesión del buque, pues, lo que se busca es que estos créditos precisamente se satisfagan con los buques sobre los que se ejercen tales derechos y si se permitiera lo contrario, nos encontraríamos frente a un abuso del derecho.

El artículo aludido expone:

“Artículo 42.- Procederá también el embargo de cualquier otro buque o buques que, al practicarse el embargo, fueren de propiedad de la persona que esté obligada personalmente en virtud del crédito marítimo y que, en el momento en que nació el crédito, era: 
a) Propietaria del buque con respecto al cual haya nacido el crédito marítimo; o 
b) Arrendataria a casco desnudo, fletador por tiempo o fletador por viaje de ese buque. 
La presente disposición no se aplica a los créditos relativos a la propiedad o la posesión de un buque. “

Aun así, el artículo 43 del Acuerdo de Cartagena dispone lo que se podría denominar un embargo excepcional en cuanto al buque que no es de propiedad del obligado en virtud del crédito marítimo:

“Artículo 43.- No obstante lo dispuesto en los Artículos 41 y 42 de la presente Decisión, el embargo de un buque que no sea de propiedad de la persona presuntamente obligada en virtud del crédito, sólo será admisible si, conforme a la ley del País Miembro en que se solicita el embargo, se puede ejecutar contra ese buque una sentencia dictada en relación con ese crédito, mediante su venta judicial o forzosa.”

Entonces, este embargo procede sí y sólo sí, lo permite la ley nacional del país miembro de la Comunidad Andina de Naciones en que se pide, como se registra en nuestro derecho interno
.  Lo anterior, para dar cabida al concepto jurídico de la Legislación Civil Colombiana que permite la Propiedad Presunta
 sobre bienes que se encuentren en el comercio, toda vez que, el deudor podrá detentar derechos sobre el buque con miras a ganar la propiedad mediante el modo originario del dominio denominado Usucapión adquisitiva
 .

B. LEY NACIONAL COLOMBIANA

B - 1. DEFINICIÓN


Según lo define el Diccionario Jurídico Colombiano
, el Embargo es: “Es la ocupación, aprehensión o retención de bienes hecha con mandamiento de juez competente por razón de deuda o delito”.

Esta medida cautelar  tiene, en relación con el proceso, una finalidad: la de conservar unos bienes, impidiendo que de ellos disponga su dueño o poseedor.     Se trata, en últimas de asegurar que respecto de esos bienes se cumpla la decisión que finalmente se adopte.    El Embargo y Secuestro en la legislación interna colombiana sacan los bienes del comercio.


La Corte Constitucional por su parte, ha referido respecto al carácter de esta clase de medida, que:

“Las medidas cautelares a veces asumen el carácter de verdaderos procesos autónomos (v. gr. Separación de bienes, protección policiva a la posesión de echo, etc.), cuando ellas constituyen precisamente la finalidad o el objetivo del mismo.  Pero también, y ésta es la generalidad de los casos, dichas medidas son dependientes o accesorias a un proceso cuando su aplicación y vigencia está condicionada a la existencia de éste, como ocurre en los casos del proceso ejecutivo, o en materia penal con el embargo y secuestro de bienes del imputado..

..Igualmente las medidas cautelares son también provisionales o contingentes, en la medida de que son susceptibles de modificarse o suprimirse a voluntad del beneficazo con ellas o por el ofrecimiento de una contragarantía por el sujeto afectado y, desde luego, cuando el derecho en discusión no se materializa.   Naturalmente, las medidas se mantienen mientras persistan las situaciones de hecho o de derecho que dieron lugar a su expedición…

.. Si bien la ocurrencia de una situación de hecho o de derecho determina el ejercicio de la medida cautelar, cabe advertir que la razón de ser de ésta no está necesariamente sustentada sobre la validez de la situación que la justifica.   De manera que el título de recaudo, por ejemplo, puede ser cuestionable y esa circunstancia no influye sobre la viabilidad procesal de la cautela si se decretó con arreglo a la norma que la autoriza.   Es por esta circunstancia particular que no puede aducirse que la cautela siempre conduzca a violentar o desconocer los derechos del sujeto afectado con la medida.    Obviamente, cuando la medida de cautela es ilegal pueden ocasionarse perjuicios, cuyo resarcimiento es posible demandar por el afectado” 

El referente legal y constitucional permite concluir que el concepto de embargo utilizado por la legislación colombiana gira alrededor de ser un acto jurisdiccional por excelencia, encaminado a colocar un bien fuera del comercio en forma tal que una vez practicado se logra su inmovilización en el mundo del negocio jurídico, por cuanto, existirá objeto ilícito en la enajenación o gravamen del bien embargado mientras  este afectado por la medida cautelar.  Así lo prevé el Artículo 1521 del Código Civil Colombiano
.


Los bienes objeto de la medida cautelar de embargo, deben cumplir unos requisitos que la Doctrina nacional señala como: i).- Deben tener contenido patrimonial.  ii).-  Deben pertenecer al patrimonio del deudor, lo cual significa que quedan excluidos los bienes que, aun estando en su poder, forman parte del patrimonio de terceros.  iii).- Han de ser alienables, es decir, han de poder ser enajenados o trasmitidos a otras personas válidamente. iv).-  No han debido ser declarados inembargables por la Ley.


El libro V, del Código de Comercio (Decreto 410 de 1.971), consagra en el título I, Capítulo I, Artículo 1449, sobre Embargo de Naves de matrícula colombiana, que:

“Toda nave de matrícula colombiana podrá ser embargada en cualquier puerto del país por los acreedores cuyos créditos gocen de privilegio marítimo y, además, por los que sean hipotecarios..

… Los acreedores comunes sólo podrán embargarla mientras se halle en el puesto de su matrícula..

…Serán competentes los jueces del lugar en que conforme a este artículo debe hacerse el embargo, no sólo para el embargo mismo sino para conocer del correspondiente proceso ejecutivo”.


Respecto de las Naves Extranjeras, tiene dicho el legislador colombiano, en el artículo 1450 ibidem., que: 

“La nave extranjera surta en puerto colombiano podrá ser embargada en razón de cualquier crédito privilegiado o por cualquier otro crédito que haya sido contraído en Colombia”.


El embargo preventivo de buques, a la luz del Acuerdo de Cartagena, difiere sustancialmente del concepto utilizado por el ordenamiento jurídico colombiano, por cuanto, aquél es una simple prohibición de zarpe (concretándose en una retención del buque) y no saca el bien del comercio, hasta el punto de que ambos procedimientos difieren en su finalidad:

· En el Acuerdo de Cartagena, el embargo preventivo se utiliza para inmovilizar y retener el buque y de ese modo presionar la satisfacción del crédito marítimo o la garantía de pago.

· En la Ley Colombiana, en virtud de un crédito insoluto, se ejecuta al deudor y se embargan sus bienes para que estos sirvan de garantía de pago.

Por otra parte, fuera de la Codificación mercantil existe en el derecho interno colombiano, una legislación especial o microsistema jurídico que trata el tema del embargo de naves y artefactos navales, como acontece con la Ley 730 de 2.001, la cual, en su Artículo 14 dispone que:

“ARTÍCULO 14. Las garantías marítimas de las naves y artefactos navales de más de 500 toneladas a los cuales se refiere la presente ley, se regirán por la Decisión 487 del Acuerdo de Cartagena sobre Garantías Marítimas (Hipoteca Naval y Privilegios Marítimos) y Embargo Preventivo de Buques o por las normas que la modifiquen o reemplacen. Las garantías marítimas de las demás naves y artefactos navales se regirán por el Código de Comercio. En caso de no existir norma aplicable, las garantías marítimas se regirán por los convenios y tratados internacionales que rijan la materia.”

Y el artículo 1º de la Decisión 487 o Acuerdo de Cartagena al definir el buque consagraba:

“Artículo 1.- Definiciones.- Para los efectos de la presente Decisión, se entiende por: 
(…)
Buque o Nave: Toda construcción flotante con medios de propulsión propios destinada a la navegación por agua, que se utiliza en el comercio para el transporte de carga o pasajeros o de ambos, de más de 500 toneladas de registro bruto.”
Entonces, la consecuencia, en principio, es que la ley nacional colombiana aplica sólo si el buque tenía un registro bruto igual o inferior a 500 toneladas y si lo excedía, se debía seguir el procedimiento de la Decisión 487 del 7 de diciembre de 2.000. Pero posteriormente, se expidió la Decisión 532 del 2 de octubre de 2.002 que establece:

“Artículo 1.- Modificar el texto del párrafo tercero del Artículo 1 (Definiciones) de la Decisión 487 - Garantías Marítimas (Hipoteca Naval y Privilegios Marítimos) y Embargo Preventivo de Buques, referente a la definición de Buque o Nave, de acuerdo al siguiente texto: 

 “Buque o Nave: Toda construcción flotante apta para navegar, cualquiera que sea su tipo, clase o dimensión.” 
El efecto que esto trae, de conformidad con el artículo 14 de la Ley 730 de 2.001, es que:

· Todo embargo preventivo de buques en Colombia se tramita de conformidad con el Acuerdo de Cartagena.

· En los casos no contemplados por dicho acuerdo, se estará a lo dispuesto por el Código de Comercio Colombiano.

Y en aquellos aspectos en que no exista norma aplicable alguna, nos remitiremos a los convenios o tratados internacionales que rijan sobre la materia de los embargos preventivos.

B - 2 JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA

De acuerdo a las normas contempladas en el Código de Procedimiento Civil, los jueces civiles tienen jurisdicción para decretar el embargo preventivo de buques.

Con respecto a los árbitros, el Decreto 1818 de 1.998 en su artículo 152 consagra que estos sólo pueden dictar las siguientes medidas cautelares:

1-
La inscripción del proceso en cuanto a los bienes sujetos a registro, en el que no se saca el bien del comercio pero las personas que lo adquieran con posterioridad estarán sujetos a los efectos del laudo arbitral. Con tal fin se libra oficio al registrador en que se mencione:

· El objeto del proceso.

· Nombre de las partes.

· Las circunstancias que sirvan para identificar los bienes sujetos a registro.

Y hay unos efectos concretos en cuanto al laudo arbitral:

* Si el laudo arbitral es favorable al solicitante, en él se ordenará la cancelación de los actos de disposición y administración efectuados después de la inscripción del proceso, a condición de que se demuestre que la propiedad aún subsiste en cabeza de la parte contra quien se decretó la medida, o de un causahabiente suyo.

* En caso de que el laudo le fuera desfavorable, se ordenará en ella misma la cancelación de la inscripción.

Y si el tribunal de arbitramento omite realizar estas comunicaciones, la medida cautelar caduca transcurridos tres (3) meses desde la ejecutoria del laudo o de la providencia del Tribunal Superior que decida definitivamente el recurso de anulación.

El registrador procederá a cancelarla., a solicitud de parte.

2-
Y el secuestro de los bienes muebles, a petición de la parte interesada, quien deberá prestar caución para garantizar los perjuicios  que puedan ocasionarse con la práctica de tal medida.

La  conclusión inicial a que se llega en la investigación es que, en principio, los árbitros no tienen jurisdicción para decretar el embargo preventivo de buques.  No obstante, teniendo presente que los buques y naves son consideradas en la Legislación Colombiana Civil como Bienes Muebles, los mismos estarían eventualmente sujetos a una medida cautelar decretada por los miembros de un Tribunal de Arbitramento, y que corresponde al Secuestro, pero, de acuerdo a la Ley Civil y a la hermenéutica jurídica,  el secuestro es la medida que perfecciona el embargo.  Luego, se hace indispensable decretar primeramente el embargo del bien mueble (buque), que se verificaría con el registro en la capitanía de puerto de matricula para posteriormente proceder a su aprehensión.

Los factores llamados a tener en cuenta con respecto a la competencia, son dos:
1).- FACTOR MATERIA DEL ASUNTO: A tenor del inciso 2º del artículo 18 del Código de Procedimiento Civil, son los jueces civiles municipales o promiscuos municipales los competentes para conocer del embargo, si éste se solicita como un procedimiento previo que se pretende hacer valer posteriormente ante los jueces civiles. 

Si se solicita el embargo y se demanda al mismo tiempo la garantía del crédito marítimo, de acuerdo a los artículos 16 y 19 ibidem., (modificados en su orden, por el Artículo 6 de la Ley 794 de 2003, y  por el artículo 1º de la Ley 572 de 2.000), son los jueces civiles del circuito los llamados a ser los competentes. 

2).- FACTOR TERRITORIAL: De conformidad con el artículo 1449 del Código de Comercio, siempre que se trate de buque de matricula colombiana, son competentes para conocer de estos embargos y del respectivo proceso de ejecución, los jueces del lugar en que conforme a este artículo debe practicarse el embargo, y, este fuero territorial se determinará de acuerdo al crédito que se quiera hacer efectivo, veamos:

· Si es un privilegio marítimo y una hipoteca, el juez competente para practicar el embargo será el de cualquier puerto del país.

· En un crédito común, el juez competente es el del lugar del puerto de matrícula a condición de que el buque se encuentre en dicho puerto.

Si se trata de buque de nacionalidad extranjera, el artículo 1450 del Código de Comercio, autoriza su embargo en razón de:

· Cualquier crédito privilegiado o,

· Cualquier otro crédito contraído dentro del país.

 El juez competente será aquél del puerto colombiano en que dicho buque surta, es decir, se aprovisione.  Luego, constituye un universo relativo el Juez Natural que avoque el conocimiento del Proceso Ejecutivo donde se cobre coercitivamente un crédito privilegiado de origen marítimo y con competencia para decretar medidas cautelares, como el Embargo preventivo de Buques.  Enfatizándose, que resulta remoto obtener pronunciamiento unificador de la Jurisprudencia Nacional en tal sentido, a cargo de la Corte Suprema de Justicia de Colombia, como máximo Tribunal de Casación de la Jurisdicción Ordinaria, por la manera como el Derecho Interno tiene distribuida las competencias.


Prescribe el Artículo 25 del Código de Procedimiento Civil, sobre la Competencia funcional de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, que: 

“La Corte Suprema de Justicia conoce en sala de casación civil: 1).- De los recursos de Casación (Artículo 365).  2).- De los recursos de revisión que no estén atribuidos a los tribunales superiores. (Artículo 379).  3).- De los recursos de queja cuando se deniegue el de casación. (Artículos 377 y 378). 4).- Del exequátur de sentencias y laudos arbítrales proferidos en país extranjero, sin perjuicio de lo estipulado en los tratados internacionales. (Artículo 695). 5).- De los procesos contenciosos en que sea parte un agente diplomático acreditado ante el gobierno de la República, en los casos previstos por el derecho internacional. (Artículos 22, 29, 40). (Decretos 2272 y 2303, de 1.989). (Constitución Nacional, Artículos 234 y 235). 6).- De los procesos de responsabilidad de que trata el artículo 40, contra los magistrados de la Corte y de los tribunales, cualquiera que fuere la naturaleza de ellos.”.


A su vez, el precepto 26 del mismo Estatuto Procesal, al referirse a la competencia funcional de los tribunales superiores, indica que:

“Los tribunales superiores de distrito judicial, en sala civil, conocen: 1).- En segunda instancia: a).- De los recursos de apelación y de las consultas en los procesos de que conocen en primera instancia los jueces del circuito, y de los recursos de queja cuando se deniegue el de apelación. 2).- En única instancia, del recurso de revisión contra la sentencia dictada por los jueces de circuito, municipales, territoriales y de menores, y de los procesos sobre responsabilidad de que trata el artículo 40, contra los jueces cualquiera que fuere la naturaleza de ellos.”.


Las anteriores disposiciones del Derecho Procesal Colombiano muestran el universo complejo del conocimiento de los conflictos de orden civil, y en ellos, las ejecuciones por deudas, sean de origen común o con privilegio, que asignan a los Jueces Civiles, según el factor Cuantía; es decir, según el valor del crédito.  Así mismo, se deduce la ausencia de posibilidad del Alto tribunal de Casación en establecer el precedente jurisprudencial que exalte la normatividad Andina y permita a los operadores de Justicia un criterio de interpretación exacto de la supranacionalidad y preeminencia del Derecho de la Comunidad Andina de Naciones.

B – 3-. PARTES.

B - 3.1 DEMANDANTE.

El acreedor del crédito que se quiere hacer efectivo, debe reunir los siguientes requisitos al presentar su solicitud de embargo:

· Tener capacidad procesal para comparecer en juicio, es decir, si son personas naturales, comparecer por sí mismas si son plenamente capaces, o a través de su representante legal si no lo son, o igualmente si se trata de personas jurídicas.

· Denunciar el buque objeto del embargo, indicando su nombre, el del actual propietario o arrendatario a casco desnudo, nacionalidad, tonelaje de arqueo, el número de matricula y puerto de registro si se trata de buque de bandera colombiana, el servicio que presta, el tonelaje de registro bruto y neto, el puerto y el muelle en que se encuentre atracado  o fondeado, la eslora, la manga, el modo de propulsión, y otros elementos necesarios para su identificación.

· Como se trata de un embargo previo, debe prestar caución en dinero, bancaria o de compañía de seguros, equivalente al diez por ciento (10%) del valor actual de la ejecución, para responder por los perjuicios que se causen con la práctica del embargo preventivo; así lo consagra el inciso 10º del artículo 513 del Código de Procedimiento Civil.

      El procedimiento consagrado en el Código de Comercio, en sus artículos 1449 y siguientes, no establece la caución como requisito de la solicitud de embargo, sin embargo, se considera que en virtud del principio de la equidad que gobierna la actuación judicial (art. 230 de la Constitución Política) y de que el objeto de los procedimientos es la efectividad del derecho sustancial (art. 228 Constitución Política), se remite a las normas generales que se encuentran en el Código de Procedimiento Civil, para asimilar esta medida de embargo preventivo como una medida cautelar propiamente dicha de conformidad con el artículo 513 ibidem., entonces, en mi opinión, se debe prestar caución al pedir el embargo preventivo del buque; en últimas, por cuanto, si se puede solicitar se fije y se preste para levantar la medida, no encuentro motivo lógico para que no se estime necesaria y preventiva, establecerla anticipadamente al embargo.  Con la caución previa, el juez o tribunal competente, en el caso colombiano, estaría protegiendo al deudor frente a posibles abusos del acreedor y tornaría la figura en algo serio y no especulativo, ni injustificable. 
B - 3.2 DEMANDADO

El demandado, como tal, sólo puede serlo el propietario-armador o el arrendatario a casco desnudo del buque. 
II.-  PROCEDIMIENTO

A. ACUERDO DE CARTAGENA DECISIÓN 487 DE 7 DE DICIEMBRE DE 2.000

A -1. DERECHO DE REEMBARGO Y PLURALIDAD DE EMBARGOS.

El Acuerdo de Cartagena, en su artículo 48, establece el principio general de la no pluralidad de embargos y la prohibición de reembargar un buque ya desembargado, sea porque se canceló la medida preventiva o porque se prestó la garantía suficiente en concordancia con el crédito reclamado y con el fin de levantar el embargo. Pero el mismo establece los casos taxativos en que el buque podrá ser reembargado o embargado por el mismo crédito marítimo, a saber:

a. Que el valor o la naturaleza de la garantía prestada a ese buque en relación con el crédito sea inconveniente, inadecuado, (como por ejemplo, se trate de un seguro por un valor irrisorio o que la garantía bancaria sea de difícil cobro) con la condición de que el valor total de la garantía no sobrepase del valor del buque.

b. Que la persona que prestó la garantía no va a poder o se tema que no va a cumplir, total o parcialmente sus obligaciones, sea por grave enfermedad o disolución si se trata de persona jurídica, insolvencia, etc.

c. Y que se haya desembargado el buque en virtud de liberación propiamente dicha o porque se canceló la garantía prestada anteriormente, siempre que:

· Tal desembargo provenga de la solicitud o consentimiento del acreedor, si tiene motivos razonables para hacerlo, como que para ese momento considere que el deudor le tiene una mejor seguridad de que le va a pagar su crédito (caso del seguro).

· O porque el acreedor no pudo impedir el desembargo o cancelación mediante medidas razonables, ya que fue negligente, por ejemplo, al no utilizar los medios de defensa que consagra la ley nacional.

Expresa el mentado artículo:

“Artículo 48.- Derecho de reembargo y pluralidad de embargos.- Cuando en un País Miembro un buque ya hubiera sido embargado y liberado, o ya se hubiera prestado garantía respecto de ese buque en relación con un crédito marítimo, el buque no podrá ser reembargado o embargado por el mismo crédito, a menos que: 
1. La naturaleza o la cuantía de la garantía respecto de ese buque ya prestada en relación con ese crédito sea inadecuada, a condición de que la cuantía total de la garantía no exceda del valor del buque; o 
2. La persona que haya prestado ya la garantía no pueda, o no sea probable que pueda cumplir, total o parcialmente sus obligaciones; o 
3. Se haya liberado el buque embargado o se haya cancelado la garantía prestada anteriormente, ya sea: 
3.1 A instancias o con el consentimiento del acreedor, cuando actúe por motivos razonables, o 
3.2 Porque el acreedor no haya podido, mediante la adopción de medidas razonables, impedir tal liberación o cancelación. “

El artículo 49 del Acuerdo de Cartagena, además, amplia este embargo especial a distinto buque que de cualquier otra forma estaría sometido al mismo crédito marítimo, siempre que:

a. El valor o la naturaleza de la garantía prestada a ese crédito en relación con el mismo crédito sea inconveniente, inadecuado, (como por ejemplo, se trate de un seguro por un valor asegurado irrisorio o que la fianza otorgada no ofrezca la suficiente seguridad de pago) o,

b. Por ser ilícito o injustificado el embargo o haberse pedido y prestado una garantía excesiva (sea que el embargo se pidió sin cumplir los requisitos de ley o que se obligó al deudor a tomar un seguro por un mayor valor  que no guardaba concordancia con el valor del crédito marítimo que se pretende cobrar).

Consagra el referido artículo:

“Artículo 49.- Cualquier otro buque que de otro modo estaría sujeto a embargo por el mismo crédito marítimo, no será embargado a menos que: 
1. La naturaleza o la cuantía de la garantía ya prestada en relación con el mismo crédito sean inadecuadas; o 
2. Sean aplicables las disposiciones de los incisos 2 y 3 del Artículo 50 de esta Decisión. 
A los efectos del artículo precedente y el presente artículo, la expresión "liberación" excluye toda salida o liberación ilegal del buque. “


En el derecho interno colombiano, la coexistencia o acumulación de embargos
 y el mismo reembargo tienen otro alcance jurídico, puesto que, en principio, la primera de las figuras, es de frecuente uso en la praxis judicial, solo que, se acumulan dentro del proceso en orden cronológico, respecto de su decretamiento y serán atendidos para las resultas del remate de los bienes de acuerdo a la prelación de créditos
 prevista en la Ley sustancial, así como también, según su vigencia, bien por defecto (cancelación o levantamiento), o satisfacción del precedente (pago).  En cuanto al segundo de los eventos, es lícito que un acreedor perseguir las veces que sea necesario el mismo bien sobre el cual recae la garantía, ante circunstancias de restablecimiento del plazo primigenio, otorgamiento de esperas o quitas; pues, en términos generales, constituye el soporte o fundamento del cumplimiento forzoso y a posteriori de la obligación a cargo del Deudor
, cuando habiéndose desembargado por solicitud de la parte ejecutante, o porque el mismo ejecutado presta caución para levantar las medidas cautelares, se materializa o adviene en el curso del proceso de ejecución la insolvencia insuperable del Deudor que imponga la realización del bien afecto al proceso mediante el remate del mismo y la aplicación del producto a la deuda.

A - 2. LEVANTAMIENTO DEL EMBARGO.

El levantamiento del embargo preventivo para el Acuerdo de Cartagena, consiste en la autorización de salida del buque objeto de la medida del puerto del país miembro en que se practicó el embargo, y el mismo se ciña al trámite que consagre la ley nacional del país miembro en que se practique o se solicite el embargo, ya que así lo señala el artículo 40 del Acuerdo de Cartagena:

“Artículo 40.- El procedimiento relativo al embargo de un buque, o al levantamiento de ese embargo, se regirá por la legislación nacional respectiva del País Miembro en que se haya solicitado o practicado el embargo.”

Tal levantamiento se logra, de acuerdo al artículo 44, prestando una garantía suficiente e idónea por parte del deudor afectado, cuya cuantía y naturaleza, en primer lugar, de conformidad con el artículo 45, deben ser fijadas por ambas partes, pero sin que dicho valor exceda del límite establecido por el Acuerdo de Cartagena: el valor del buque embargado.

Si no hay acuerdo de las partes, el tribunal competente entrará a determinar dicha garantía, teniendo en cuenta el mismo límite:

“Artículo 45.- A falta de acuerdo entre las partes sobre la suficiencia y la forma de la garantía, el tribunal determinara su naturaleza y su cuantía, que no podrá exceder del valor del buque embargado. “

El mismo artículo 44 del Acuerdo de Cartagena en su inciso 1º señala que el levantamiento del embargo no procede cuando se trate de créditos marítimos derivados de (Art. 1º numerales 19 y 20 de la definición de créditos marítimos), saber:

· La propiedad o posesión del buque.

· Toda discusión entre los copropietarios del buque que verse sobre su

      Utilización o del producto de su explotación.

 El tribunal, en estos casos podrá adoptar cualquier medida sobre la operación del buque durante el período del embargo, como por ejemplo, si bien lo considera, autorizar al acreedor que tenga la posesión del buque para que, previa presentación de una garantía suficiente, lo siga explotando.

Expresa el artículo 44:

“Artículo 44.- Levantamiento del embargo.- Un buque que haya sido embargado será liberado cuando se haya prestado garantía bastante en forma satisfactoria, salvo que haya sido embargado para responder de cualquiera de los créditos marítimos enumerados en los numerales 19 y 20 de la respectiva definición consignada en el Artículo 1 de esta Decisión.

En estos casos, el tribunal podrá autorizar a la persona en posesión del buque a seguir explotándolo, una vez que esta persona haya prestado garantía suficiente, o resolver de otro modo la cuestión de la operación del buque durante el período del embargo.”

El inciso final de este artículo consagra para la persona que tenga que prestar esta garantía, el derecho de solicitar ante el tribunal:

· Su reducción, porque considera que la garantía es excesiva.

· Su modificación, porque a su parecer los términos de la garantía anterior sean muy exigentes o

· Su cancelación, porque ya cumplió con su obligación.

Enuncia tal inciso:

“Artículo 44.- (…)

La persona que haya prestado una garantía en virtud de las disposiciones del presente artículo, podrá en cualquier momento solicitar al tribunal su reducción, modificación o cancelación. “

El texto  resalta el hecho de que la actitud del deudor que presta esta garantía para obtener la liberación del buque, no se debe interpretar como una confesión de su responsabilidad sobre los actos que se le imputan ni como un allanamiento a la demanda, ni menos, como renuncia a su límite de responsabilidad, pues con ella lo único que se busca es que zarpe el buque y de esa forma evitar los perjuicios que se derivarían de la inmovilización en el puerto, ya que así lo dispone el artículo 46 del Acuerdo de Cartagena:

“Artículo 46.- La solicitud de levantamiento del embargo del buque previa constitución de garantía, no se interpretará como reconocimiento de responsabilidad ni como renuncia a cualquier defensa o al derecho a limitar la responsabilidad. “

Normalmente se esperaría que todo embargo preventivo de buques y su liberación se practiquen en un país miembro de la Comunidad Andina de Naciones, pero no siempre es así, por lo que el Acuerdo de Cartagena contempla unas hipótesis:

Que el buque fuere embargado en un país no miembro de la Comunidad Andina de Naciones se observará lo siguiente:

a. Que la garantía se preste en un país miembro, pero a pesar de ello, el buque no es liberado en el extranjero. En este caso, el tribunal del país miembro en que se prestó la garantía ordenará su cancelación, previa solicitud del interesado.

b. Que la garantía se preste en el país no miembro en que se haya practicado el embargo y se obtenga la liberación del buque. Aquí se decretará la cancelación de cualquier otra garantía prestada en un país miembro que corresponda al mismo crédito marítimo, a condición de que la suma total de las cuantías de las garantías presentadas en ambos países exceda:

· Del importe del crédito marítimo por el que se embargó el buque o,

· Del valor del buque.

Además, se necesita que esta garantía prestada en el extranjero se encuentre efectivamente a disposición del acreedor y le sea transferible libremente, es decir, sin que exista un complejo trámite que lo dilate.

Estas hipótesis se encuentran establecidas en el artículo 47, que dice:

“Artículo 47.- Si un buque hubiera sido embargado en un país que no fuera País Miembro, y no hubiera sido liberado pese a la garantía prestada en relación con ese buque en un País Miembro respecto del mismo crédito, se ordenará la cancelación de la garantía previa solicitud ante el tribunal del País Miembro.

Si un buque hubiera sido liberado en un país que no fuera País Miembro por haberse prestado garantía suficiente, toda garantía prestada en un País Miembro en relación con el mismo crédito, se mandará cancelar en la medida en que la cuantía total de la garantía prestada en los dos países exceda:

a) Del valor del crédito por el que se hubiera embargado el buque; o

b) Del valor del buque.

Sin embargo no se ordenará dicha liberación, a menos que la garantía prestada en el país que no sea País Miembro esté efectivamente a disposición del acreedor y le sea libremente transferible. “


La normativa interna que rige el desembargo de los bienes afectos a un Proceso Ejecutivo, a instancia de la parte demandada (deudora), se rige por lo previsto en el Artículo 519 del Código de Procedimiento Civil, que permite la constitución de una garantía en dinero, exclusivamente, por el monto que el Juez de conocimiento asigne, teniendo en cuenta el valor del crédito y las costas judiciales, y una vez prestada, se tendrá por embargada en reemplazo del bien cuya embargo y secuestro se cancela y levanta.   También establece la opción de impedir el embargo y secuestro desde la presentación de la demanda ejecutiva, si solicita se fije caución por el juez en el monto que satisfaga el crédito y las costas judiciales; la que, se podrá constituir además, en póliza de seguros o garantía bancaria, que se hará efectiva dentro de los tres días siguientes a la ejecutoria de la sentencia que desestime las excepciones, o del auto que acepte el desistimiento de ellas, o de la sentencia que ordene llevar adelante la ejecución, según fuere el caso. 

B - . LEY NACIONAL COLOMBIANA

La ley Nacional Colombiana con respecto al trámite a seguir en el embargo preventivo de buques dice que  en primer lugar, se aplican los principios generales establecidos por el numeral 1º del artículo 681 del Código de Procedimiento Civil, por tratarse de un bien sujeto a registro, que dice:

“ARTÍCULO 681. EMBARGOS. <Artículo modificado por el artículo 67 de la Ley 794 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> Para efectuar los embargos se procederá así:

1. El de bienes sujetos a registro se comunicará al respectivo registrador, por oficio que contendrá los datos necesarios para el registro; si aquellos pertenecieren al afectado con la medida, lo inscribirá y expedirá a costa del solicitante un certificado sobre su situación jurídica en un período de veinte años, si fuere posible. Una vez inscrito, el oficio de embargo se remitirá por el registrador directamente al juez junto con dicho certificado.

Si algún bien no pertenece al afectado, el registrador se abstendrá de inscribir el embargo y lo comunicará al juez; si lo registra, éste de oficio o a petición de parte ordenará la cancelación del embargo. Sin embargo, deberá tenerse en cuenta, cuando se trate de ejecutivo con garantía real, lo dispuesto en el parágrafo del artículo 554…..”

En segundo lugar, el Código de Comercio-norma especial y posterior-, en su artículo 1451 establece específicamente, el procedimiento a seguir:

· El juez comunicará el embargo, antes de notificar el auto por el que lo decreta, al capitán de puerto de matricula del buque para que éste lo registre
 y proceda a no permitir el zarpe de la aludida nave
. Así no esté ejecutoriada la providencia de embargo (y secuestro), la nave no podrá zarpar, denotando una gran agilidad en el procedimiento y va de acorde con el tráfico portuario.

El artículo 14 de la Ley 730 de 2.001 indica que en este registro de la capitanía de puerto se anotará, por lo menos:

· Nombre y la dirección del solicitante o el hecho de que el embargo se constituyó para garantizar obligaciones al portador.

· El valor máximo garantizado o si éste se determina en el documento en que se constituye el embargo.
· Fecha del registro.
· Y otras circunstancias que determinen el rango del embargo respecto de otras hipotecas y gravámenes. 

· Con el objetivo de obtener el zarpe y garantizar el pronto regreso del buque objeto de la medida, éste puede prestar una caución real, bancaria o de compañía de seguros por un valor igual al doble del crédito alegado sin incluir los intereses ni las costas y sin exceder del valor de la nave, sus accesorios y el flete. 

· El buque que reciba autorización para zarpar, tiene la garantía de que únicamente podrá ser secuestrada por obligaciones contraídas con el fin de aprestarla y aprovisionarla para el viaje.

El secuestro de los buques, siguiendo lo normado por el artículo 1452 del Código de Comercio, se perfeccionará mediante su entrega a un secuestre (que puede ser el mismo capitán), en presencia del armador o del capitán y previa elaboración de inventario completo y detallado de todos los elementos que la integran, y las oposiciones se tramitarán de acuerdo al artículo 686 del Código de Procedimiento Civil.  Se resalta que  según el artículo 515 del mismo estatuto procesal civil, este secuestro únicamente se practicará cuando:

· Se haya registrado el embargo en la capitanía de puerto y

· De los documentos que reposen en ella aparezca el ejecutado como propietario-armador o arrendatario a casco desnudo del buque objeto de la medida.

Si el proceso de ejecución por el crédito en mora llega a la etapa de remate del buque a través de pública subasta, a la luz del artículo 1454 del Código de Comercio, la diligencia pública o licitación pública se hará de conformidad con el Capítulo IV de la Sección Segunda del Título XXVII del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil, pero, se consagra una publicidad adicional consistente en que dicho remate debe ser anunciado también a través de carteles fijados en lugares visibles de la nave embargada, de la capitanía de puerto de matrícula y del lugar en donde se halle.

El artículo 1453 del Código de Comercio, por último, dispone, con respecto a la copropiedad de un buque, que éste no puede ser embargado ni rematado por las obligaciones particulares de cada uno de los copropietarios, pero sí será objeto de tales medidas la cuota copropietaria de cada uno de ellos.

III.- LEGISLACIÓN SUPLEMENTARIA, COMPLEMENTARIA Y JURISPRUDENCIA.- 


La disposición normativa central del presente trabajo esta constituida por la Decisión 487 de Diciembre 07 de 2000, de la Comunidad Andina de Naciones, de la cual hace parte el Estado Colombiano, por lo que, atendiendo las características que envuelven al Derecho Comunitario Andino, de Supranacionalidad
 y Preeminencia
, hace necesario incluir su texto completo que facilite su consulta.  

A.- 
DECISION 487 COMUNIDAD ANDINA DE NACIONES.

GACETA OFICIAL ACUERDO DE CARTAGENA

Año XVII - Número 625

DECISION 487

Garantías Marítimas (Hipoteca Naval y Privilegios Marítimos) y Embargo Preventivo de Buques

LA COMISION DE LA COMUNIDAD ANDINA,

VISTOS: Los Capítulos III y XI del Acuerdo de Cartagena, las  Decisiones 288, 314 y 390, y la Propuesta 40 de la Secretaría General de la Comunidad Andina;

CONSIDERANDO: Que el IX Consejo Presidencial Andino reunido en Sucre, Bolivia, instruyó a la Secretaría General de la Comunidad Andina a efectos que inicie los estudios para la presentación de propuestas destinadas a fomentar la actividad de las Marinas Mercantes de los países de la Subregión;

Que, en este sentido, resulta necesario promover y fortalecer las Marinas Mercantes de la Subregión, con una legislación moderna y armonizada de garantías marítimas (hipoteca naval y privilegios marítimos) y embargo preventivo de buques, a fin de disponer de un marco normativo comunitario, que ofrezca las garantías adecuadas a las inversiones que se realicen en el transporte acuático;

Que el Comité Andino de Autoridades de Transporte Acuático (CAATA) aprobó la Resolución CAATA No. V-52 (04.NOV.94), con la que se exhorta a los Países Miembros para que se adhieran al Convenio Internacional sobre los Privilegios Marítimos y la Hipoteca Naval 1993, atendiendo a la necesidad de actualizar el marco regulatorio sobre estas materias;

Que el citado Convenio conjuntamente con el Convenio Internacional sobre el Embargo Preventivo de Buques 1999, y los trabajos de armonización de legislación marítima efectuados por la UNCTAD y la OMI en Centro y Sudamérica, han servido como base para armonizar una normativa comunitaria destinada a fomentar el desarrollo de las empresas navieras andinas y de la actividad marino mercante en su conjunto, acorde con las tendencias y prácticas internacionales, en la que se regula sólo sobre determinados aspectos, dejando el desarrollo de su aplicación a la respectiva legislación nacional de los Países Miembros;

Que el Comité Andino de Autoridades de Transporte Acuático (CAATA), en su XV Reunión Extraordinaria, aprobó el correspondiente Proyecto de Decisión; así como en su VIII Reunión Ordinaria recomendó las acciones necesarias para actualizar el Capítulo referido al embargo preventivo de buques, y en la que además se recomendó su expedición;

DECIDE:

Artículo 1.- Definiciones.- Para los efectos de la presente Decisión, se entiende por:

Acreedor: Toda persona que alegue un crédito marítimo.

Autoridad(es) Competente(s): La entidad competente que cumpla con las funciones de registro de buques en cada País Miembro, de conformidad con la legislación nacional respectiva; incluyendo a los Cónsules.

Buque o Nave: Toda construcción flotante con medios de propulsión propios destinada a la navegación por agua, que se utiliza en el comercio para el transporte de carga o pasajeros o de ambos, de más de 500 toneladas de registro bruto.

Crédito Marítimo: Un crédito que tenga una o varias de las siguientes causas:

1. Pérdidas o daños causados por la explotación del buque;

2. Muerte o lesiones corporales sobrevenidas, en tierra o en el agua, en relación directa con la explotación del buque;

3. Operaciones de asistencia o salvamento o todo contrato de salvamento, incluida, si corresponde, la compensación especial relativa a operaciones de asistencia o salvamento respecto de un buque que, por sí mismo o por su carga, amenace causar daño al medio ambiente;

4. Daño o amenaza de daño causados por el buque al medio ambiente, el litoral o intereses conexos; medidas adoptadas para prevenir, minimizar o eliminar ese daño; indemnización por ese daño; los costos de las medidas razonables de restauración del medio ambiente efectivamente tomadas o que vayan a tomarse; pérdidas en que hayan incurrido o puedan incurrir terceros en relación con ese daño; y el daño, costos o pérdidas de carácter similar a los indicados en este inciso 4;

5. Gastos y desembolsos relativos a la puesta a flote, la remoción, la recuperación, la destrucción o la eliminación de la peligrosidad que presente un buque hundido, naufragado, embarrancado o abandonado, incluido todo lo que esté o haya estado a bordo de un buque, y los costos y desembolsos relacionados con la conservación de un buque abandonado y el mantenimiento de su tripulación;

6. Todo contrato relativo a la utilización o al arrendamiento del buque formalizado en póliza de fletamento o de otro modo;

7. Todo contrato relativo al transporte de mercancías o de pasajeros en el buque formalizado en póliza de fletamento o de otro modo;

8. Las pérdidas o los daños causados a las mercancías (incluidos los equipajes) transportadas a bordo del buque;

9.   La avería gruesa;

10. El remolque;

11. El practicaje;

12. Las mercancías, materiales, provisiones, combustibles, equipo (incluidos los contenedores) suministrados o servicios prestados al buque para su explotación, gestión, conservación o mantenimiento;

13. La construcción, reconstrucción, reparación, transformación o equipamiento del buque;

14. Los derechos y gravámenes de puertos, canales, muelles, radas y otras vías navegables;

15. Los sueldos y otras cantidades debidas al capitán, los oficiales  y demás miembros de la dotación en virtud de su enrolamiento a bordo del buque, incluidos los de repatriación y las cuotas de la seguridad social pagaderas en su nombre;

16. Los desembolsos hechos por cuenta del buque o de sus  propietarios;

17. Las primas de seguro (incluidas las cotizaciones de seguro mutuo), pagaderas por el propietario del buque o el arrendatario a casco desnudo, o por su cuenta, en relación con el buque;

18. Las comisiones, corretajes u honorarios de agencias pagaderos por el propietario del buque o el arrendatario a casco desnudo, o por su cuenta, en relación con el buque;

19. Toda controversia relativa a la propiedad o a la posesión del buque;

20. Toda controversia entre los copropietarios del buque acerca de su utilización     o del producto de su explotación;

21. Una hipoteca inscrita o gravamen de la misma naturaleza que pesen sobre el buque;

22. Toda controversia resultante de un contrato de compraventa del buque.

Embargo: Toda inmovilización o restricción a la salida de un buque,  impuesta como medida cautelar por resolución de un tribunal de un País Miembro, en garantía de un crédito marítimo, pero no comprende la retención de un buque para la ejecución de una sentencia, u otro instrumento ejecutorio.

Fletamento a casco desnudo: El contrato de arrendamiento válido y debidamente registrado de un buque, por tiempo determinado, en virtud del cual el arrendatario tiene la posesión y el control pleno del buque, incluido el derecho a contratar al capitán y a la tripulación por el período del arrendamiento.

Organismo Nacional Competente: Las autoridades de transporte acuático de los Países Miembros de la Comunidad Andina, que integran el Comité Andino de Autoridades de Transporte Acuático (CAATA).

País(es) Miembro(s): Cada uno de los Países Miembros de la Comunidad Andina.

País del Pabellón: El país por ante cuya Autoridad Competente ha sido solicitada la inscripción del buque y cuya bandera enarbola el buque estando autorizado para ello.

Persona: Toda persona física o jurídica o toda entidad de derecho publico o privado, esté o no constituida en sociedad, inclusive un Estado o cualquiera de sus subdivisiones políticas.

Propietario: La persona natural o jurídica que aparece como tal en el registro de buques del País Miembro del Pabellón o en el registro originario o subyacente.

Tribunal: Toda autoridad judicial competente de un País Miembro.

CAPITULO I.- DE LA HIPOTECA NAVAL.
Artículo 2.- Los buques pueden ser objeto de hipoteca naval, siempre  que se encuentren debidamente inscritos en el Registro de Buques del respectivo País Miembro.

La hipoteca naval sujeta directa e inmediatamente los buques al cumplimiento de la obligación para cuya seguridad se constituye.

Artículo 3.- Requisitos y carácter constitutivo de la inscripción.-  La hipoteca naval se constituye por escritura pública y debe inscribirse en el Registro de Buques para que surta los efectos que esta Decisión le reconoce. Las hipotecas navales no serán válidas ni oponibles a terceros hasta que no se haya practicado su inscripción en el Registro de Buques respectivo.

Asimismo, será necesaria la escritura pública para la inscripción de los actos y contratos en cuya virtud se modifiquen o extingan las hipotecas.

Artículo 4.- Cuando la hipoteca naval se otorgue fuera de los Países Miembros, la forma del acto se regirá por la ley del lugar de su otorgamiento, pero para que pueda producir efectos en cualquiera de los Países Miembros, deberá constar por escrito de fecha cierta conteniendo la información a que se refiere el artículo siguiente, con las firmas de sus otorgantes o la firma del notario o fedatario público que intervenga, autenticadas o legalizadas por el Cónsul competente.

Artículo 5.- El instrumento de constitución de la hipoteca naval deberá contener:

1. Nombres, apellidos, nacionalidad y domicilio del acreedor y del deudor y, si se trata de personas jurídicas, su denominación o razón social y domicilios, así como el registro en que se encuentren inscritos;

2. Nombre, número, clase, distintivo de llamada y matrícula del buque;

3. Arqueo bruto, eslora máxima y demás características principales del buque;

4. Los pactos en virtud de los cuales se acuerde expresamente la extensión de la garantía a los fletes, indemnizaciones, o en los que, de cualquier modo, se delimite el objeto de la garantía;

5. La fecha y la naturaleza del contrato por el que se crea la hipoteca o naturaleza del crédito que garantiza la hipoteca;

6. El monto o, en su caso, cantidad máxima de la obligación para cuya seguridad se constituye la hipoteca, así como los intereses convenidos, plazo, lugar y forma de pago; o la forma de determinar dicho monto en caso de ser una cantidad indeterminada;

7.   Los demás pactos válidos.

Artículo 6.- La hipoteca naval se extiende de pleno derecho a las partes integrantes como el casco, maquinaria y todas aquellas que no pueden ser separadas de éste sin alterarlo sustantivamente; y a las pertenencias del buque, como los equipos de navegación, aparejos, repuestos y otros similares, que sin formar parte del mismo, están afectos a su servicio en forma permanente.

Artículo 7.- Hipoteca de buques en construcción.- Si se tratara de la hipoteca de un buque en construcción, el instrumento de constitución deberá contener los mismos requisitos señalados en el Artículo 5, salvo los mencionados en el inciso 2, que se sustituirán por la individualización del astillero o lugar de construcción; la fecha en que se inició la construcción y aquella en que se espera que termine; el hecho de haberse invertido al menos la tercera parte de su valor presupuestado y el número de construcción asignado.

Artículo 8.- Para los efectos de lo establecido en el artículo anterior y salvo pacto en contrario, se considerarán además partes integrantes del buque y sujetos a la garantía, los materiales, equipos y elementos de cualquier naturaleza, susceptibles de ser individualizados como especies o cuerpos ciertos, que se hallen acopiados o depositados en el astillero y que estuvieren destinados a la construcción, aun cuando no hayan sido todavía incorporados a la obra principal, con tal de que dichos materiales, equipos o elementos sean suficientemente identificados en el instrumento de constitución de la hipoteca.

Artículo 9.- Prelación del crédito.- La fecha y hora de inscripción de la hipoteca naval en el Registro de Buques correspondiente determinará la prelación del crédito.

Artículo 10.- Derechos y responsabilidades del acreedor hipotecario.- Los acreedores de hipotecas navales conservan su derecho a solicitar la venta judicial del buque gravado para el pago de su crédito, aunque aquel haya pasado al dominio de un tercero con justo título y de buena fe.

Artículo 11.- Salvo que el buque hubiere sido reparado, el acreedor hipotecario podrá ejercer sus derechos sobre los siguientes créditos de que sea titular el deudor:

1. Indemnizaciones por daños materiales ocasionados al buque;

2. Contribución por avería común por daños materiales sufridos por el buque;

3. Indemnizaciones por daños provocados al buque con ocasión de servicios    prestados en el mar; y

4. Indemnizaciones de seguro por pérdida total o por averías sufridas por el buque.

Artículo 12.- El acreedor hipotecario podrá ejercitar su derecho contra el buque o buques gravados en cualquiera de los casos siguientes:

1. Al vencimiento del plazo estipulado para el pago del crédito que la hipoteca garantiza;

2. Al vencimiento del plazo estipulado para el pago de los intereses de la obligación principal;

3. Cuando el deudor sea declarado en insolvencia;

4. Cuando cualesquiera de los buques hipotecados sufriere deterioro que lo inutilice para navegar;

5. Cuando se cumplan las condiciones pactadas como resolutorias en el contrato al que accede la hipoteca, así como todas aquellas que produzcan el efecto de hacer exigible el cumplimiento de la obligación que la hipoteca garantiza;

6. Cuando existiendo dos o más buques afectos al cumplimiento de una misma obligación, ocurriese la pérdida de cualquiera de dichos buques, salvo pacto en contrario.

Artículo 13.- En cualquiera de los casos previstos en el artículo anterior, así como cuando con su conducta el deudor hipotecario ponga en peligro el buque hipotecado, el acreedor hipotecario tendrá derecho a entrar en posesión del buque y a explotarlo comercialmente con la diligencia ordinaria requerida. Los frutos de esta explotación deberán aplicarse primero a los intereses, a los gastos y luego al capital, de acuerdo al rango de preferencia.

El acreedor hipotecario para obtener la posesión del buque podrá solicitar su embargo de acuerdo con las normas contenidas en el Capítulo III de la presente Decisión.

Ejecutado el embargo, el Juez competente del País Miembro ordenará la entrega de la posesión del buque en favor del acreedor hipotecario. Igual procedimiento podrá seguir el propietario para recuperar la posesión del buque, una vez que la obligación haya sido íntegramente cancelada.

Toda cuestión relacionada con la explotación del buque hipotecado se tramita mediante el proceso más expeditivo o sumario normado por la legislación procesal nacional respectiva.

Artículo 14.- El acreedor hipotecario que al entrar en posesión del buque hipotecado abuse de éste, es responsable de su pérdida o deterioro, aun por caso fortuito o fuerza mayor.

Artículo 15.- En caso de incumplimiento el acreedor hipotecario puede proceder a la venta directa del buque hipotecado en la forma pactada al constituirse la obligación.

Alternativamente o a falta de pacto, el acreedor hipotecario podrá optar por la ejecución forzosa del buque de conformidad a lo normado por la legislación procesal nacional respectiva.

Artículo 16.- Si el buque hipotecado estuviese afecto a uno o más gravámenes adicionales a la hipoteca que dio lugar a la venta directa, el acreedor hipotecario deberá consignar a la orden del Juez competente, el importe de la venta menos los gastos, dentro de los tres (03) días siguientes al cobro de dicho precio. En este caso, el Juez notificará a los acreedores y resolverá sobre la aplicación del producto de la venta, de acuerdo a lo que disponga la legislación procesal nacional respectiva.

Artículo 17.- Para efectos de obtener la posesión del buque, el adquirente podrá solicitar su embargo de acuerdo con las normas contenidas en el Capítulo III. Ejecutado el embargo el Juez ordenará la entrega del buque en favor del adquirente.

Artículo 18.- Cuando se constituya más de una hipoteca sobre el mismo buque, el segundo y subsiguientes acreedores hipotecarios para proceder a la venta directa del buque deberán obtener el consentimiento de todos los acreedores hipotecarios que los precedan. Si no hubiese acuerdo sólo procederá la ejecución forzosa del buque con arreglo al proceso de ejecución de garantías.

Artículo 19.- Aplicación supletoria de legislaciones nacionales.- Son aplicables supletoriamente a la hipoteca naval, las normas sobre hipoteca del derecho común de la legislación nacional respectiva del País Miembro.

Artículo 20.- Requisitos para el reconocimiento de hipotecas sobre buques extranjeros.- El reconocimiento por los tribunales nacionales de los Países Miembros de las hipotecas y gravámenes análogos constituidos sobre buques extranjeros, quedará subordinado al cumplimiento de los requisitos siguientes:

1. Que hayan sido constituidos e inscritos en un registro público, de conformidad con la legislación del país;

2. Que dicho registro sea de libre consulta por el público y que se pueda solicitar y obtener del registrador extractos y copias de sus asientos;

3. Que en el registro se especifique como mínimo, el nombre y la dirección de la persona a favor de la cual se haya constituido la hipoteca o el gravamen, o el hecho de que ha sido constituida para garantizar obligaciones al portador, el importe máximo garantizado si la legislación del País Miembro del Pabellón estableciere ese requisito o si ese importe se especificare en el documento de constitución de la hipoteca o del gravamen, y la fecha y otras circunstancias que, de conformidad con la legislación del país donde se constituyó la hipoteca o el gravamen, determinen su rango respecto de otras hipotecas y gravámenes inscritos.

CAPITULO II.-  DE LOS PRIVILEGIOS MARITIMOS SOBRE EL BUQUE.
Artículo 21.- Los privilegios marítimos gravan especial y realmente al buque sin necesidad de publicidad registral, y lo siguen aunque éste cambie de propietario, registro o pabellón, excepto en el caso de ejecución forzosa del buque.

Artículo 22.- Créditos privilegiados.- Los siguientes créditos están garantizados con un privilegio marítimo sobre el buque:

1. Los créditos por los sueldos y otras cantidades adeudados al capitán, oficiales y demás miembros de la dotación del buque en virtud de su enrolamiento a bordo del buque, incluidos los gastos de repatriación y las cuotas de la seguridad social pagaderas en su nombre;

2. Los créditos por indemnizaciones por muerte o lesiones corporales sobrevenidas en tierra, a bordo o en el agua, en relación directa con la explotación del buque;

3. Los créditos por la recompensa pagadera por el salvamento del buque;

4. Los créditos por derechos de puerto, de canal y otras vías navegables y practicaje;

5. Los créditos nacidos de culpa extracontractual por razón de la pérdida o el daño materiales causados por la explotación del buque, distintos de la pérdida o el daño ocasionados al cargamento, los contenedores y a los efectos del pasaje transportados a bordo del buque.

Artículo 23.- Ningún privilegio marítimo gravará un buque en garantía de los créditos a que se refieren los incisos 2 y 5 del artículo precedente, que nazcan o resulten:

1. De daños relacionados con el transporte marítimo de hidrocarburos u otras sustancias nocivas o peligrosas, por los que sea pagadera una indemnización a los acreedores con arreglo a los Convenios Internacionales o a las leyes nacionales que establezcan un régimen de responsabilidad objetiva y un seguro obligatorio u otros medios de garantía de los créditos; o

2. De las propiedades radioactivas o de su combinación con las propiedades tóxicas, explosivas y otras propiedades peligrosas del combustible nuclear o de los productos o desechos radioactivos.

Artículo 24.- Prelación.- Los privilegios marítimos enumerados en el Artículo 22 tienen preferencia sobre las hipotecas navales y sobre cualquier otro crédito. Su rango de prelación está establecido por el orden de enumeración con sujeción a las reglas siguientes:

1. Los privilegios marítimos que garanticen créditos por la recompensa pagadera por el salvamento del buque, serán preferidos frente a todos los demás privilegios marítimos a que se halle afecto el buque antes de efectuarse las operaciones que dieron origen a aquellos privilegios;

2. Los privilegios marítimos mencionados en cada uno de los incisos 1, 2, 4 y 5 del Artículo 22 concurrirán entre ellos a prorrata;

3. Los privilegios marítimos que garanticen los créditos por la recompensa pagadera por el salvamento del buque, tendrán prelación entre sí por el orden inverso al de la fecha de nacimiento de los créditos garantizados con estos privilegios. Estos créditos se tendrán por nacidos en la fecha en que concluyó cada operación de salvamento.

Artículo 25.- Extinción.- Los privilegios marítimos sobre el buque enumerado en el Artículo 22 se extinguen por el transcurso de un año a menos que, antes del vencimiento de este plazo, el buque haya sido objeto de embargo preventivo o ejecución conducente a una venta forzosa.  Este plazo empezará a correr:

1. Desde el momento en que haya terminado el enrolamiento del acreedor a bordo del buque, respecto del privilegio marítimo a que se refiere el inciso 1 del Artículo 22;

2. Desde la fecha de nacimiento de los créditos que garantizan los privilegios marítimos a que se refieren los incisos 2 a 5 del Artículo 22.

Artículo 26.- Los plazos de caducidad a que se refiere el artículo anterior no podrán ser objeto de ninguna suspensión ni interrupción.  No obstante, los plazos no correrán durante el tiempo que por mandato de la ley de los países que visite el buque, impida proceder a su ejecución o a su embargo preventivo.

Artículo 27.- Accesoriedad.- Los privilegios marítimos son accesorios al crédito al que garantizan, por lo que nacen y se extinguen con él.

La cesión de un crédito garantizado con un privilegio marítimo o la subrogación en los derechos del titular del crédito, importa simultáneamente la cesión de ese privilegio marítimo o la subrogación en los derechos que éste lleva aparejados.

Sin embargo, no puede cederse el rango de los privilegios marítimos.

Artículo 28.- Los acreedores de créditos garantizados con privilegios marítimos no podrán subrogarse en los derechos del propietario del buque a la indemnización debida en virtud de un contrato de seguro.

Artículo 29.- Notificación de la ejecución forzosa del buque.- Antes de la ejecución forzosa del buque el Juez dispondrá que se notifiquen, por lo menos con treinta (30) días de anticipación, a las personas siguientes:

1. A la Autoridad Competente del País del Pabellón;

2. A la persona que tenga inscrita a su favor la propiedad del buque;

3. A todos los beneficiarios de las hipotecas y gravámenes inscritos;

4. A todos los titulares de los privilegios marítimos enumerados en el Artículo 22, mediante edictos con arreglo a lo dispuesto por la legislación procesal nacional respectiva del País Miembro.

Artículo 30.- La notificación de que trata el artículo anterior, como mínimo expresará:

1. La fecha y el lugar de la venta forzosa y las circunstancias relativas a la venta forzosa o al proceso conducente a la venta forzosa que la autoridad que sustancie el proceso estime suficientes para proteger los intereses de las personas que deban ser notificadas;

2. Si la fecha y el lugar de la venta forzosa no pudieran determinarse con certeza, la fecha aproximada, el lugar previsto y las demás circunstancias de dicha venta, que la autoridad que sustancie el proceso estime suficientes para proteger los intereses de las personas que deban ser notificadas;

3. Si la notificación se hace de conformidad con el inciso 2 del párrafo anterior, se notificarán asimismo la fecha y el lugar efectivos de la venta forzosa cuando fueren conocidos pero, en cualquier caso, como mínimo siete días antes de la venta forzosa;

4. La notificación a que se refiere el párrafo 2 de este artículo se hará por escrito y se practicará a las personas interesadas que se indican en el párrafo 1, si fueren conocidas, bien por correo certificado, bien por medio de comunicación electrónica o por cualquier otro medio idóneo que dé lugar a un acuse de recibo;

5. La notificación a que se refiere este artículo se hará por escrito y se practicará, bien por correo certificado o por otro medio de comunicación electrónico u otro medio idóneo que dé lugar a un acuse de recibo, a las personas interesadas que se indican en el Artículo 29, si fueran conocidas.  Asimismo, la notificación se practicará por edictos publicados en periódicos del país en el que se realice la venta forzosa y, si la autoridad que proceda a la venta forzosa lo estimare conveniente, en otras publicaciones.

Artículo 31.- Efectos de la ejecución forzosa.- Como consecuencia de la ejecución forzosa del buque, todas las hipotecas y gravámenes inscritos, así como todos los privilegios marítimos y otras cargas de cualquier género que pesen sobre el buque, quedarán sin efecto siempre que:

1. En el momento de la ejecución forzosa el buque se encuentre dentro de la jurisdicción de los tribunales del País Miembro respectivo; y

2. La ejecución forzosa se haya efectuado de conformidad con los requisitos previstos en la presente Decisión.

Artículo 32.- Costas y gastos.- Las costas y gastos causados en el embargo preventivo o en la ejecución y subsiguiente venta del buque se pagarán en primer lugar con el producto de la venta. Tales costas y gastos incluyen, entre otros, el costo de la conservación del buque y la manutención de la tripulación, así como los sueldos y otras cantidades y los gastos a que se refiere el inciso 1 del Artículo 22, realizados desde el momento del embargo preventivo o de la ejecución. El remanente se repartirá de conformidad con el orden prelativo establecido en la presente Decisión, en la cuantía necesaria para satisfacer los créditos respectivos. Satisfechos todos los acreedores presentes en el procedimiento, el saldo, si lo hubiere, se entregará al propietario y, de ser necesario, será libremente transferible al extranjero.

Artículo 33.- Supuesto de remoción.- En caso de venta forzosa de un buque varado o hundido tras su remoción por orden de la autoridad marítima, en interés de la seguridad de la navegación o de la protección del medio ambiente marino, los gastos se pagarán en primer lugar con el producto de la venta antes que todos los demás créditos que están garantizados con un privilegio marítimo sobre el Buque.

Artículo 34.- Certificado.- Una vez vendido el buque en la venta forzosa, la Autoridad Competente librará, a instancia del comprador, un certificado que acredite que el buque se vende libre de toda hipoteca, gravamen inscrito o privilegio, salvo los que el comprador haya tomado a su cargo y con la condición que se den los requisitos establecidos en los incisos 1 y 2 del Artículo 31.

A la presentación de ese certificado, el Registrador de Buques estará obligado a cancelar todas las hipotecas y demás gravámenes inscritos, salvo los que el comprador haya tomado a su cargo, y a inscribir el buque a nombre del comprador o a librar certificación de baja en el registro a los efectos del registro en otro Estado, según sea el caso.

Artículo 35.- Derechos de retención.- El constructor y el reparador de buques gozan de un derecho de retención para garantizar los créditos por la construcción o reparación del buque. Este derecho de retención se regula por las normas del derecho común, pero los privilegios marítimos enumerados en el Artículo 22 y las hipotecas navales inscritas en el registro con anterioridad a la inscripción del derecho de retención, tendrán preferencia en el pago de los créditos que garantizan.

Artículo 36.- Prelaciones.- El orden de prelación entre la hipoteca naval, los privilegios marítimos y el derecho de retención de que trata este Capítulo, son también de aplicación a los buques en construcción.

CAPITULO III.- DEL EMBARGO PREVENTIVO DE BUQUES.
Artículo 37.- Potestad para embargar.- Sólo se podrá embargar un buque o levantar su embargo por resolución de un tribunal de un País Miembro en el que se haya practicado el embargo.

Asimismo, solamente se podrá embargar un buque en virtud de un crédito marítimo, pero no en virtud de otro crédito.

Artículo 38.- Con sujeción a la presente Decisión, un buque podrá ser embargado a los efectos de obtener una garantía aunque, en virtud de una cláusula de jurisdicción o una cláusula de arbitraje contenida en cualquier contrato aplicable o de otra forma, el crédito marítimo por el que se haga el embargo deba someterse a la jurisdicción de los tribunales de un Estado distinto del País Miembro en que se practique el embargo, o a un tribunal de arbitraje, o deba regirse por la ley de otro Estado.

Artículo 39.- Podrán solicitar el embargo todas las personas que posean capacidad procesal de acuerdo con la legislación nacional del respectivo País Miembro.

Artículo 40.- El procedimiento relativo al embargo de un buque, o al levantamiento de ese embargo, se regirá por la legislación nacional respectiva del País Miembro en que se haya solicitado o practicado el embargo.

Artículo 41.- Ejercicio del derecho de embargo.- El embargo de todo buque con respecto al cual se alegue un crédito marítimo procederá:

a) Si la persona que era propietaria del buque en el momento en que nació el crédito marítimo está obligada en virtud de ese crédito y es propietaria del buque al practicarse el embargo; o

b) Si el arrendatario a casco desnudo del buque en el momento en que nació el crédito marítimo está obligado en virtud de este crédito y es arrendatario a casco desnudo o propietario del buque al practicarse el embargo; o

c) Si el crédito se basa en una hipoteca o gravamen de la misma naturaleza sobre el buque; o

d) Si el crédito se refiere a la propiedad o a la posesión del buque; o

e) Si el crédito es contra el propietario, el arrendatario a casco desnudo, el gestor o el naviero del buque y está garantizado por un privilegio marítimo concedido por el Artículo 22 de la presente Decisión.

Artículo 42.- Procederá también el embargo de cualquier otro buque o buques que, al practicarse el embargo, fueren de propiedad de la persona que esté obligada personalmente en virtud del crédito marítimo y que, en el momento en que nació el crédito, era:

a) Propietaria del buque con respecto al cual haya nacido el crédito marítimo; o

b) Arrendataria a casco desnudo, fletador por tiempo o fletador por viaje de ese buque.

La presente disposición no se aplica a los créditos relativos a la propiedad o la posesión de un buque.

Artículo 43.- No obstante lo dispuesto en los Artículos 41 y 42 de la presente Decisión, el embargo de un buque que no sea de propiedad de la persona presuntamente obligada en virtud del crédito, sólo será admisible si, conforme a la ley del País Miembro en que se solicita el embargo, se puede ejecutar contra ese buque una sentencia dictada en relación con ese crédito, mediante su venta Judicial o forzosa.

Artículo 44.- Levantamiento del embargo.- Un buque que haya sido embargado será liberado cuando se haya prestado garantía bastante en forma satisfactoria, salvo que haya sido embargado para responder de cualquiera de los créditos marítimos enumerados en los numerales 19 y 20 de la respectiva definición consignada en el Artículo 1 de esta Decisión.

En estos casos, el tribunal podrá autorizar a la persona en posesión del buque a seguir explotándolo, una vez que esta persona haya prestado garantía suficiente, o resolver de otro modo la cuestión de la operación del buque durante el período del embargo.

La persona que haya prestado una garantía en virtud de las disposiciones del presente artículo, podrá en cualquier momento solicitar al tribunal su reducción, modificación o cancelación.

Artículo 45.- A falta de acuerdo entre las partes sobre la suficiencia y la forma de la garantía, el tribunal determinara su naturaleza y su cuantía, que no podrá exceder del valor del buque embargado.

Artículo 46.- La solicitud de levantamiento del embargo del buque previa constitución de garantía, no se interpretará como reconocimiento de responsabilidad ni como renuncia a cualquier defensa o al derecho a limitar la responsabilidad.

Artículo 47.- Si un buque hubiera sido embargado en un país que no fuera País Miembro, y no hubiera sido liberado pese a la garantía prestada en relación con ese buque en un País Miembro respecto del mismo crédito, se ordenará la cancelación de la garantía previa solicitud ante el tribunal del País Miembro.

Si un buque hubiera sido liberado en un país que no fuera País Miembro por haberse prestado garantía suficiente, toda garantía prestada en un País Miembro en relación con el mismo crédito, se mandará cancelar en la medida en que la cuantía total de la garantía prestada en los dos países exceda:

a) Del valor del crédito por el que se hubiera embargado el buque; o

b) Del valor del buque.

Sin embargo no se ordenará dicha liberación, a menos que la garantía prestada en el país que no sea País Miembro esté efectivamente a disposición del acreedor y le sea libremente transferible.

Artículo 48.- Derecho de reembargo y pluralidad de embargos.- Cuando en un País Miembro un buque ya hubiera sido embargado y liberado, o ya se hubiera prestado garantía respecto de ese buque en relación con un crédito marítimo, el buque no podrá ser reembargado o embargado por el mismo crédito, a menos que:

1. La naturaleza o la cuantía de la garantía respecto de ese buque ya prestada en relación con ese crédito sea inadecuada, a condición de que la cuantía total de la garantía no exceda del valor del buque; o

2. La persona que haya prestado ya la garantía no pueda, o no sea probable que pueda cumplir, total o parcialmente sus obligaciones; o

3. Se haya liberado el buque embargado o se haya cancelado la garantía prestada anteriormente, ya sea:

3.1 A instancias o con el consentimiento del acreedor, cuando actúe por   motivos razonables, o

3.2 Porque el acreedor no haya podido, mediante la adopción de medidas razonables, impedir tal liberación o cancelación.

Artículo 49.- Cualquier otro buque que de otro modo estaría sujeto a embargo por el mismo crédito marítimo, no será embargado a menos que:

1. La naturaleza o la cuantía de la garantía ya prestada en relación con el mismo crédito sean inadecuadas; o

2. Sean aplicables las disposiciones de los incisos 2 y 3 del Artículo 50 de esta Decisión.

A los efectos del artículo precedente y el presente artículo, la expresión "liberación" excluye toda salida o liberación ilegal del buque.

Artículo 50.- Protección de los propietarios y arrendatarios a casco desnudo de buques embargados.- El tribunal podrá, como condición para decretar el embargo de un buque o, hecho éste, para autorizar su mantenimiento, imponer al acreedor que solicite o que haya obtenido el embargo del buque, la obligación de prestar la garantía de la clase, por la cuantía y en las condiciones que determine el tribunal para responder de los perjuicios que puedan irrogarse al como responsable al acreedor, en particular pero no exclusivamente, la pérdida o el daño que puedan ocasionarse al demandado:

1. Por ser ilícito o no estar justificado el embargo; o

2. Por haberse pedido y prestado una garantía excesiva.

Artículo 51.- Los tribunales del País Miembro en que se haya practicado un embargo, serán competentes para determinar el alcance de la responsabilidad del acreedor, cuando hubiere incurrido en ella, por la pérdida o el daño causados por el embargo de un buque, en particular, pero no exclusivamente, los que se hubieren causado:

1. Por ser ilícito o no estar justificado el embargo; o

2. Por haberse pedido y prestado una garantía excesiva.

La responsabilidad en que, en su caso, hubiere incurrido el acreedor a tenor de lo dispuesto en el párrafo precedente, se determinará por la aplicación de la ley del País Miembro en que se haya practicado el embargo.

Si un tribunal de otro Estado, o un tribunal arbitral, tuviere que resolver sobre el fondo del litigio de conformidad con los Artículos 54 y 55 de esta Decisión, la sustanciación del procedimiento relativo a la responsabilidad del acreedor a tenor de lo dispuesto en el primer párrafo del presente artículo, podrá suspenderse hasta que recaiga la decisión sobre el fondo.

La persona que haya prestado una garantía en virtud de las disposiciones del párrafo 1 del presente artículo podrá en cualquier momento solicitar al tribunal su reducción, modificación o cancelación.

Artículo 52.- Competencia para conocer del fondo del litigio.- Los tribunales del País Miembro en que se haya practicado un embargo o se haya prestado garantía para obtener la liberación del buque, serán competentes para resolver sobre el fondo del litigio, a menos que válidamente las Partes acuerden o hayan acordado someter el litigio a un tribunal de otro Estado que se declare competente o a Arbitraje.

No obstante lo dispuesto en el párrafo precedente del presente artículo, los tribunales del País Miembro en que se haya practicado un embargo o se haya prestado garantía para obtener la liberación del buque, podrán declinar su competencia, si la ley nacional les autoriza a ello y el tribunal de otro Estado se declara competente.

Artículo 53.- Cuando un tribunal del País Miembro en que se haya practicado un embargo o se haya prestado garantía para obtener la liberación del buque, no tenga competencia para resolver sobre el fondo del litigio, o haya declinado su competencia de conformidad con el segundo párrafo del artículo anterior, ese tribunal podrá de oficio, y deberá a instancia de parte, fijar un plazo para que el acreedor entable la demanda ante un tribunal de justicia competente o ante un tribunal arbitral.

Si no se entabla la demanda dentro del plazo fijado de conformidad con el párrafo precedente de este artículo, se decretará a instancia de parte la liberación del buque embargado o la cancelación de la garantía prestada.

Si se entabla la demanda dentro del mencionado plazo fijado o, de no haberse fijado ese plazo, si se entabla la demanda ante un tribunal competente o un tribunal arbitral de otro Estado, toda resolución definitiva dictada en ese procedimiento será reconocida y surtirá efecto con respecto al buque embargado o a la garantía prestada para obtener la liberación del buque, a condición de que:

a) Se haya comunicado la demanda al demandado con suficiente antelación y se le ofrezcan oportunidades razonables para defenderse; y

b) Ese reconocimiento no sea contrario al orden público.

Ninguna de las disposiciones del párrafo anterior limitará otros posibles efectos que la ley del País Miembro en que se haya practicado el embargo del buque o se haya prestado fianza para impedir su embargo u obtener su liberación, reconozca a una sentencia o a un laudo arbitral extranjeros.

Artículo 54.- Aplicación.- La presente Decisión se aplicará a todo buque que navegue dentro de la jurisdicción de los Países Miembros de la Comunidad Andina, enarbole o no el pabellón de un País Miembro.

Esta Decisión no se aplicará a los buques de guerra, a las unidades navales auxiliares y a otros buques pertenecientes a un Estado o explotados por él y destinados exclusivamente, en ese momento, a un uso público no comercial.

No afectará a los derechos o facultades que, con arreglo a un convenio internacional o en virtud de una ley o reglamento internos, correspondan a la Administración del Estado o a alguno de sus órganos, los poderes públicos o a la administración portuaria, para retener un buque o impedir de otro modo que se haga a la mar dentro de su jurisdicción; y no menoscabará la facultad de un País Miembro o tribunal, para decretar medidas que afecten a la totalidad del patrimonio de un deudor.

Asimismo, las disposiciones de esta Decisión no afectarán a la aplicación en el Estado en que se practique un embargo, de los Convenios Internacionales que establezcan una limitación de responsabilidad o de la ley interna dictada para darles efectividad; así como no modificarán las normas jurídicas en vigor en los Países Miembros, ni afectarán a su aplicación, relativas al embargo de un buque que se encuentre dentro de la jurisdicción del Estado cuyo pabellón enarbole, practicado a instancias de una persona que tenga su residencia habitual o su establecimiento principal en ese Estado o de cualquier otra persona que haya adquirido un crédito de ésta por subrogación, cesión o cualquier otro medio.

Artículo 55.- No creación de un privilegio marítimo.- Las disposiciones de la presente Decisión no se interpretarán en el sentido que crean un privilegio marítimo.

DISPOSICIONES FINALES.
Primera.- Mediante Resolución de la Secretaría General de la Comunidad Andina, se aprobarán las normas reglamentarias que resulten necesarias para la aplicación de la presente Decisión.

Segunda.- La presente Decisión entrará en vigencia a partir de su publicación en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena.

Dada en la ciudad de Caracas, República Bolivariana de Venezuela, a los siete días del mes de diciembre del año dos mil.

B.- 
DECISION 532 COMUNIDAD ANDINA DE NACIONES.


La  normativa de la CAN, modificó aparte de la legislación Andina que rige el embargo de Buques como garantía al pago de un crédito marítimo.  Esta nueva comprende:

DECISION  532

Modificación de la Decisión 487: Garantías Marítimas (Hipoteca Naval y Privilegios Marítimos) y Embargo Preventivo de Buques   
LA COMISION DE LA COMUNIDAD ANDINA, 

VISTOS: Los Capítulos III y XI del Acuerdo de Cartagena, las Decisiones 288, 314, 390 y 487, y la Propuesta 65 de la Secretaría General de la Comunidad Andina;

CONSIDERANDO: Que el Comité Andino de Autoridades de Transporte Acuático (CAATA), mediante Resolución CAATA Nº X-98 (10 de agosto de 2001), estimando necesario promover el desarrollo del sector acuático de la Subregión, la armonización de las normas dictadas por la Comisión de la Comunidad Andina, y la conveniencia de ampliar la cobertura de los beneficios que otorga la Decisión 487 a los buques de transporte de carga o pasajeros de más de 500 TRB, para los de pesca, plataformas de exploración y explotación petroleras, gabarras, diques flotantes, naves factorías, remolcadores, dragas, botes de suministro, entre otros; recomendó la modificación de la definición de buque o nave consignada en el Artículo 1 de la Decisión 487; 


Que, asimismo, el CAATA recomendó la derogatoria del Artículo 55 de la misma norma comunitaria, por resultar innecesaria la disposición que consigna, así como para evitar ulteriores contradicciones entre éste y el resto del articulado de la misma Decisión 487;   

DECIDE:   

Artículo 1.- Modificar el texto del párrafo tercero del Artículo 1 (Definiciones) de la Decisión 487 - Garantías Marítimas (Hipoteca Naval y Privilegios Marítimos) y Embargo Preventivo de Buques, referente a la definición de Buque o Nave, de acuerdo al siguiente texto: 

 “Buque o Nave: Toda construcción flotante apta para navegar, cualquier que sea su tipo, clase o dimensión”. 

Artículo 2.- Derogar el Artículo 55 de la Decisión 487. 

Artículo 3.- Facultar a la Secretaría General para que, sobre la base de lo establecido en la presente Decisión, publique un texto consolidado de la Decisión sobre Garantías Marítimas (Hipoteca Naval y Privilegios Marítimos) y Embargo Preventivo de Buques. 
Artículo 4.- La presente Decisión entrará en vigencia a partir de su publicación en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena. 
Dada en la ciudad de Lima, Perú, a los dos días del mes de octubre del año dos mil dos.


Los Acuerdos de la Comunidad Andina de Naciones, propenden por el desarrollo y efectivización de los principios integradores
 de los Países miembros y facilitan con la consolidación del bloque comercial y político la unificación de normas jurídicas de características supranacionales
 y preeminentes
, como acontece con los Acuerdos o Decisiones
 que rigen la temática de esta obra, dentro de un ámbito de colaboración y de aplicación territorial importantes, como lo es el espacio físico de la Comunidad Andina, permitiendo a los ciudadanos de cada Estado integrante, en el ejercicio de los negocios mercantiles que les integra, un mecanismo efectivo y eficiente de amparo o garantía, frente al eventual incumplimiento de los créditos marítimos.  
La unificación y globalización del derecho de la Comunidad Andina, genera una hermenéutica propia, dado su característica de supremacía aplicativa frente al derecho interno de cada País, gestando a su vez, una dinámica particular, de orden sustantivo, al menos, en lo que alude a la medida preventiva de embargo del buque, tanto en su concepto, naturaleza jurídica, ámbito de aplicación y efectos; dejando salvo las competencias internas de cada País, según su estructura jurídica vigente sobre el procedimiento, que como sucede en Colombia, es normativa de orden público, de derecho Público y por ende, de estricto cumplimiento
; por ejemplo: la jurisdicción, la competencia del Juez o Tribunal ordenador del embargo y, los mecanismos para el levantamiento o cancelación de aquél, inclusive, el rigor para la subasta coactiva del buque con miras de satisfacer el monto del crédito marítimo.
C.- 
DERECHO INTERNO COLOMBIANO. LEY  730 DE 2001. 


El Legislador Colombiano, atendiendo la necesidad de una reglamentación al interior del Estado, sobre el registro y abanderamiento de naves y artefactos navales dedicados al transporte marítimo, emite la Ley referida, que incluye en el Capítulo II, un articulado aludido a las garantías marítimas constituidas en naves y artefactos navales de más de 500 toneladas, ratificando que sobre el tema regirá la Decisión 487 del Acuerdo de Cartagena, así como las normas que lo modifiquen o reemplacen.  Es decir, actualmente la Decisión 532 de Octubre 2 de 2002, que modificó el alcance jurídico de la afectación, pues dispuso que el embargo preventivo de buques, se extendiera a toda construcción flotante apta para navegar, cualquiera que sea su tipo, clase o dimensión.  


El campo de aplicación de la legislación interna, prevista en el Decreto 410 de 1.971 (Código de Comercio), a que remite supletoriamente el artículo 14 de la Ley 730 de 2001, en materia de embargo preventivo por crédito marítimo no encuentra materialización, quedando reservada su vigencia para los Procesos Ejecutivos en el Derecho interno Colombiano, con embargos que garantizan otro tipo de créditos.  El texto de la Legislación es el siguiente:

LEY 730 DE 2001
(Diciembre 31)

Diario Oficial No 44.674, de 12 de enero de 2002

Por medio de la cual se dictan normas para el registro y abanderamiento de naves y artefactos navales dedicados al transporte marítimo y a la pesca comercial y/o industrial.

EL CONGRESO DE COLOMBIA
 DECRETA:
TITULO I.
DISPOSICIONES GENERALES.
ARTÍCULO 1o. DEFINICIONES PARA LA APLICACIÓN DE LA PRESENTE LEY. Las expresiones utilizadas en esta ley para efectos de su aplicación, tendrán el significado que a continuación se determina:

Propietario. La persona natural o jurídica, que aparece como propietario en el registro de buques.

Armador. Persona natural o jurídica que, sea o no propietaria de la nave, la apareja, pertrecha y expide a su propio nombre y por su cuenta y riesgo, percibe utilidades que produce y soporta todas las responsabilidades que la afectan.

La persona que figure en la respectiva matrícula como propietario de una nave se reputará armador, salvo prueba en contrario.

Artefacto naval. Es la construcción flotante, que carece de propulsión propia, que opera en el medio marino, auxiliar o no de la navegación. En el evento de que ese artefacto naval se destine al transporte con el apoyo de una nave, se entenderá el conjunto como una misma unidad de transporte.

Barco, buque o nave. Toda construcción flotante con medios de propulsión propios destinada a la navegación por agua, que se utiliza en el comercio para el transporte de carga o para remolcar naves dedicadas al transporte marítimo, incluyendo los barcos pesqueros comerciales e industriales. Se excluyen específicamente las naves deportivas de cualquier tamaño.

Fletamento a casco desnudo. Es el contrato de arrendamiento válido y debidamente registrado de un buque, por tiempo determinado, en virtud del cual el arrendatario tiene la posesión y el control pleno del buque, incluido el derecho a contratar al capitán y a la tripulación por el período del arrendamiento.

Registro. Diligencia mediante la cual la Autoridad Marítima Nacional inscribe en el Libro de Registro las naves y artefactos navales autorizados para enarbolar la bandera colombiana, así como todos los actos, documentos y contratos relacionados con los mismos.

Matrícula. Es el Acto Administrativo mediante el cual la Autoridad Marítima Nacional certifica que una nave o artefacto naval autorizado ha sido inscrito en el Libro de Registro correspondiente, de conformidad con el Código de Comercio.

Transporte Marítimo. Es el traslado de un lugar a otro, por vía marítima, de carga, utilizando una nave o artefacto naval.

Tripulación. El conjunto de personas embarcadas, destinadas a atender todos los servicios de la nave, provistas de sus respectivas licencias de navegación.

Pescadores. Las personas entrenadas o tradicionalmente dedicadas a la extracción de recursos pesqueros, cualesquiera que sean los métodos lícitos empleados para tal fin y que no requiere de licencia de navegación. El INPA o la entidad que haga sus veces, establecerá la clasificación de los pescadores, así como los requisitos y obligaciones que les corresponde.

TITULO II.
DEL REGISTRO DE NAVES Y ARTEFACTOS NAVALES.
 CAPITULO I.
DISPOSICIONES GENERALES.
ARTÍCULO 2o. La presente ley será aplicable a las personas naturales o jurídicas que figuren como propietarias en el registro de naves y artefactos navales de bandera nacional a los cuales se refiere la presente ley.

ARTÍCULO 3o. La matrícula de una nave o artefacto naval será cancelada por la Dirección General Marítima cuando exista alguna de las causales señaladas en el artículo 1457 del Código de Comercio y, además, por las siguientes causales:

a) Por cargar, transportar o descargar armas de guerra y municiones para su servicio, sin autorización del Gobierno otorgada por el Ministerio de Defensa Nacional;

b) Por cargar, transportar o descargar deshechos tóxicos, peligrosos o radiactivos, sin permiso de la autoridad competente respectiva; y

c) Por cargar, transportar o descargar sustancias cuya venta, uso o consumo, estén prohibidos en el territorio nacional.

ARTÍCULO 4o. Las naves y artefactos navales colombianas se individualizan en el orden interno y para todos los efectos legales, por su nombre, número, puerto de registro y tonelaje de arqueo.

ARTÍCULO 5o. El nombre de la nave o artefacto naval no puede ser igual al de otra nave o artefacto registrado. a tal efecto, la reglamentación regulará la imposición, uso y cese de dicho elemento de individualización.

ARTÍCULO 6o. El número de registro de una nave o artefacto naval es el de inscripción en el registro correspondiente.

ARTÍCULO 7o. La Dirección General Marítima otorgará a toda nave o artefacto naval que se inscriba en el registro, un Certificado de Registro provisional o definitivo, según corresponda, en el que conste el nombre de la nave o artefacto naval, el de su armador propietario, el número de registro, el servicio para el cual está autorizado y la medida de los arqueos bruto y neto, así como los demás datos contenidos en el folio de su inscripción.

ARTÍCULO 8o. El arqueo de las naves y artefactos navales se efectúa por la Dirección General Marítima, de acuerdo con las normas vigentes o las que las modifiquen o adicionen.

ARTÍCULO 9o. Toda nave o artefacto naval de matrícula colombiana debe izar en lugar visible el pabellón nacional y llevará su nombre marcado en cada lado de la proa, en la popa y en lugares destacados de los costados de la caseta de gobierno. En la popa llevará además el nombre del puerto de registro. Lo anterior, sin perjuicio de lo que dispongan los tratados, convenios, acuerdos y prácticas, celebrados o acogidos por el país, para tal efecto.

ARTÍCULO 10. Ninguna nave o artefacto naval podrá cargar o descargar materiales nucleares o radiactivos en aguas jurisdiccionales o puertos colombianos, sin la autorización del Ministerio de Minas y Energía y del Ministerio de Defensa Nacional.

PARÁGRAFO. En los barcos pesqueros se prohíbe transportar materiales nucleares o radiactivos, así como sus desechos o fuentes en desuso.

ARTÍCULO 11. La compra, venta e hipoteca de naves y artefactos navales, no requerirá de permiso o autorización alguna.

CAPITULO II.
DE LAS NAVES Y ACTOS OBJETO DEL REGISTRO.
ARTÍCULO 12. Serán objeto del presente registro las naves y artefactos navales a los que se refiere la presente ley.

ARTÍCULO 13. Serán también objeto de registro, los siguientes actos: la compra y venta de naves y artefactos navales, así como aquellos que se encuentren en construcción, su hipoteca, sus gravámenes y embargos, su arrendamiento financiero y su fletamento a casco desnudo.

ARTÍCULO 14. Las garantías marítimas de las naves y artefactos navales de más de 500 toneladas a los cuales se refiere la presente ley, se regirán por la Decisión 487 del Acuerdo de Cartagena sobre Garantías Marítimas (Hipoteca Naval y Privilegios Marítimos) y Embargo Preventivo de Buques o por las normas que la modifiquen o reemplacen. Las garantías marítimas de las demás naves y artefactos navales se regirán por el Código de Comercio. En caso de no existir norma aplicable, las garantías marítimas se regirán por los convenios y tratados internacionales que rijan la materia.

ARTÍCULO 15. En el Registro se especificará, como mínimo, el nombre y la dirección de la persona a favor de la cual se haya constituido la hipoteca o el gravamen, o el hecho de que haya sido constituida para garantizar obligaciones al portador, el importe máximo garantizado o si ese importe se especificare en el documento de constitución de la hipoteca o del gravamen, y la fecha y otras circunstancias que determinen su rango respecto de otras hipotecas y gravámenes inscritos.

CAPITULO III.
DE LOS REQUISITOS Y LA FORMA DE EFECTUAR EL REGISTRO.
ARTÍCULO 16. La compra y venta de naves y artefactos navales, así como aquellos que se encuentren en construcción, su hipoteca y sus gravámenes deberán llevarse a escritura pública, su arrendamiento financiero, fletamento a casco desnudo, deberán protocolizarse, previa las autenticaciones y legalizaciones consulares del caso.

ARTÍCULO 17. Para el registro provisional de naves y artefactos navales, los armadores o sus representantes elevarán, vía telefax, personalmente, o por conducto de apoderado, solicitud de registro a la Capitanía de Puerto o a la Dirección General Marítima, indicando.

a) El nombre de la nave o artefacto naval;

b) Nombre y la nacionalidad previa de la nave o artefacto naval, en caso de ser usada;

c) Nombre y dirección del propietario;

d) La eslora, manga y puntal de diseño;

e) Constructor, fecha y lugar de construcción;

f) Calado máximo;

g) Número de puentes y mástiles;

h) Tonelaje de Registro Bruto, Neto y Peso Muerto;

i) Material del casco;

j) Número de motores, número de cilindros y clase de propulsión y potencia propulsora en K. W., así como el fabricante de los motores;

k) Velocidad de la nave;

l) Servicio al cual se propone destinarla.

ARTÍCULO 18. La solicitud de registro de que trata el artículo anterior, deberá ir acompañada de los siguientes documentos:

a) Certificado de navegabilidad y seguridad de la Sociedad Internacional de clasificación reconocida por la autoridad marítima nacional, o en su defecto, los certificados expedidos por la Dirección General Marítima, si corresponde.

b) Certificado de cancelación del registro anterior, si se trata de una nave o artefacto naval usado;

c) El recibo de pago por los derechos al registro provisional;

d) Copia de la escritura de compra o de la escritura de protocolización del instrumento de compra, si corresponde;

e) Constancia de entrega material de la nave o artefacto naval si no se encontrare en el instrumento de compra.

f) Póliza de garantía por contaminación a favor de la Nación colombiana, por la suma previamente fijada por la Dirección General Marítima –Ministerio de Defensa Nacional, según la clase, el porte, y el servicio al cual se destinará la nave o artefacto naval.

g) Certificación de iniciación de trámite para la expedición del Certificado de Carencia de Informes por Tráfico de Estupefacientes, expedida por la Dirección Nacional de Estupefacientes.

h) Licencia para el acceso a las bandas de frecuencias atribuidas al servicio móvil marítimo y 1a asignación de las letras de llamadas, expedidas por el Ministerio de Comunicaciones.

ARTÍCULO 19. Recibida en forma completa la documentación listada en el artículo anterior, la Dirección General Marítima expedirá dentro de los ocho (8) días hábiles siguientes la matrícula de registro provisional. La documentación para el registro definitivo debe ser remitida dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la misma.

ARTÍCULO 20. Para el registro definitivo de la nave o artefacto naval, deberá remitirse, en documentación original y/o autenticada, según el caso:

a) Una (1) copia de la escritura de compra, para su registro en la Capitanía de Puerto o la Dirección General Marítima, si corresponde;

b) Constancia de entrega material de la nave o artefacto naval si no se encontrare en el instrumento de compra;

c) Certificado de cancelación del registro anterior, si se trata de una nave o artefacto naval usado;

d) Póliza de garantía por contaminación a favor de la Nación colombiana, por la suma previamente fijada por la Dirección General Marítima, según la clase, el porte, y el servicio al cual se destinará la nave o artefacto naval;

e) Recibo de pago del derecho de registro provisional o definitivo;

f) Tres (3) fotografías a color de la nave o artefacto naval de costado de 4x6 cms., en las cuales se vea claramente el nombre de la misma;

g) Tres (3) fotografías de la nave o artefacto naval (proa, popa y costado) de 15x16 centímetros;

h) Si se trata de persona jurídica, su certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio de su domicilio social, cuya fecha de expedición no sea superior a tres (3) meses.

i) Los certificados de navegabilidad y seguridad de la nave vigentes, expedidos por la Autoridad Marítima o por una Sociedad Internacional de Clasificación reconocida;

j) Licencia para el acceso a las bandas de frecuencias atribuidas al servicio móvil marítimo y la asignación de las letras de llamadas, expedidas por el Ministerio de Comunicaciones;

k) Certificado de Carencia de Informes por Tráfico de Estupefacientes, expedido por la Dirección Nacional de Estupefacientes.

ARTÍCULO 21. Recibida en forma completa la documentación listada en el artículo anterior, la Dirección General Marítima expedirá dentro de los ocho (8) días hábiles siguientes la matrícula de registro definitivo.

ARTÍCULO 22. La Licencia para el acceso a las bandas de frecuencias atribuidas al servicio móvil marítimo y la asignación de las letras de llamadas, serán expedidas por el Ministerio de Comunicaciones en un término máximo de quince (15) días calendario, contado a partir de la presentación de la solicitud con el lleno de los requisitos legales vigentes.

PARÁGRAFO. Para la expedición, de la licencia de que trata este artículo se deberá presentar constancia del inicio del trámite del Certificado de carencia de informes por tráfico de estupefacientes expedido por la Dirección Nacional de Estupefacientes con fin específico.

ARTÍCULO 23. La Dirección Nacional de Estupefacientes al recibir la solicitud debidamente diligenciada del Certificado de Carencia de Informes por Tráfico de Estupefacientes, para registrar, abanderar y operar una nave o artefacto naval en Colombia, expedirá en un término no mayor a quince (15) días calendario, una certificación en la cual indique que ha iniciado el trámite, con base en la cual la Dirección General Marítima podrá efectuar el registro provisional y otorgar el permiso de operación temporal de la nave o artefacto naval.

La Dirección Nacional de Estupefacientes expedirá o se abstendrá de expedir el Certificado de Carencia de Informes por Tráfico de Estupefacientes en un término no mayor a noventa (90) días calendario, contados a partir del día de expedición de la certificación en la cual se indica la iniciación del trámite.

Una vez la Dirección Nacional de Estupefacientes expida el Certificado de Carencia de Informes por Tráfico de Estupefacientes, la Dirección General Marítima podrá efectuar el registro definitivo y otorgar el permiso de operación de la nave o artefacto naval. En caso de que la Dirección Nacional de Estupefacientes se abstenga de expedir el certificado, así lo comunicará a la Dirección General Marítima, con el fin de que se cancele el registro provisional y el permiso de operación temporal, que se encuentren vigentes.

ARTÍCULO 24. La nave o artefacto naval se entenderá matriculada en Colombia bien sea por el registro provisional o definitivo. En ambos casos, la nave o artefacto naval adquiere el derecho de enarbolar el pabellón colombiano y se elimina la patente de navegación.

ARTÍCULO 25. Para el registro provisional y definitivo de naves y artefactos navales usados y para las naves y artefactos navales construidos en Colombia, se les exigirá únicamente los anteriores requisitos, según les sean aplicables.

TITULO III.
DE LA SEGURIDAD DE LAS NAVES Y ARTEFACTOS NAVALES.
ARTÍCULO 26. Las naves y artefactos navales deben reunir las condiciones de seguridad previstas en la legislación nacional y en los convenios internacionales.

ARTÍCULO 27. Las condiciones de seguridad de las naves y artefactos navales a que se refiere el artículo anterior, se determinarán de acuerdo con la naturaleza y finalidad de los servicios que presten y de la navegación que efectúen, así como de conformidad con las normas internacionales que rigen la materia.

ARTÍCULO 28. El registro de naves y artefactos navales no requerirá de nueva inspección de los mismos, si estos poseen certificados vigentes de seguridad y tonelaje emitidos por una sociedad internacional de clasificación reconocida y aceptada por la autoridad marítima nacional. Para el registro definitivo de la nave o artefacto naval, se exigirá un nuevo juego de certificados a nombre de la Dirección General Marítima, siempre y cuando hayan perdido vigencia.

ARTÍCULO 29. Los certificados de seguridad hacen parte de los documentos exigidos a las naves y artefactos navales y deben ser presentados cuando la Dirección General Marítima los solicite.

El vencimiento de los certificados de seguridad implica para la nave o artefacto naval la prohibición de navegar y de prestar los servicios a los cuales está destinado. La Capitanía de Puerto no expedirá zarpe sin la presentación de los certificados vigentes.

PARÁGRAFO. Las naves de servicio de cabotaje y los barcos pesqueros de bandera colombiana, podrán ser clasificadas por la Dirección General Marítima.

TITULO IV.
DE LOS TRIBUTOS, TASAS Y DEMÁS DERECHOS.
ARTÍCULO 30. Los contratos de fletamento, afiliación o de vinculación de naves y artefactos navales registrados en Colombia, suscritos por empresas domiciliadas en territorio colombiano, al igual que los contratos de servicio por reparación o mantenimiento de naves y artefactos navales, no causarán impuesto de timbre.

ARTÍCULO 31. La obligación de pago del contrato de fletamento de que trata el artículo anterior, podrá realizarse en especie o en dinero.

ARTÍCULO 32. Las naves y artefactos navales, que se vayan a registrar y abanderar en Colombia y el servicio de reparación y mantenimiento de los mismos, estarán excluidos del impuesto a las ventas -IVA-.

ARTÍCULO 33. La presente rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,

CARLOS GARCÍA ORJUELA.
 El Secretario General del honorable Senado de la República (E.),

LUIS FRANCISCO BOADA GÓMEZ.
 El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

GUILLERMO GAVIRIA ZAPATA.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

ANGELINO LIZCANO RIVERA.
REPÚBLICA DE COLOMBIA-GOBIERNO NACIONAL
 PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE.

Dada en Bogotá, D. C., a 31 de diciembre de 2001.

ANDRES PASTRANA ARANGO
 La Viceministro Técnica del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Encargada de las Funciones del Despacho del Ministro de Hacienda y Crédito Público,

CATALINA CRANE.
El Ministro de Defensa Nacional,

GUSTAVO BELL LEMUS.
     La legislación interna colombiana, se expide durante la vigencia del Acuerdo 487, pero antes de su modificación por el Acuerdo 532 de 2002, razón por la cual el Artículo 14 contiene imprecisión sobre el concepto de nave, buque o artefacto naviero, pues, se refiere a aquellos que superen las 500 toneladas, como presupuesto para la aplicación de la normatividad Andina sobre las garantías marítimas.  Ha de entenderse, en buena hermenéutica jurídica, que todo lo relativo a este tópico mercantil debe concebirse bajo el Acuerdo modificatorio, en lo pertinente, y las disposiciones generales del Acuerdo 487, en concordancia con el Acuerdo de Cartagena.

     Los créditos diferentes a los marítimos bien pueden ser regulados por la Ley 730 de 2001, al igual, que la afectación al proceso ejecutivo del buque, nave o artefacto naviero para garantizar el pago del empréstito, inclusive, con la realización de estos bienes del deudor, o de cualquier otro bien.  Para ello, se dispondrá la observancia de las normas adjetivas internas previstas en el Código de Procedimiento Civil Colombiano, al igual que la Ley en comento, que exige el embargo del bien mediante la inscripción en la respectiva capitanía de puerto, según el tonelaje, y el correspondiente secuestro del buque, nave o artefacto naviero, para ser entregado a un auxiliar de la justicia, denominado “secuestre”
, que designa el Juez de conocimiento y que hará las veces de administrador hasta que el proceso se termine por pago, o se remate el bien y se entregue mediante orden al rematante.

D.- 
CONVENIO INTERNACIONAL SOBRE EL EMBARGO PREVENTIVO DE BUQUES, 1999.  NACIONES UNIDAS. 

Colombia país miembro de la Comunidad Andina de Naciones, tiene como pilar Constitucional estimular la integración Latinoamericana
, con criterios de libertad, igualdad, equidad y solidaridad, entre otros, para alcanzar el desarrollo integral de los pueblos.  En el cumplimiento de objetivos y fines que respondan a su forma de organización socio-política y económica, fincada en el Estado Social de Derecho
, ha respondido con la adopción de normas de estirpe constitucional que demandan el respeto al pluralismo ideólogo, el bien común en general, alrededor de la libertad de empresa, de mercado e industria
, observando el desarrollo sostenible de un ambiente sano, donde el hombre social alcance sus realizaciones con la garantía Estatal de la supremacía de los derechos sustanciales por encima de las ritualidades, y sobre todo, atendiendo los derechos colectivos cuando resulten enfrentados a derechos particulares de los ciudadanos.

Colombia, como miembro de la Comunidad Andina de Naciones, esta obligada a incorporar en la legislación interna las directrices jurídicas que emitan los organismos legítimos de la Comunidad (Consejo Asesor permanente de Ministros de Relaciones Exteriores de los países miembros, Secretaría General de la CAN, Plenaria de Presidentes, y el mismo Tribunal Judicial creado por Grupo Andino)
, siempre que no vulneren la soberanía nacional. 
Además, se extrae del estudio del Acuerdo de Cartagena, que los miembros de la Comunidad Andina de Naciones, no desconocen la coexistencia de un Derecho interno en cada uno de los Países miembros, como tampoco, el que componen un bloque político y económico en el hemisferio, orientado por las Naciones Unidas, cuyas recomendaciones y tratados auspiciados por dicho organismo son de observancia en las relaciones entre iguales.  En el presente asunto, con carácter subsidiario, pues, primero hay que acudir al Acuerdo de Cartagena, y lo que éste no resuelva, a las normas internacionales reconocidas.  Por consiguiente, se incorpora el texto del tratado existente sobre embargo preventivo de buques, depositado en las Naciones Unidas, como legislación complementaria que sirva de consulta y confrontación normativa al lector, respecto de los principios, reglas y fundamentos que debe aplicarse a los casos que regulan unas y otras, especialmente, sobre el ámbito y naturaleza jurídica de las disposiciones excepcionales que vinculan a Colombia directamente.  El tratado es el siguiente:
“Los Estados Partes en el presente Convenio, Reconociendo la conveniencia de facilitar el desarrollo armonioso y ordenado del comercio marítimo mundial, Convencidos de la necesidad de un instrumento jurídico que establezca una uniformidad internacional en la esfera del embargo preventivo de buques y que tenga en cuenta la evolución reciente en esferas conexas, Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1
Definiciones
A los efectos del presente Convenio:

1.- Por "crédito marítimo" se entiende un crédito que tenga una o varias de las siguientes causas:

a).- Pérdidas o daños causados por la explotación del buque; 
b).- Muerte o lesiones corporales sobrevenidas, en tierra o en el agua, en relación directa con la explotación del buque;

c).- Operaciones de asistencia o salvamento o todo contrato de salvamento, incluida, si corresponde, la compensación especial relativa a operaciones de asistencia o salvamento respecto de un buque que, por sí mismo o por su carga, amenace causar daño al medio ambiente;

d).- Daño o amenaza de daño causados por el buque al medio ambiente, el litoral o intereses conexos; medidas adoptadas para prevenir, minimizar o eliminar ese daño; indemnización por ese daño; los costos de las medidas razonables de restauración del medio ambiente efectivamente tomadas o que vayan a tomarse; pérdidas en que hayan incurrido o puedan incurrir terceros en relación con ese daño; y el daño, costos o pérdidas de carácter similar a los indicados en este apartado d);

e).- Gastos y desembolsos relativos a la puesta a flote, la remoción, la recuperación, la destrucción o la eliminación de la peligrosidad que presente un buque hundido, naufragado, embarrancado o abandonado, incluido todo lo que esté o haya estado a bordo de un buque, y los costos y desembolsos relacionados con la conservación de un buque abandonado y el mantenimiento de su tripulación;

f).- Todo contrato relativo a la utilización o al arrendamiento del buque formalizado en póliza de fletamento o de otro modo;

g).-Todo contrato relativo al transporte de mercancías o de pasajeros en el buque formalizado en póliza de fletamento o de otro modo; 
h).- Las pérdidas o los daños causados a las mercancías (incluidos los equipajes) transportadas a bordo del buque;

i).- La avería gruesa;

j).- El remolque;

k).- El practicaje;

l).- Las mercancías, materiales, provisiones, combustibles, equipo (incluidos los contenedores) suministrados o servicios prestados al buque para su explotación, gestión, conservación o mantenimiento;

m).- La construcción, reconstrucción, reparación, transformación o equipamiento del buque;

n).- Los derechos y gravámenes de puertos, canales, muelles, radas y otras vías navegables;

o).- Los sueldos y otras cantidades debidas al capitán, los oficiales y demás miembros de la dotación en virtud de su enrolamiento a bordo del buque, incluidos los gastos de repatriación y las cuotas de la seguridad social pagaderas en su nombre;

p).- Los desembolsos hechos por cuenta del buque o de sus propietarios; 

q).- Las primas de seguro (incluidas las cotizaciones de seguro mutuo), pagaderas por el propietario del buque o el arrendatario a casco desnudo, o por su cuenta, en relación con el buque;

r).- Las comisiones, corretajes u honorarios de agencias pagaderos por el propietario del buque o el arrendatario a casco desnudo, o por su cuenta, en relación con el buque;

s).-Toda controversia relativa a la propiedad o a la posesión del buque;

t).- Toda controversia entre los copropietarios del buque acerca de su utilización o del producto de su explotación;

u).- Una hipoteca, "mortgage" o gravamen de la misma naturaleza sobre el buque;

v).- Toda controversia resultante de un contrato de compraventa del buque.

2.- Por "embargo" se entiende toda inmovilización o restricción a la salida de un buque impuesta por resolución de un tribunal en garantía de un crédito marítimo, pero no comprende la retención de un buque para la ejecución de una sentencia u otro instrumento ejecutorio.

3.-  Por "persona" se entiende toda persona física o jurídica o toda entidad de derecho público o privado, esté o no constituida en sociedad, inclusive un Estado o cualquiera de sus subdivisiones políticas.

4. Por "acreedor" se entiende toda persona que alegue un crédito marítimo.

5. Por "tribunal" se entiende toda autoridad judicial competente de un Estado.  
Artículo 2
Potestad para embargar
1. Sólo se podrá embargar un buque o levantar su embargo por resolución de un tribunal del Estado Parte en el que se haya practicado el embargo.

2. Sólo se podrá embargar un buque en virtud de un crédito marítimo, pero no en virtud de otro crédito.

3. Un buque podrá ser embargado a los efectos de obtener una garantía aunque, en virtud de una cláusula de jurisdicción o una cláusula de arbitraje contenida en cualquier contrato aplicable o de otra forma, el crédito marítimo por el que se haga el embargo deba someterse a la jurisdicción de los tribunales de un Estado distinto de aquel en que se practique el embargo o a arbitraje o deba regirse por la ley de otro Estado.

4. Con sujeción a lo dispuesto en el presente Convenio, el procedimiento relativo al embargo de un buque o al levantamiento de ese embargo se regirá por la ley del Estado en que se haya solicitado o practicado el embargo.

Artículo 3
Ejercicio del derecho de embargo
1. El embargo de todo buque con respecto al cual se alegue un crédito marítimo procederá:

 a).- Si la persona que era propietaria del buque en el momento en que nació el crédito marítimo está obligada en virtud de ese crédito y es propietaria del buque al practicarse el embargo; o
 b).- Si el arrendatario a casco desnudo del buque en el momento en que nació el crédito marítimo está obligado en virtud de ese crédito y es arrendatario a casco desnudo o propietario del buque al practicarse el embargo; o 
c).- Si el crédito se basa en una hipoteca, "mortgage" o gravamen de la misma naturaleza sobre el buque; o

d).- Si el crédito se refiere a la propiedad o la posesión del buque;

 e).- Si el crédito es contra el propietario, el arrendatario a casco desnudo, el gestor o el naviero del buque y está garantizado por un privilegio marítimo concedido por la legislación del Estado en que se solicita el embargo o en virtud de esa legislación.

2. Procederá también el embargo de cualquier otro buque o buques que, al practicarse el embargo, fueren propiedad de la persona que esté obligada en virtud del crédito marítimo y que, en el momento en que nació el crédito, era:

a).-    Propietaria del buque con respecto al cual haya nacido el crédito marítimo; o

b).- Arrendataria a casco desnudo, fletador por tiempo o fletador por viaje de ese buque.

La presente disposición no se aplica a los créditos relativos a la propiedad o la posesión de un buque.

3. No obstante lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el embargo de un buque que no sea propiedad de la persona obligada en virtud del crédito sólo será admisible si, conforme a la ley del Estado en que se solicita el embargo, se puede ejecutar contra ese buque una sentencia dictada en relación con ese crédito, mediante su venta judicial o forzosa.

Artículo 4
Levantamiento del embargo
1.- Un buque que haya sido embargado será liberado cuando se haya prestado garantía bastante en forma satisfactoria, salvo que haya sido embargado para responder de cualquiera de los créditos marítimos enumerados en los apartados s) y t) del párrafo 1 del artículo 1. En estos casos, el tribunal podrá autorizar a la persona en posesión del buque a seguir explotándolo, una vez que esta persona haya prestado garantía suficiente, o resolver de otro modo la cuestión de la operación del buque durante el período del embargo.

2.- A falta de acuerdo entre las partes sobre la suficiencia y la forma de la garantía, el tribunal determinará su naturaleza y su cuantía, que no podrá exceder del valor del buque embargado.

3. La solicitud de levantamiento del embargo del buque previa constitución de garantía no se interpretará como reconocimiento de responsabilidad ni como renuncia a cualquier defensa o al derecho a limitar la responsabilidad.

4. Si un buque hubiera sido embargado en un Estado que no sea parte, y no hubiera sido liberado pese a la garantía prestada en relación con ese buque en un Estado Parte respecto del mismo crédito, se ordenará la cancelación de la garantía previa solicitud ante el tribunal del Estado Parte.

5. Si un buque hubiera sido liberado en un Estado que no sea parte por haberse prestado garantía suficiente, toda garantía prestada en un Estado Parte en relación con el mismo crédito se mandará cancelar en la medida en que la cuantía total de la garantía prestada en los dos Estados exceda:

a).- Del valor del crédito por el que se hubiera embargado el buque; o 
b).- Del valor del buque; de ambos el que sea menor.  Sin embargo, no se ordenará dicha liberación a menos que la garantía prestada en el Estado que no sea parte esté efectivamente a disposición del acreedor y le sea libremente transferible.

6. La persona que haya prestado una garantía en virtud de las disposiciones del párrafo 1 del presente artículo podrá en cualquier momento solicitar al tribunal su reducción, modificación o cancelación.

Artículo 5
Derecho de reembargo y pluralidad de embargos
1.- Cuando en un Estado un buque ya hubiera sido embargado y liberado, o ya se hubiera prestado garantía respecto de ese buque en relación con un crédito marítimo, el buque no podrá ser reembargado o embargado por el mismo crédito, a menos que:

a).-  La naturaleza o la cuantía de la garantía respecto de ese buque ya prestada en relación con ese crédito sea inadecuada, a condición de que la cuantía total de la garantía no exceda del valor del buque;o 

b).-  La persona que haya prestado ya la garantía no pueda, o no sea probable que pueda, cumplir total o parcialmente sus obligaciones; o 

c).- Se haya liberado el buque embargado o se haya cancelado la garantía prestada anteriormente, ya sea:

i).- a instancias o con el consentimiento del acreedor, cuando actúe por motivos razonables, o
 ii).- porque el acreedor no haya podido, mediante la adopción de medidas razonables, impedir tal liberación o cancelación. 

2. Cualquier otro buque que de otro modo estaría sujeto a embargo por el mismo crédito marítimo no será embargado a menos que:

a).- La naturaleza o la cuantía de la garantía ya prestada en relación con el mismo crédito sean inadecuadas; o

b).- Sean aplicables las disposiciones de los apartados b) o c) del párrafo 1 del presente artículo.
 3.- A los efectos del presente artículo, la expresión "liberación" excluye toda salida o liberación ilegal del buque.

Artículo 6
Protección de los propietarios y arrendatarios
a casco desnudo de buques embargados
1. El tribunal podrá, como condición para decretar el embargo de un buque o, hecho éste, para autorizar su mantenimiento, imponer al acreedor que solicite o que haya obtenido el embargo del buque la obligación de prestar garantía de la clase, por la cuantía y en las condiciones que determine el tribunal para responder de los perjuicios que puedan irrogarse al demandado como consecuencia del embargo, y de los que se pueda tener como responsable al acreedor, en particular, pero no exclusivamente, la pérdida o el daño que puedan ocasionarse al demandado: 
a).- Por ser ilícito o no estar justificado el embargo; o 

b).- Por haberse pedido y prestado una garantía excesiva. 
2. Los tribunales del Estado en que se haya practicado un embargo serán competentes para determinar el alcance de la responsabilidad del acreedor, cuando hubiere incurrido en ella, por la pérdida o el daño causados por el embargo de un buque, en particular, pero no exclusivamente, los que se hubieren causado:

a).- Por ser ilícito o no estar justificado el embargo; o 
b).- Por haberse pedido y prestado una garantía excesiva. 
La responsabilidad en que, en su caso, hubiere incurrido el acreedor a tenor de lo dispuesto en el párrafo 2 del presente artículo se determinará por aplicación de la ley del Estado en que se haya practicado el embargo. 
3.  Si un tribunal de otro Estado o un tribunal arbitral tuviere que resolver sobre el fondo del litigio de conformidad con el artículo 7, la sustanciación del procedimiento relativo a la responsabilidad del acreedor a tenor de lo dispuesto en el párrafo 2 del presente artículo podrá suspenderse hasta que recaiga decisión sobre el fondo.

 4. La persona que haya prestado una garantía en virtud de las disposiciones del párrafo 1 del presente artículo podrá en cualquier momento solicitar al tribunal su reducción, modificación o cancelación.

Artículo 7
Competencia para conocer del fondo del litigio
1.- Los tribunales del Estado en que se haya practicado un embargo o se haya prestado garantía para obtener la liberación del buque serán competentes para resolver sobre el fondo del litigio, a menos que válidamente las Partes acuerden o hayan acordado someter el litigio a un tribunal de otro Estado que se declare competente o a arbitraje.

2. No obstante lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo, los tribunales del Estado en que se haya practicado un embargo o se haya prestado garantía para obtener la liberación del buque podrán declinar su competencia si la ley nacional les autoriza a ello y el tribunal de otro Estado se declara competente.

3. Cuando un tribunal del Estado en que se haya practicado un embargo o se haya prestado garantía para obtener la liberación del buque: 

a).- No tenga competencia para resolver sobre el fondo del litigio; o 

b).- Haya declinado su competencia de conformidad con el párrafo 2 del presente artículo, ese tribunal podrá de oficio, y deberá a instancia de parte, fijar un plazo para que el acreedor entable la demanda ante un tribunal de justicia competente o ante un tribunal arbitral.

4.  Si no se entabla la demanda dentro del plazo fijado de conformidad con el párrafo 3 del presente artículo, se decretará a instancia de parte la liberación del buque embargado o la cancelación de la garantía prestada.

5.- Si se entabla la demanda dentro del plazo fijado de conformidad con el párrafo 3 del presente artículo o, de no haberse fijado ese plazo, si se entabla la demanda ante un tribunal competente o un tribunal arbitral de otro Estado, toda resolución definitiva dictada en ese procedimiento será reconocida y surtirá efecto con respecto al buque embargado o a la garantía prestada para obtener la liberación del buque, a condición de que:

a).- Se haya comunicado la demanda al demandado con suficiente antelación y se le ofrezcan oportunidades razonables para defenderse; y 

b).- Ese reconocimiento no sea contrario al orden público.

6.- Ninguna de las disposiciones del párrafo 5 del presente artículo limitará otros posibles efectos que la ley del Estado en que se haya practicado el embargo del buque o se haya prestado garantía para obtener su liberación, reconozca a una sentencia o a un laudo arbitral extranjeros.

Artículo 8
Aplicación
1. El presente Convenio se aplicará a todo buque que navegue dentro de la jurisdicción de un Estado Parte, enarbole o no el pabellón de un Estado Parte. 
2. El presente Convenio no se aplicará a los buques de guerra, a las unidades navales auxiliares y a otros buques pertenecientes a un Estado o explotados por él y destinados exclusivamente, en ese momento, a un uso público no comercial.

3. El presente Convenio no afectará a los derechos o facultades que, con arreglo a un convenio internacional o en virtud de una ley o reglamento internos, correspondan a la Administración del Estado o a alguno de sus órganos, los poderes públicos o a la administración portuaria para retener un buque o impedir de otro modo que se haga a la mar dentro de su jurisdicción.

4. El presente Convenio no menoscabará la facultad de un Estado o tribunal para decretar medidas que afecten a la totalidad del patrimonio de un deudor. 
5. Las disposiciones del presente Convenio no afectarán a la aplicación en el Estado en que se practique un embargo de los convenios internacionales que establezcan una limitación de responsabilidad o de la ley interna dictada para darles efectividad.

7. Las disposiciones del presente Convenio no modificarán las normas jurídicas en vigor en los Estados Partes, ni afectarán a su aplicación, relativas al embargo de un buque que se encuentre dentro de la jurisdicción del Estado cuyo pabellón enarbole, practicado a instancias de una persona que tenga su residencia habitual o su establecimiento principal en ese Estado o de cualquier otra persona que haya adquirido un crédito de ésta por subrogación, cesión o cualquier otro medio.

Artículo 9
No creación de un privilegio marítimo
Las disposiciones del presente Convenio no se interpretarán en el sentido de que crean un privilegio marítimo.

Artículo 10
Reservas
1.- En el momento de la firma, ratificación, aprobación o aceptación del presente Convenio o de la adhesión a él, o en cualquier momento posterior, todo Estado podrá reservarse el derecho de excluir de su aplicación a algunas o todas las categorías siguientes:

a).-  Los buques que no sean de navegación marítima;

                
b).-  Los buques que no enarbolen el pabellón de un Estado Parte;

c).- Los créditos a que hace referencia el apartado s) del párrafo 1 del artículo 1.

2. En el momento de la firma, ratificación, aprobación o aceptación del presente Convenio o de la adhesión a él, todo Estado que sea también Parte en un determinado tratado sobre vías de navegación interior podrá declarar que las normas sobre competencia, reconocimiento y ejecución de sentencias judiciales de ese tratado prevalecen sobre las disposiciones del artículo 7 del presente Convenio.

Artículo 11
Depositario
El presente Convenio quedará depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 12
Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión
1.- El presente Convenio estará abierto a la firma en la Sede de las Naciones Unidas, en Nueva York, desde el 1º de septiembre de 1999 hasta el 31 de agosto del año 2000 y después quedará abierto a la adhesión.

2. Los Estados podrán manifestar su consentimiento en obligarse por el presente Convenio mediante:
                 a).- Firma, sin reserva de ratificación, aceptación o aprobación; o 

b).- Firma, con reserva de ratificación, aceptación o aprobación, seguida de ratificación, aceptación o aprobación; o
c).-  Adhesión.

3. La ratificación, aceptación, aprobación o adhesión se efectuarán mediante el depósito de un instrumento a tal efecto en poder del depositario. 
Artículo 13
Estados con más de un régimen jurídico
1. Todo Estado integrado por dos o más unidades territoriales en las que sea aplicable un régimen jurídico distinto en relación con las materias objeto del presente Convenio podrá declarar en el momento de dar su firma, ratificación, aceptación, aprobación o adhesión al mismo que el presente Convenio será aplicable a todas sus unidades territoriales, o sólo a una o varias de ellas, y podrá en cualquier momento sustituir por otra su declaración original.

2. Esa declaración se notificará al depositario y en ella se hará constar expresamente a qué unidades territoriales será aplicable el Convenio. 
3. En relación con un Estado Parte que tenga dos o más regímenes jurídicos en lo que respecta al embargo preventivo de buques, aplicables en diferentes unidades territoriales, las referencias en el presente Convenio al tribunal de un Estado o a la legislación de un Estado se entenderán respectivamente como relativas al tribunal de la unidad territorial pertinente dentro de ese Estado y a la legislación de la unidad territorial pertinente de ese Estado.

Artículo 14

Entrada en vigor
1. El presente Convenio entrará en vigor seis meses después de la fecha en que diez Estados hayan manifestado su consentimiento en obligarse por él.

2. Respecto de un Estado que manifieste su consentimiento en obligarse por el presente Convenio después de que se hayan cumplido los requisitos para su entrada en vigor, ese consentimiento surtirá efecto tres meses después de la fecha en que haya sido manifestado.

Artículo 15

Revisión y enmienda
1.- El Secretario General de las Naciones Unidas convocará una conferencia de los Estados Partes para revisar o enmendar el presente Convenio, si lo solicita un tercio de los Estados Partes.

2.- Todo consentimiento en obligarse por el presente Convenio manifestado después de la fecha de la entrada en vigor de una enmienda al presente Convenio se entenderá que se aplica al Convenio en su forma enmendada.
Artículo 16
Denuncia
1. El presente Convenio podrá ser denunciado por cualquier Estado Parte en cualquier momento después de la fecha en que haya entrado en vigor respecto de ese Estado.

2. La denuncia se efectuará mediante el depósito de un instrumento de denuncia en poder del depositario.

3. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el depositario haya recibido el instrumento de denuncia, o a la expiración de cualquier plazo más largo que se señale en ese instrumento.

Artículo 17
Idiomas
El presente Convenio se consigna en un solo original, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos. 
HECHO en Ginebra el día doce de marzo de mil novecientos noventa y nueve.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL los infrascritos, debidamente autorizados al efecto por sus respectivos gobiernos, han firmado el presente Convenio”. 
E.- 
DOCTRINA Y JURISPRUDENCIA  EN PAIS MIEMBRO DE LA CAN.

El tema de Embargo Preventivo de Buques con base en la legislación de la Comunidad Andina de Naciones, resulta novedoso y de poco conocimiento de los órganos judiciales Colombianos, quiero dejar impresión al respecto, trayendo a notas, apartes del trabajo realizado por el Dr. José Antonio Pejovés Macedo, en lo que estimamos pertinente, que denominó: “Las Garantías Marítimas, el Embargo Preventivo de Buques, y el Régimen de Transporte Multimodal en la Comunidad Andina, abordados desde una casación de la Corte Suprema de Justicia y desde la necesaria implementación del Registro de Operadores de Transporte Multimodal.”.  

Veamos:

“Sentencia de Casación…
…La Sentencia de Casación Nº 3473-2002/Callao, de 5 de julio de 2004 dictada por la Sala Civil Permanente de la CSJ, tiene mucha importancia en el Perú y en la Comunidad Andina (CAN), pues por primera vez en un pronunciamiento jurisdiccional –al menos en este país-, se hace referencia a la Decisión 487 de la Comisión de la Comunidad Andina, sobre Garantías Marítimas (Hipoteca Naval y Privilegios Marítimos) y Embargo Preventivo de Buques, 

En la controversia fueron invocadas algunas normas de la mencionada Decisión 487, por la empresa Chembulk Investment Inc., armador del buque “Espoir” y parte demandante en el proceso seguido contra la Empresa Nacional de Comercialización de Insumos S.A. (ENCI), sobre tercería de propiedad.

…El dato relevante contenido en el pronunciamiento de la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia (CSJ), radica en un extremo, en lo novedoso que resulta aplicar la normativa comunitaria sobre la materia, la misma que por defecto de difusión, -al igual que con todo el ordenamiento jurídico de la CAN- es ignorada por un sector importante de operadores jurídicos; y por otro lado, con acentuada preocupación, el hecho que los jueces y tribunales nacionales al desconocer el Derecho Comunitario Andino, extienden dicha ignorancia sobre la disciplina, a sus obligaciones comunitarias, las cuales pueden comprometer al propio Estado peruano.

….El citado fallo dictado por la Sala Civil Permanente de la CSJ, recoge en sus considerandos: “(...) se comprueba que la medida cautelar objeto de la presente demanda fue dictada el diez de mayo del dos mil uno, es decir, con posterioridad a la entrada en vigencia de la Decisión 487 cuya inaplicación se denuncia (...) por consiguiente resultan de aplicación las disposiciones de la Decisión 487 del Acuerdo de Cartagena (sic), tanto más si cuando existen normas de carácter especial éstas prevalecen sobre las de carácter general en la materia que regulan, por lo que la casación resulta amparable en todos sus extremos”. Sin entrar al fondo de lo resuelto por la Sala Civil Permanente de la CSJ, es oportuno resaltar el “carácter especial” que le atribuye a la Decisión 487, sin involucrarse en analizar las mencionadas "aplicabilidad directa" y "primacía" de la norma comunitaria, que constituyen verdaderos principios rectores del Derecho Comunitario que no se mencionan en ninguna parte de la sentencia. 

….La Sala Civil Permanente de la CSJ, no cumplió con aplicar el segundo párrafo del artículo 33 del Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina y el artículo 123 del Estatuto del citado Tribunal, normas de orden público en las cuales se exige que en los casos en que la sentencia a dictar no sea susceptible de recursos en derecho interno, el juez suspenderá el procedimiento y solicitará directamente la interpretación prejudicial del Tribunal Andino. 

…..La negligencia en la que ha incurrido la Sala Civil Permanente de la CSJ, es grave, y sus consecuencias podrían generar una acción de incumplimiento contra el Estado peruano, si nos atenemos a lo estipulado en el artículo 4 del citado Tratado de Creación del Tribunal Andino, el cual establece :

“Los Países Miembros están obligados a adoptar las medidas que sean necesarias para asegurar el cumplimiento de las normas que conforman el ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina.

Se comprometen, asimismo, a no adoptar ni emplear medida alguna que sea contraria a dichas normas o que de algún modo obstaculice su aplicación”. 

….En un fallo reciente –STC 58/2004, de 19 de abril de 2004- la Sala Segunda del Tribunal Constitucional de España, en un asunto que guarda cierta analogía con la controversia resuelta por la Sala Civil Permanente de la CSJ, admitió una acción de amparo promovida por la Generalidad de Cataluña contra una sentencia dictada por la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, y declaró que se había vulnerado el derecho de la recurrente en amparo a la tutela judicial efectiva sin indefensión y a un proceso con todas las garantías, en razón a que dicho Tribunal no cumplió con solicitar la interpretación prejudicial al Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas.

…..El Tribunal de Justicia de la CAN, en atención al principio iura novit curia, debería empezar a aplicar la “teoría del acto aclarado”, así no haya sido invocada por alguna de las partes en el proceso interno. Dicha teoría ha sido recogida por el Tribunal Europeo, en la citada sentencia Van Gend  y ha sido reiterada en otros fallos; y su importancia radica, a nuestro entender, en el “efecto racionalizador” sobre la producción jurisprudencial, cuando ésta ociosamente reitera interpretaciones prejudiciales hechas sobre casos análogos. 

….Mencionar el Derecho Comunitario Europeo y la jurisprudencia del Tribunal de Luxemburgo –sede del Tribunal Europeo-, la misma que recoge el Tribunal Andino de Justicia en algunos de sus fallos, no es una falta de ubicación en los alcances de este trabajo, así como tampoco una falta de orientación de los jueces andinos cuando administran justicia. El hecho es que el proceso de integración de la CAN tiene como fuente inmediata el proceso que ha seguido la Unión Europea, de ahí que las soluciones a los conflictos comunitarios tienen en alguna medida similar fundamento. 

….Esperemos que la recientemente creada subespecialidad comercial, dentro de la especialidad civil de los órganos jurisdiccionales, que ha sido aprobada por la Resolución Administrativa Nº 006-2004-SP-CS de la Corte Suprema de Justicia, sirva de acicate para que el Poder Judicial peruano tome un conocimiento cabal de los alcances del Ordenamiento Jurídico de la CAN. 

….El Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina ha reconocido jurisprudencialmente el “principio del complemento indispensable”, el mismo que básicamente se refiere a que los Países Miembros sólo dictarán normas que complementen la normativa comunitaria sin trasgredirla ni repetirla innecesariamente…..”

Basten las anteriores referencias hechas en país miembro de la CAN, distinto al Colombiano, para establecer, que es necesario y urgente, que se diseñe al interior de los Estados Miembros, la publicitación y capacitación a las autoridades del orden jurisdiccional, en todas las instancias del proceso, para que no se incurra en yerros como el anunciado en el texto que se trajo a cuento.  Es igualmente importante, que se acepte la descodificación que sufre en tiempos modernos el Código de Comercio frente a temas tan específicos y especiales como el planteado con el embargo preventivo de buques por partes de la Comunidad Andina de Naciones, ya que, en la génesis del acuerdo integracionista se aprobó y aceptó por sus miembros, la supremacía de las decisiones del Grupo Andino.  


La experiencia Judicial del autor de esta obra, que sobrepasa ya los 20 años de judicatura en lo civil, en los Circuitos Judiciales de Buenaventura, Palmira y Cali, todos Municipios del Departamento del Valle del Cauca, le permite afirmar con margen de error relativo o mínimo, que dentro de la comunidad de Jueces competentes para desatar las controversias de intereses donde se involucre un crédito marítimo o privilegiado, gestado por personas naturales o jurídicas con domicilio en alguno de los Países Miembros de la CAN, existe un desconocimiento respecto de un derecho andino, como de las características de supremacía y preeminencia sobre las normatividades sustanciales internas previstas en el Código de Comercio, al cual se acude directamente para desatarlas y expedir el fallo pertinente.  
El estatuto mercantil refiere a la existencia de dicha legislación excepcional, pese a ello, no se tiene el conocimiento pleno de sus fundamentos, principios, reglas y normas complementarias, que a la postre dificultan la toma de decisiones oportunas, comprometiendo los principios de celeridad y eficacia de la administración de justicia, puesto que, las argumentaciones que sirven de base a la sentencia que se emita, no reflejará una comprensión e interpretación integral del Derecho Andino.  Esto sin duda obedece, en primer lugar, a que en el pregrado, o la primigenia formación del Profesional de Derecho no se incluye temas o materias afines al Derecho de la Comunidad Andina de Naciones, ya que en la mayoría de las instancias educativas Universitarias no se concibe dentro del pensum académico tales tópicos.   En segundo lugar, el Profesional del Derecho que ejerce como Juez de conocimiento, no tiene ayuda eficaz de los organismos gubernamentales, responsables de su capacitación y actualización, para lograr el acceso al conocimiento en dichas áreas del saber jurídico, debiendo el Juez, en no pocos casos, asumir de su propio peculio la preparación académica, a nivel de post-grado, con el consecuencial deterioro de sus ingresos laborales, pues, estos estadios de educación continuada o especializaciones, son generalmente de alto costo económico y los salarios que perciben son insuficientes para invertir en tal tópico.   Por último, es escasa la Jurisprudencia unificada sobre el tema por parte de la H. Corte Suprema de Justicia, - Tribunal Ordinario de Casación-, dada la estructura de sus competencias, como se dejo indicado oportunamente. 
F.- 
ACUERDO DE INTEGRACION SUBREGIONAL ANDINO.


“ACUERDO DE CARTAGENA”.


La Comunidad Andina de Naciones constituye el bloque de integración económico y social conformado por Colombia, Bolivia, Ecuador y Perú,-recientemente la República Bolivariana de Venezuela se desvinculó-, cuyos objetivos giran alrededor de la promoción del desarrollo equilibrado y armónico de los Países Miembros en condiciones de Igualdad, Justicia y Equidad, mediante la integración y la cooperación económica y social.


La CAN, según el Artículo 48 del Acuerdo de Cartagena, se define como una organización subregional con personalidad jurídica internacional compuesta por un lado, por los cinco Estados Soberanos (hoy tan solo cuatro), y por el otro, por los órganos e instituciones que conforman el denominado “Sistema Andino de Integración”. Esto, bajo el entendido, de involucrar al ciudadano andino de manera principal en la interrelación de las aspiraciones de los Países Miembros, consolidando la Institucionalidad comunitaria que permita enfrentar el subdesarrollo de sus Pueblos, dentro de un marco jurídico e institucional consolidado que trascendiendo la voluntad individual de sus integrantes, generen una efectiva garantía de seguridad jurídica y estabilidad de las políticas que son objeto de la acción integradora, para asumir eficientemente la tendencia internacional de creación de bloques económicos, fuertes y competitivos, que surgen como consecuencia de la globalización de las economías
, y por ende, conllevan a la globalización del Derecho. Por tal razón, es menester tomar como referente y consulta obligada sobre temas económicos, jurídicos y políticos el Acuerdo de Cartagena.  Este comprende:

ACUERDO DE INTEGRACIÓN SUBREGIONAL ANDINO
"ACUERDO DE CARTAGENA"

LOS GOBIERNOS de Bolivia, Colombia, el Ecuador, el Perú y Venezuela,

INSPIRADOS en la Declaración de Bogotá y en la Declaración de los Presidentes de América;

RESUELTOS a fortalecer la unión de sus pueblos y sentar las bases para avanzar hacia la formación de una comunidad subregional andina;

CONSCIENTES que la integración constituye un mandato histórico, político, económico, social y cultural de sus países a fin de preservar su soberanía e independencia;

FUNDADOS en los principios de igualdad, justicia, paz, solidaridad y democracia;

DECIDIDOS a alcanzar tales fines mediante la conformación de un sistema de integración y cooperación que propenda al desarrollo económico, equilibrado, armónico y compartido de sus países;

CONVIENEN, por medio de sus representantes plenipotenciarios debidamente autorizados, celebrar el siguiente ACUERDO DE INTEGRACION SUBREGIONAL:

CAPÍTULO I

OBJETIVOS Y MECANISMOS

Artículo 1.- El presente Acuerdo tiene por objetivos promover el desarrollo equilibrado y armónico de los Países Miembros en condiciones de equidad, mediante la integración y la cooperación económica y social; acelerar su crecimiento y la generación de ocupación; facilitar su participación en el proceso de integración regional, con miras a la formación gradual de un mercado común latinoamericano.

Asimismo, son objetivos de este Acuerdo propender a disminuir la vulnerabilidad externa y mejorar la posición de los Países Miembros en el contexto económico internacional; fortalecer la solidaridad subregional y reducir las diferencias de desarrollo existentes entre los Países Miembros.

Estos objetivos tienen la finalidad de procurar un mejoramiento persistente en el nivel de vida de los habitantes de la Subregión.

Artículo 2.- El desarrollo equilibrado y armónico debe conducir a una distribución equitativa de los beneficios derivados de la integración entre los Países Miembros de modo de reducir las diferencias existentes entre ellos. Los resultados de dicho proceso deberán evaluarse periódicamente tomando en cuenta, entre otros factores, sus efectos sobre la expansión de las exportaciones globales de cada país, el comportamiento de su balanza comercial con la Subregión, la evolución de su producto interno bruto, la generación de nuevos empleos y la formación de capital.

Artículo 3.- Para alcanzar los objetivos del presente Acuerdo se emplearán, entre otros, los mecanismos y medidas siguientes:

a) Profundización de la integración con los demás bloques económicos regionales y de relacionamiento con esquemas extraregionales en los ámbitos político, social y económico-comercial;

b) La armonización gradual de políticas económicas y sociales y la aproximación de las legislaciones nacionales en las materias pertinentes;

c) La programación conjunta, la intensificación del proceso de industrialización subregional y la ejecución de programas industriales y de otras modalidades de integración industrial;

d) Un Programa de Liberación del intercambio comercial más avanzado que los compromisos derivados del Tratado de Montevideo 1980;

e) Un Arancel Externo Común;

f) Programas para acelerar el desarrollo de los sectores agropecuario y agroindustrial;

g) La canalización de recursos internos y externos a la Subregión para proveer el financiamiento de las inversiones que sean necesarias en el proceso de integración;

h) Programas en el campo de los servicios y la liberación del comercio intrasubregional de servicios;

i) La integración física; y

j) Tratamientos preferenciales a favor de Bolivia y el Ecuador.

Complementariamente a los mecanismos antes enunciados, se adelantarán, en forma concertada, los siguientes programas y acciones de cooperación económica y social:

a) Programas orientados a impulsar el desarrollo científico y tecnológico;

b) Acciones en el campo de la integración fronteriza;

c) Programas en el área del turismo;

d) Acciones para el aprovechamiento y conservación de los recursos naturales y del medio ambiente;

e) Programas de desarrollo social; y,

f) Acciones en el campo de la comunicación social.

Artículo 4.- Para la mejor ejecución del presente Acuerdo, los Países Miembros realizarán los esfuerzos necesarios para procurar soluciones adecuadas que permitan resolver los problemas derivados del enclaustramiento geográfico de Bolivia.

CAPÍTULO II

DE LA COMUNIDAD ANDINA Y EL SISTEMA ANDINO DE INTEGRACION

Artículo 5.- Se crea la “Comunidad Andina”, integrada por los Estados soberanos de Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela, y por los órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración, que se establece por el presente Acuerdo.

Artículo 6.- El Sistema Andino de Integración está conformado por los siguientes órganos e instituciones:

- El Consejo Presidencial Andino;

- El Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores;

- La Comisión de la Comunidad Andina;

- La Secretaría General de la Comunidad Andina;

- El Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina;

- El Parlamento Andino;

- El Consejo Consultivo Empresarial;

- El Consejo Consultivo Laboral;

- La Corporación Andina de Fomento;

- El Fondo Latinoamericano de Reservas;

- El Convenio Simón Rodríguez, los Convenios Sociales que se adscriban al Sistema Andino de Integración y los demás que se creen en el marco del mismo;

- La Universidad Andina Simón Bolívar;

- Los Consejos Consultivos que establezca la Comisión; y,

- Los demás órganos e instituciones que se creen en el marco de la integración subregional andina.

Artículo 7.- El Sistema tiene como finalidad permitir una coordinación efectiva de los órganos e instituciones que lo conforman, para profundizar la integración subregional andina, promover su proyección externa y consolidar y robustecer las acciones relacionadas con el proceso de integración.

Artículo 8.- Los órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración se rigen por el presente Acuerdo, sus respectivos tratados constitutivos y sus protocolos modificatorios.

Artículo 9.- Con el fin de lograr la mejor coordinación del Sistema Andino de Integración, el Presidente del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores convocará y presidirá la Reunión de Representantes de las instituciones que conforman el Sistema.

La Reunión tendrá como principales cometidos:

a) Intercambiar información sobre las acciones desarrolladas por las respectivas instituciones para dar cumplimiento a las Directrices emitidas por el Consejo Presidencial Andino;

b) Examinar la posibilidad y conveniencia de acordar, entre todas las instituciones o entre algunas de ellas, la realización de acciones coordinadas, con el propósito de coadyuvar al logro de los objetivos del Sistema Andino de Integración; y,

c) Elevar al Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores en reunión ampliada, informes sobre las acciones desarrolladas en cumplimiento de las Directrices recibidas.

Artículo 10.- Las Reuniones de Representantes de las instituciones que conforman el Sistema Andino de Integración se celebrarán de manera ordinaria al menos una vez al año y, en forma extraordinaria, cada vez que lo solicite cualquiera de sus instituciones integrantes, en el lugar que se acuerde antes de su convocatoria.

La Secretaría General de la Comunidad Andina actuará como Secretaría de la Reunión.

Sección A - Del Consejo Presidencial Andino

Artículo 11.- El Consejo Presidencial Andino es el máximo órgano del Sistema Andino de Integración y está conformado por los Jefes de Estado de los Países Miembros del Acuerdo de Cartagena. Emite Directrices sobre los distintos ámbitos de la integración subregional andina, las cuales son instrumentadas por los órganos e instituciones del Sistema que éste determine, conforme a las competencias y mecanismos establecidos en sus respectivos Tratados o Instrumentos Constitutivos.

Los órganos e instituciones del Sistema ejecutarán las orientaciones políticas contenidas en las Directrices emanadas del Consejo Presidencial Andino.

Artículo 12.- Corresponde al Consejo Presidencial Andino:

a) Definir la política de integración subregional andina;

b) Orientar e impulsar las acciones en asuntos de interés de la Subregión en su conjunto, así como las relativas a la coordinación entre los órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración;

c) Evaluar el desarrollo y los resultados del proceso de la integración subregional andina;

d) Considerar y emitir pronunciamientos sobre los informes, iniciativas y recomendaciones presentados por los órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración; y,

e) Examinar todas las cuestiones y asuntos relativos al desarrollo del proceso de la integración subregional andina y su proyección externa.

Artículo 13.- El Consejo Presidencial Andino se reunirá en forma ordinaria una vez al año, de preferencia en el país que ejerce la Presidencia del mismo. En dicha reunión tomará conocimiento de las acciones realizadas por los órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración, así como de sus planes, programas y sugerencias. Los integrantes del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, de la Comisión y los representantes de los órganos e instituciones del Sistema podrán asistir, en calidad de observadores, a las reuniones del Consejo Presidencial Andino.

El Consejo Presidencial Andino podrá reunirse de manera extraordinaria, cada vez que lo estime conveniente, en el lugar que se acuerde antes de su convocatoria.

Artículo 14.- El Consejo Presidencial Andino tendrá un Presidente que ejercerá la máxima representación política de la Comunidad Andina y permanecerá un año calendario en su función, la que será ejercida sucesivamente y en orden alfabético por cada uno de los Países Miembros.

Corresponde al Presidente del Consejo Presidencial Andino:

a) Convocar y presidir las reuniones ordinarias y extraordinarias del Consejo;

b) Ejercer la representación del Consejo y de la Comunidad Andina;

c) Supervisar el cumplimiento por parte de los otros órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración de las Directrices emanadas del Consejo; y,

d) Llevar a cabo las gestiones que le sean solicitadas por el Consejo.

Sección B - Del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores

Artículo 15.- El Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores está conformado por los Ministros de Relaciones Exteriores de los Países Miembros del Acuerdo de Cartagena.

Artículo 16.- Corresponde al Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores:

a) Formular la política exterior de los Países Miembros en los asuntos que sean de interés subregional, así como orientar y coordinar la acción externa de los diversos órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración;

b) Formular, ejecutar y evaluar, en coordinación con la Comisión, la política general del proceso de la integración subregional andina;

c) Dar cumplimiento a las Directrices que le imparte el Consejo Presidencial Andino y velar por la ejecución de aquellas que estén dirigidas a los otros órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración;

d) Suscribir Convenios y Acuerdos con terceros países o grupos de países o con organismos internacionales sobre temas globales de política exterior y de cooperación;

e) Coordinar la posición conjunta de los Países Miembros en foros y negociaciones internacionales, en los ámbitos de su competencia;

f) Representar a la Comunidad Andina en los asuntos y actos de interés común, dentro del marco de su competencia, de conformidad con las normas y objetivos del Acuerdo;

g) Recomendar o adoptar las medidas que aseguren la consecución de los fines y objetivos del Acuerdo de Cartagena, en el ámbito de su competencia;

h) Velar por el cumplimiento armónico de las obligaciones derivadas del presente Acuerdo y del Tratado de Montevideo de 1980;

i) Aprobar y modificar su propio reglamento;

j) Aprobar el Reglamento de la Secretaría General y sus modificaciones, a propuesta de la Comisión; y,

k) Conocer y resolver todos los demás asuntos de interés común, en el ámbito de su competencia.

Artículo 17.- El Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores se expresará mediante Declaraciones y Decisiones, adoptadas por consenso. Estas últimas forman parte del ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina.

Artículo 18.- El Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores se reunirá en forma ordinaria dos veces al año, de preferencia, en el país que ejerce la presidencia del mismo. Igualmente podrá reunirse de manera extraordinaria, cada vez que lo estime conveniente, a petición de cualquiera de sus miembros, en el lugar que se acuerde antes de su convocatoria.

Artículo 19.- El Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores estará presidido por el Ministro de Relaciones Exteriores del país que está a cargo de la presidencia del Consejo Presidencial Andino, quien permanecerá un año calendario en su función.

La labor de coordinación que corresponda al Presidente de este Consejo será desempeñada por el Ministerio de Relaciones Exteriores del país cuyo Jefe de Estado ocupe la presidencia del Consejo Presidencial Andino, en calidad de Secretaría Pro Témpore de ambos órganos y con el apoyo técnico de la Secretaría General de la Comunidad Andina.

Artículo 20.- El Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores se reunirá en forma ampliada con los representantes titulares ante la Comisión, por lo menos una vez al año y, a nivel de alternos, cada vez que lo considere necesario, a fin de tratar asuntos relativos al Acuerdo de Cartagena que sean de interés de ambos órganos, tales como:

a) Preparar las reuniones del Consejo Presidencial Andino;

b) Elegir y, cuando corresponda, remover al Secretario General de la Comunidad Andina;

c) Proponer al Consejo Presidencial Andino las modificaciones al presente Acuerdo;

d) Evaluar la gestión de la Secretaría General;

e) Considerar las iniciativas y propuestas que los Países Miembros o la Secretaría General sometan a su consideración; y,

f) Los demás temas que ambos órganos consideren tratar de común acuerdo.

Sección C - De la Comisión de la Comunidad Andina

Artículo 21.- La Comisión de la Comunidad Andina está constituida por un representante plenipotenciario de cada uno de los Gobiernos de los Países Miembros. Cada Gobierno acreditará un representante titular y un alterno.

La Comisión expresará su voluntad mediante Decisiones.

Artículo 22.- Corresponde a la Comisión de la Comunidad Andina:

a) Formular, ejecutar y evaluar la política de integración subregional andina en materia de comercio e inversiones y, cuando corresponda, en coordinación con el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores;

b) Adoptar las medidas que sean necesarias para el logro de los objetivos del Acuerdo de Cartagena, así como para el cumplimiento de las Directrices del Consejo Presidencial Andino;

c) Coordinar la posición conjunta de los Países Miembros en foros y negociaciones internacionales, en el ámbito de su competencia;

d) Velar por el cumplimiento armónico de las obligaciones derivadas del presente Acuerdo y del Tratado de Montevideo de 1980;

e) Aprobar y modificar su propio reglamento;

f) Aprobar, no aprobar o enmendar las propuestas que los Países Miembros, individual o colectivamente, o la Secretaría General sometan a su consideración;

g) Mantener una vinculación permanente con los órganos e instituciones que conforman el Sistema Andino de Integración, con miras a propiciar la coordinación de programas y acciones encaminadas al logro de sus objetivos comunes;

h) Representar a la Comunidad Andina en los asuntos y actos de interés común, dentro del marco de su competencia, de conformidad con las normas y objetivos del Acuerdo;

i) Aprobar los presupuestos anuales y evaluar la ejecución presupuestal de la Secretaría General y del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, así como fijar la contribución de cada uno de los Países Miembros; y,

j) Someter a consideración del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores la propuesta de Reglamento de la Secretaría General.

En el cumplimiento de sus funciones, la Comisión considerará de manera especial la situación de Bolivia y Ecuador en función de los objetivos de este Acuerdo, de los tratamientos preferenciales previstos en su favor y del enclaustramiento geográfico del primero.

Artículo 23.- La Comisión tendrá un Presidente que permanecerá un año calendario en su cargo. Dicha función será ejercida por el representante del país que ocupe la presidencia del Consejo Presidencial Andino.

Artículo 24.- La Comisión se reunirá ordinariamente tres veces al año y en forma extraordinaria cuando sea convocada por su Presidente a petición de cualquiera de los Países Miembros o de la Secretaría General.

Sus sesiones se celebrarán en la sede de la Secretaría General, pero podrán llevarse a cabo fuera de ésta. La Comisión deberá sesionar con la presencia de la mayoría absoluta de los Países Miembros.

La asistencia a las reuniones de la Comisión será obligatoria y la no asistencia se considerará abstención.

Artículo 25.- El Presidente de la Comisión, a solicitud de uno o más de los Países Miembros o de la Secretaría General, convocará a la Comisión para que se reúna como Comisión Ampliada, con el fin de tratar asuntos de carácter sectorial, considerar normas para hacer posible la coordinación de los planes de desarrollo y la armonización de las políticas económicas de los Países Miembros, así como para conocer y resolver todos los demás asuntos de interés común.

Dichas reuniones serán presididas por el Presidente de la Comisión y estarán conformadas conjuntamente por los representantes titulares ante ésta y los Ministros o Secretarios de Estado del área respectiva. Se ejercerá un voto por país para aprobar sus Decisiones, las que formarán parte del ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina.

Artículo 26.- La Comisión adoptará sus Decisiones con el voto favorable de la mayoría absoluta de los Países Miembros. Se exceptúan de esta norma general:

a) Las materias incluidas en el Anexo I del presente Acuerdo, en las cuales la Comisión adoptará sus Decisiones con el voto favorable de la mayoría absoluta de los Países Miembros y sin que haya voto negativo.

La Comisión podrá incorporar nuevas materias en dicho Anexo con el voto favorable de la mayoría absoluta de los Países Miembros;

b) En los casos que se enumeran en el Anexo II las propuestas de la Secretaría General deberán ser aprobadas con el voto favorable de la mayoría absoluta de los Países Miembros y siempre que no haya voto negativo. Las propuestas que contaren con el voto favorable de la mayoría absoluta de los Países Miembros pero que fueren objeto de algún voto negativo deberán ser devueltas a la Secretaría General para la consideración de los antecedentes que hayan dado origen a dicho voto negativo. En un plazo no menor de dos meses ni mayor de seis, la Secretaría General elevará nuevamente la propuesta a la consideración de la Comisión con las modificaciones que estime oportunas y, en tal caso, la propuesta así modificada se estimará aprobada si cuenta con el voto favorable de la mayoría absoluta de los Países Miembros, sin que haya voto negativo, pero no se computará como tal el del país que hubiere votado negativamente en oportunidad anterior; y,

c) Los Programas y los Proyectos de Desarrollo Industrial deberán ser aprobados con el voto favorable de la mayoría absoluta de los Países Miembros y siempre que no haya voto negativo.

Artículo 27.- La Secretaría General o los Países Miembros deberán presentar sus propuestas con por lo menos quince días de antelación a la fecha de reunión del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores o de la Comisión, según corresponda. Únicamente en casos excepcionales debidamente justificados y conforme al ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina, podrá prescindirse de la antelación requerida, siempre que el proponente y los demás Países Miembros estuvieren de acuerdo.

Las propuestas que contaren con el voto favorable de la mayoría absoluta de los Países Miembros pero que fueren objeto de algún voto negativo deberán ser devueltas al proponente para la consideración de los antecedentes que hubieren dado origen a ese voto negativo.

En un plazo no menor de un mes ni mayor de tres, el proponente elevará nuevamente la propuesta a la consideración del órgano que corresponda con las modificaciones que estime oportunas y, en tal caso, la propuesta así modificada se entenderá aprobada si cuenta con el voto favorable de la mayoría absoluta de los Países Miembros.

Artículo 28.- El País Miembro que incurriere en un retraso mayor a cuatro trimestres en el pago de sus contribuciones corrientes a la Secretaría General o al Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, no podrá ejercer el derecho a voto en la Comisión hasta tanto regularice su situación.

En tal caso el quórum de asistencia y votación se computará conforme al número de países aportantes.

Sección D - De la Secretaría General de la Comunidad Andina

Artículo 29.- La Secretaría General es el órgano ejecutivo de la Comunidad Andina y en tal carácter actúa únicamente en función de los intereses de la Subregión. La Secretaría General otorgará apoyo técnico, cuando corresponda, a los demás órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración.

La Secretaría General estará dirigida por el Secretario General. Para el desempeño de sus funciones se apoyará en los Directores Generales, según el reglamento respectivo. Dispondrá además del personal técnico y administrativo necesario para el cumplimiento de sus funciones. La Secretaría General se expresará mediante Resoluciones.

Artículo 30.- Son funciones de la Secretaría General de la Comunidad Andina:

a) Velar por la aplicación de este Acuerdo y por el cumplimiento de las normas que conforman el ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina;

b) Atender los encargos del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores y de la Comisión;

c) Formular al Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores y a la Comisión propuestas de Decisión, de conformidad con sus respectivas competencias, así como iniciativas y sugerencias a la reunión ampliada del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, destinadas a facilitar o acelerar el cumplimiento de este Acuerdo, con la finalidad de alcanzar sus objetivos en el término más breve posible;

d) Efectuar los estudios y proponer las medidas necesarias para la aplicación de los tratamientos especiales en favor de Bolivia y Ecuador y, en general, las concernientes a la participación de los dos países en este Acuerdo;

e) Evaluar e informar anualmente al Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores y a la Comisión sobre los resultados de la aplicación de este Acuerdo y el logro de sus objetivos, prestando especial atención al cumplimiento del principio de distribución equitativa de los beneficios de la integración, y proponer las medidas correctivas pertinentes;

f) Efectuar los estudios técnicos y las coordinaciones que le encomienden los otros órganos del Sistema Andino de Integración y otros que a su juicio sean necesarios;

g) Mantener vínculos permanentes de trabajo con los Países Miembros, coordinando con el organismo nacional de integración que cada país señale para tal efecto;

h) Elaborar su programa anual de labores, en el cual incluirá preferentemente los trabajos que le encomienden los otros órganos del Sistema;

i) Promover reuniones periódicas de los organismos nacionales encargados de la formulación o ejecución de la política económica y, especialmente, de los que tengan a su cargo la planificación;

j) Mantener vínculos de trabajo con los órganos ejecutivos de las demás organizaciones regionales de integración y cooperación con la finalidad de intensificar sus relaciones y cooperación recíproca;

k) Llevar las actas de las reuniones ampliadas del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores y las de la Comisión, y elaborar la agenda tentativa de sus reuniones, en coordinación con los presidentes de dichos órganos;

l) Ser depositaria de las actas de las reuniones y demás documentos de los órganos del Sistema Andino de Integración y dar fe de la autenticidad de los mismos;

m) Editar la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena;

n) Ejercer la Secretaría de la Reunión de Representantes de las instituciones que conforman el Sistema Andino de Integración; y,

ñ) Ejercer las demás atribuciones que expresamente le confiere el ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina.

Artículo 31.- La Secretaría General funcionará en forma permanente y su sede será la ciudad de Lima, Perú.

Artículo 32.- La Secretaría General estará a cargo de un Secretario General que será elegido por consenso por el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores en reunión ampliada, por un período de cinco años, pudiendo ser reelegido por una sola vez.

El Secretario General deberá ser una personalidad de alta representatividad, reconocido prestigio y nacional de uno de los Países Miembros. Actuará únicamente en función de los intereses de la Subregión en su conjunto.

Durante su período, el Secretario General no podrá desempeñar ninguna otra actividad; ni solicitará o aceptará instrucciones de ningún gobierno, entidad nacional o internacional.

En caso de vacancia, el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores en reunión ampliada procederá de inmediato a designar por consenso al nuevo titular. Hasta tanto se proceda a tal designación, asumirá interinamente la Secretaría General el Director General de mayor antigüedad en el cargo.

Artículo 33.- El Secretario General podrá ser removido, por consenso, a requerimiento de un País Miembro, únicamente cuando en el ejercicio de sus funciones hubiere incurrido en falta grave prevista en el Reglamento de la Secretaría General.

Artículo 34.- Son atribuciones del Secretario General de la Comunidad Andina:

a) Ejercer la representación jurídica de la Secretaría General;

b) Proponer a la Comisión o al Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores iniciativas relativas al Reglamento de la Secretaría General;

c) Contratar y remover, conforme al Reglamento de la Secretaría General, al personal técnico y administrativo;

d) Participar con derecho a voz en las sesiones del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, de la Comisión y de sus respectivas reuniones ampliadas y, cuando sea invitado, en las de los demás órganos del Sistema;

e) Presentar a la Comisión el proyecto de presupuesto anual, para su aprobación; y,

f) Presentar un informe anual de las actividades de la Secretaría General al Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores en reunión ampliada.

Artículo 35.- El Secretario General designará los Directores Generales, en consulta con los Países Miembros y de conformidad con la estructura orgánico-funcional de la Secretaría General. Los Directores Generales serán profesionales de alto nivel, designados estrictamente en función de su formación académica, idoneidad, honorabilidad y experiencia, siendo responsables de un área técnica determinada.

Los Directores Generales deberán ser nacionales de alguno de los Países Miembros y en su designación el Secretario General procurará que exista una distribución geográfica subregional equilibrada. El nombramiento y remoción de los Directores Generales se regirá por lo que disponga el Reglamento de la Secretaría General.

Artículo 36.- En la ejecución de los procedimientos en los que se controviertan los intereses de dos o más Países Miembros, el Secretario General contará con el concurso técnico de expertos especiales, cuya designación y forma de participación se hará conforme al Reglamento de la Secretaría General.

Artículo 37.- El Secretario General, en la contratación del personal técnico y administrativo, que podrá ser de cualquier nacionalidad, tendrá en cuenta estrictamente la idoneidad, competencia y honorabilidad de los candidatos y procurará, en cuanto ello no sea incompatible con los criterios anteriores, que haya una distribución geográfica subregional equilibrada.

El nombramiento y remoción del personal se ejercerá de conformidad con los criterios y causales que se establezcan en el Reglamento de la Secretaría General, sin perjuicio de lo que disponga a tal efecto el Tratado de Creación del Tribunal de Justicia y sus protocolos modificatorios.

Artículo 38.- El personal de la Secretaría General se abstendrá de cualquier acción incompatible con el carácter de sus funciones y no solicitará ni aceptará instrucciones de Gobierno, entidad nacional o internacional alguno.

Artículo 39.- En el caso de procedimientos que deban culminar en la adopción de una Resolución o Dictamen, las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas de los Países Miembros, deberán colaborar con las investigaciones que realice la Secretaría General en el desarrollo de sus funciones y en tal sentido deberán suministrar la información que al efecto ésta les solicite.

La Secretaría General guardará la confidencialidad de los documentos e informaciones que le sean suministrados, de conformidad con las normas que al respecto se establezcan.

Sección E - Del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina

Artículo 40.- El Tribunal de Justicia es el órgano jurisdiccional de la Comunidad Andina.

Artículo 41.- El Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina se rige por el Tratado de su creación, sus protocolos modificatorios y el presente Acuerdo.

El Tribunal tiene su sede en la ciudad de Quito, Ecuador.

Sección F - Del Parlamento Andino

Artículo 42.- El Parlamento Andino es el órgano deliberante del Sistema, su naturaleza es comunitaria, representa a los pueblos de la Comunidad Andina y estará constituido por representantes elegidos por sufragio universal y directo, según procedimiento que se adoptará mediante Protocolo Adicional que incluirá los adecuados criterios de representación nacional.

En tanto se suscriba el Protocolo Adicional que instituya la elección directa, el Parlamento Andino estará conformado por representantes de los Congresos Nacionales, de conformidad a sus reglamentaciones internas y al Reglamento General del Parlamento Andino.

La sede permanente del Parlamento Andino estará en la ciudad de Santa fe de Bogotá, Colombia.

Artículo 43.- Son atribuciones del Parlamento Andino:

a) Participar en la promoción y orientación del proceso de la integración subregional andina, con miras a la consolidación de la integración latinoamericana;

b) Examinar la marcha del proceso de la integración subregional andina y el cumplimiento de sus objetivos, requiriendo para ello información periódica a los órganos e instituciones del Sistema;

c) Formular recomendaciones sobre los proyectos de presupuesto anual de los órganos e instituciones del Sistema que se constituyen con las contribuciones directas de los Países Miembros;

d) Sugerir a los órganos e instituciones del Sistema las acciones o decisiones que tengan por objeto o efecto la adopción de modificaciones, ajustes o nuevos lineamientos generales con relación a los objetivos programáticos y a la estructura institucional del Sistema;

e) Participar en la generación normativa del proceso mediante sugerencias a los órganos del Sistema de proyectos de normas sobre temas de interés común, para su incorporación en el ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina;

f) Promover la armonización de las legislaciones de los Países Miembros; y,

g) Promover relaciones de cooperación y coordinación con los Parlamentos de los Países Miembros, los órganos e instituciones del Sistema, así como con los órganos parlamentarios de integración o cooperación de terceros países.

Sección G - De las Instituciones Consultivas

Artículo 44.- El Consejo Consultivo Empresarial y el Consejo Consultivo Laboral son instituciones consultivas del Sistema Andino de Integración. Están conformados por delegados del más alto nivel, los cuales serán elegidos directamente por las organizaciones representativas de los sectores empresarial y laboral de cada uno de los Países Miembros, de conformidad con sus respectivos reglamentos, y acreditados oficialmente por aquellos.

Corresponderá a estos Consejos Consultivos emitir opinión ante el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, la Comisión o la Secretaría General, a solicitud de éstos o por propia iniciativa, sobre los programas o actividades del proceso de la integración subregional andina que fueran de interés para sus respectivos sectores. También podrán ser convocados a las reuniones de los grupos de trabajo y de expertos gubernamentales, vinculados a la elaboración de proyectos de Decisión, y podrán participar con derecho a voz en las reuniones de la Comisión.

Sección H - De las Instituciones Financieras

Artículo 45.- La Corporación Andina de Fomento y el Fondo Latinoamericano de Reservas son instituciones financieras del Sistema que tienen por objeto impulsar el proceso de la integración subregional andina.

Artículo 46.- La Secretaría General y los órganos ejecutivos de la Corporación Andina de Fomento y del Fondo Latinoamericano de Reservas deberán mantener vínculos de trabajo, con el fin de establecer una adecuada coordinación de actividades y facilitar, de esa manera, el logro de los objetivos del presente Acuerdo.

Sección I - De la Solución de Controversias

Artículo 47.- La solución de controversias que surjan con motivo de la aplicación del ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina se sujetará a las normas del Tratado que crea el Tribunal de Justicia.

Sección J - De la Personería Jurídica Internacional y de los Privilegios e Inmunidades

Artículo 48.- La Comunidad Andina es una organización subregional con personería o personalidad jurídica internacional.

Artículo 49.- La Secretaría General, el Tribunal de Justicia, el Parlamento Andino, la Corporación Andina de Fomento, el Fondo Latinoamericano de Reservas y los Convenios Sociales que son parte del Sistema gozarán, en el territorio de cada uno de los Países Miembros, de los privilegios e inmunidades necesarios para la realización de sus propósitos. Sus representantes y funcionarios internacionales gozarán, asimismo, de los privilegios e inmunidades necesarios para desempeñar con independencia sus funciones, en relación con este Acuerdo. Sus locales son inviolables y sus bienes y haberes gozan de inmunidad contra todo procedimiento judicial, salvo que renuncie expresamente a ésta. No obstante, tal renuncia no se aplicará a ninguna medida judicial ejecutoria.

CAPÍTULO III

RELACIONES EXTERNAS

Artículo 50.- El Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores formulará la Política Exterior Común, para los asuntos que sean de interés subregional. A tal efecto, concertará posiciones políticas conjuntas que permitan una participación comunitaria efectiva en foros y organizaciones políticas internacionales.

Artículo 51.- El Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores y la Comisión de la Comunidad Andina definirán y emprenderán una estrategia comunitaria orientada a la profundización de la integración con los demás bloques económicos regionales y de relacionamiento con esquemas extraregionales, en los ámbitos político, social y económico-comercial.

Artículo 52.- Para el logro del objetivo enunciado en el presente Capítulo, el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores y la Comisión de la Comunidad Andina emplearán, entre otras, las medidas siguientes:

a) Fortalecer la participación comunitaria en foros económicos y comerciales, internacionales, multilaterales, hemisféricos y regionales;

b) Coordinar negociaciones conjuntas de la Comunidad Andina con otros procesos de integración o con terceros países o grupos de países; y,

c) Encomendar investigaciones, estudios y acciones a la Secretaría General que permitan alcanzar el objetivo y las medidas previstos en el presente Capítulo.

CAPÍTULO IV

ARMONIZACION DE LAS POLITICAS ECONOMICAS Y COORDINACION
DE LOS PLANES DE DESARROLLO
Artículo 53.- Los Países Miembros adoptarán progresivamente una estrategia para el logro de los objetivos del desarrollo de la Subregión previstos en el presente Acuerdo.

Artículo 54.- Los Países Miembros coordinarán sus planes de desarrollo en sectores específicos y armonizarán gradualmente sus políticas económicas y sociales, con la mira de llegar al desarrollo integrado del área, mediante acciones planificadas.

Este proceso se cumplirá paralela y coordinadamente con el de formación del mercado subregional mediante los siguientes mecanismos, entre otros:

a) Programas de Desarrollo Industrial;

b) Programas de Desarrollo Agropecuario y Agroindustrial;

c) Programas de Desarrollo de la Infraestructura Física;

d) Programas de Liberación Intrasubregional de los Servicios;

e) La armonización de las políticas cambiaria, monetaria, financiera y fiscal, incluyendo el tratamiento a los capitales de la Subregión o de fuera de ella;

f) Una política comercial común frente a terceros países; y

g) La armonización de métodos y técnicas de planificación.

Artículo 55.- La Comunidad Andina contará con un régimen común sobre tratamiento a los capitales extranjeros y, entre otros, sobre marcas, patentes, licencias y regalías.

Artículo 56.- La Comunidad Andina contará con un régimen uniforme al que deberán sujetarse las empresas multinacionales andinas.

Artículo 57.- La Comisión, a propuesta de la Secretaría General, establecerá los procedimientos y mecanismos de carácter permanente que sean necesarios para lograr la coordinación y armonización de que trata el Artículo 54.

Artículo 58.- La Comisión, a propuesta de la Secretaría General y tomando en cuenta los avances y requerimientos del proceso de integración subregional, así como el cumplimiento equilibrado de los mecanismos del Acuerdo, aprobará normas y definirá plazos para la armonización gradual de las legislaciones económicas y los instrumentos y mecanismos de regulación y fomento del comercio exterior de los Países Miembros que incidan sobre los mecanismos previstos en el presente Acuerdo para la formación del mercado subregional.

Artículo 59.- En sus planes nacionales de desarrollo y en la formulación de sus políticas económicas, los Países Miembros incluirán las medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de los artículos precedentes.

CAPÍTULO V

PROGRAMAS DE DESARROLLO INDUSTRIAL

Artículo 60.- Los Países Miembros se obligan a promover un proceso de desarrollo industrial conjunto, para alcanzar, entre otros, los siguientes objetivos:

a) La expansión, especialización, diversificación y promoción de la actividad industrial;

b) El aprovechamiento de las economías de escala;

c) La óptima utilización de los recursos disponibles en el área, especialmente a través de la industrialización de los recursos naturales;

d) El mejoramiento de la productividad;

e) Un mayor grado de relación, vinculación y complementación entre las empresas industriales de la Subregión;

f) La distribución equitativa de beneficios; y

g) Una mejor participación de la industria subregional en el contexto internacional.

Artículo 61.- Para los efectos indicados en el artículo anterior, constituyen modalidades de integración industrial las siguientes:

a) Programas de Integración Industrial;

b) Convenios de Complementación Industrial; y

c) Proyectos de Integración Industrial.

Sección A - De los Programas de Integración Industrial

Artículo 62.- La Comisión, a propuesta de la Secretaría General, adoptará Programas de Integración Industrial, preferentemente para promover nuevas producciones industriales en ámbitos sectoriales o intersectoriales, que contarán con la participación de, por lo menos, cuatro Países Miembros.

Los programas deberán contener cláusulas sobre:

a) Objetivos específicos;

b) Determinación de los productos objeto del Programa;

c) Localización de plantas en los países de la Subregión cuando las características del sector o sectores materia de los mismos así lo requieran, en cuyo caso deberán incluir normas sobre el compromiso de no alentar producciones en los países no favorecidos con la asignación;

d) Programa de Liberación que podrá contener ritmos diferentes por país y por producto;

e) Arancel Externo Común;

f) Coordinación de las nuevas inversiones a escala subregional y medidas para asegurar su financiación;

g) Armonización de políticas en los aspectos que incidan directamente en el Programa;

h) Medidas complementarias que propicien mayores vinculaciones industriales y faciliten el cumplimiento de los objetivos del Programa; e

i) Los plazos durante los cuales deberán mantenerse los derechos y obligaciones que emanen del Programa en el caso de denuncia del Acuerdo.

Artículo 63.- El país no participante en un Programa de Integración Industrial podrá plantear su incorporación en cualquier momento, para cuyo efecto la Comisión aprobará las condiciones de dicha incorporación, mediante el sistema de votación previsto en el literal b) del Artículo 26. En las propuestas respectivas se deberán considerar los resultados de las negociaciones que hubieren celebrado al efecto los países participantes con el no participante.

Sección B - De los Convenios de Complementación Industrial

Artículo 64.- Los Convenios de Complementación Industrial tendrán por objeto promover la especialización industrial entre los Países Miembros y podrán ser celebrados y ejecutados por dos o más de ellos. Dichos Convenios deberán ser aprobados por la Comisión.

Para los efectos indicados en el inciso anterior, los Convenios podrán comprender medidas tales como distribución de producciones, coproducción, subcontratación de capacidades de producción, acuerdos de mercado y operaciones conjuntas de comercio exterior, y otras que faciliten una mayor articulación de los procesos productivos y de la actividad empresarial.

Los Convenios de Complementación Industrial tendrán carácter temporal y a más de la determinación de los productos objeto de los mismos y del plazo de vigencia de los derechos y obligaciones de los Países Miembros participantes, podrán contener medidas especiales en materia de tratamientos arancelarios, de regulación del comercio y de establecimiento de márgenes de preferencia, no extensivas a los países no participantes y siempre que dichas medidas representen iguales o mejores condiciones que las existentes para el intercambio recíproco. En este caso, se determinarán los gravámenes aplicables a terceros países.

Artículo 65.- Los países no participantes en los Convenios de Complementación podrán plantear su incorporación en cualquier momento, para cuyo efecto los países participantes aprobarán las condiciones de dicha incorporación, las cuales deberán ser puestas en conocimiento de la Comisión.

Sección C - De los Proyectos de Integración Industrial

Artículo 66.- La Comisión, a propuesta de la Secretaría General, aprobará Proyectos de Integración Industrial, los cuales se ejecutarán respecto de productos específicos o familias de productos, preferentemente nuevos, mediante acciones de cooperación colectiva y con la participación de todos los Países Miembros.

Para la ejecución de estos Proyectos se adelantarán, entre otras, las siguientes acciones:

a) Realización de estudios de factibilidad y diseño;

b) Suministro de equipos, asistencia técnica, tecnología y demás bienes y servicios, preferentemente de origen subregional;

c) Apoyo de la Corporación Andina de Fomento mediante el financiamiento o la participación accionaria; y

d) Gestiones y negociaciones conjuntas con empresarios y agencias gubernamentales internacionales para la captación de recursos externos o transferencia de tecnologías.

Los Proyectos de Integración Industrial incluirán cláusulas sobre localización de plantas en los Países Miembros cuando las características del sector o sectores correspondientes así lo requieran y podrán comprender cláusulas que faciliten el acceso de las producciones al mercado subregional.

En el caso de proyectos específicos que se localicen en Bolivia o el Ecuador, la Comisión establecerá tratamientos arancelarios temporales y no extensivos, que mejoren las condiciones de acceso de dichos productos al mercado subregional. Respecto de productos no producidos, si éstos se incluyeren en esta modalidad, contemplarán excepciones al principio de irrevocabilidad del inciso primero del Artículo 76.

Sección D - Otras Disposiciones

Artículo 67.- En la aplicación de las modalidades de integración industrial, la Comisión y la Secretaría General tendrán en cuenta la situación y requerimientos de la pequeña y mediana industria, particularmente aquellos referidos a los siguientes aspectos:

a) Las capacidades instaladas de las empresas existentes;

b) Las necesidades de asistencia financiera y técnica para la instalación, ampliación, modernización o conversión de plantas;

c) Las perspectivas de establecer sistemas conjuntos de comercialización, de investi​gación tecnológica y de otras formas de cooperación entre empresas afines; y

d) Los requerimientos de capacitación de mano de obra.

Artículo 68.- Las modalidades de integración industrial podrán prever acciones de racionalización industrial con miras a lograr un óptimo aprovechamiento de los factores productivos y a alcanzar mayores niveles de productividad y eficiencia.

Artículo 69.- La Secretaría General podrá realizar o promover acciones de cooperación, incluyendo las de racionalización y modernización industrial, en favor de cualquier actividad del sector y, en especial, de la pequeña y mediana industria de la Subregión, con el fin de coadyuvar al desarrollo industrial de los Países Miembros. Estas acciones se llevarán a cabo prioritariamente en Bolivia y el Ecuador.

Artículo 70.- Cuando se estime conveniente y, en todo caso, en oportunidad de las evaluaciones periódicas de la Secretaría General, ésta propondrá a la Comisión las medidas que considere indispensables para asegurar la participación equitativa de los Países Miembros en las modalidades de integración industrial de que trata el presente Capítulo, en su ejecución y en el cumplimiento de sus objetivos.

Artículo 71.- Corresponderá a la Comisión y a la Secretaría General mantener una adecuada coordinación con la Corporación Andina de Fomento y gestionar la colaboración de cualesquiera otras instituciones nacionales e internacionales cuya contribución técnica y financiera estimen conveniente para:

a) Facilitar la coordinación de políticas y la programación conjunta de las inversiones;

b) Encauzar un volumen creciente de recursos financieros hacia la solución de los problemas que el proceso de integración industrial plantee a los Países Miembros;

c) Promover la financiación de los proyectos de inversión que se generen de la ejecución de las modalidades de integración industrial; y

d) Ampliar, modernizar o convertir plantas industriales que pudieran resultar afectadas por la liberación del intercambio.

CAPÍTULO VI

PROGRAMA DE LIBERACION

Artículo 72.- El Programa de Liberación de bienes tiene por objeto eliminar los gravámenes y las restricciones de todo orden que incidan sobre la importación de productos originarios del territorio de cualquier País Miembro.

Artículo 73.- Se entenderá por “gravámenes” los derechos aduaneros y cualesquier otros recargos de efectos equivalentes, sean de carácter fiscal, monetario o cambiario, que incidan sobre las importaciones. No quedarán comprendidos en este concepto las tasas y recargos análogos cuando correspondan al costo aproximado de los servicios prestados.

Se entenderá por “restricciones de todo orden” cualquier medida de carácter administrativo, financiero o cambiario, mediante la cual un País Miembro impida o dificulte las importaciones, por decisión unilateral. No quedarán comprendidas en este concepto la adopción y el cumplimiento de medidas destinadas a la:

a) Protección de la moralidad pública;

b) Aplicación de leyes y reglamentos de seguridad;

c) Regulación de las importaciones o exportaciones de armas, municiones y otros materiales de guerra y, en circunstancias excepcionales, de todos los demás artículos militares, siempre que no interfieran con lo dispuesto en tratados sobre libre tránsito irrestricto vigentes entre los Países Miembros;

d) Protección de la vida y salud de las personas, los animales y los vegetales;

e) Importación y exportación de oro y plata metálicos;

f) Protección del patrimonio nacional de valor artístico, histórico o arqueológico; y

g) Exportación, utilización y consumo de materiales nucleares, productos radiactivos o cualquier otro material utilizable en el desarrollo o aprovechamiento de la energía nuclear.

Artículo 74.- Para los efectos de los artículos anteriores, la Secretaría General, de oficio o a petición de parte, determinará, en los casos en que sea necesario, si una medida adoptada unilateralmente por un País Miembro constituye “gravamen” o “restricción”.

Artículo 75.- En materia de impuestos, tasas y otros gravámenes internos, los productos originarios de un País Miembro gozarán en el territorio de otro País Miembro de tratamiento no menos favorable que el que se aplica a productos similares nacionales.

Artículo 76.- El Programa de Liberación será automático e irrevocable y comprenderá la universalidad de los productos, salvo las disposiciones de excepción establecidas en el presente Acuerdo, para llegar a su liberación total en los plazos y modalidades que señala este Acuerdo.

Este Programa se aplicará, en sus diferentes modalidades:

a) A los productos que sean objeto de Programas de Integración Industrial;

b) A los productos incluidos en la Lista Común señalada en el Artículo 4 del Tratado de Montevideo de 1960;

c) A los productos que no se producen en ningún país de la Subregión, incluidos en la nómina correspondiente; y

d) A los productos no comprendidos en los literales anteriores.

Artículo 77.- Los Países Miembros se abstendrán de aplicar gravámenes y de introducir restricciones de todo orden a las importaciones de bienes originarios de la Subregión.

Artículo 78.- Los Países Miembros procurarán concertar conjuntamente acuerdos de alcance parcial comerciales, de complementación económica, agropecuarios y de promoción del comercio con los demás países de América Latina en los sectores de producción que sean susceptibles de ello, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 86 de este Acuerdo y en el Tratado de Montevideo de 1980.

CAPÍTULO VII

COMERCIO INTRASUBREGIONAL DE SERVICIOS

Artículo 79.- La Comisión de la Comunidad Andina, a propuesta de la Secretaría General, aprobará un marco general de principios y normas para lograr la liberación del comercio intrasubregional de los servicios.

Artículo 80.- El marco general previsto en el artículo anterior se aplicará al comercio de servicios suministrado a través de los siguientes modos de prestación:

a) Desde el territorio de un País Miembro al territorio de otro País Miembro;

b) En el territorio de un País Miembro a un consumidor de otro País Miembro;

c) Por conducto de la presencia comercial de empresas prestadoras de servicios de un País Miembro en el territorio de otro País Miembro; y,

d) Por personas naturales de un País Miembro en el territorio de otro País Miembro.

CAPÍTULO VIII

ARANCEL EXTERNO COMUN

Artículo 81.- Los Países Miembros se comprometen a poner en aplicación un Arancel Externo Común en los plazos y modalidades que establezca la Comisión.

Artículo 82.- La Comisión, a propuesta de la Secretaría General, aprobará el Arancel Externo Común que deberá contemplar niveles adecuados de protección en favor de la producción subregional, teniendo en cuenta el objetivo del Acuerdo de armonizar gradualmente las diversas políticas económicas de los Países Miembros.

En la fecha que señale la Comisión, Colombia, Perú y Venezuela comenzarán el proceso de aproximación al Arancel Externo Común de los gravámenes aplicables en sus aranceles nacionales a las importaciones de productos no originarios de la Subregión, en forma anual, automática y lineal.

Artículo 83.- No obstante lo dispuesto en el Artículo 82 se aplicarán las siguientes reglas:

a) Respecto de los productos que sean objeto de Programas de Integración Industrial regirán las normas que sobre el Arancel Externo Común establezcan dichos Programas; y respecto a los productos que sean objeto de Proyectos de Integración Industrial, la Comisión, cuando fuere el caso, podrá determinar, al aprobar la Decisión respectiva, los niveles de gravámenes aplicables a terceros países y las condiciones correspondientes; y

b) En cualquier momento en que, en cumplimiento del Programa de Liberación, un producto quede liberado de gravámenes y otras restricciones, le serán plena y simultáneamente aplicados los gravámenes establecidos en el Arancel Externo Mínimo Común o en el Arancel Externo Común, según el caso.

Si se tratare de productos que no se producen en la Subregión, cada país podrá diferir la aplicación de los gravámenes comunes hasta el momento en que la Secretaría General verifique que se ha iniciado su producción en la Subregión. Con todo, si a juicio de la Secretaría General la nueva producción es insuficiente para satisfacer normalmente el abastecimiento de la Subregión, propondrá a la Comisión las medidas necesarias para conciliar la necesidad de proteger la producción subregional con la de asegurar un abastecimiento normal.

Artículo 84.- La Comisión, a propuesta de la Secretaría General, podrá modificar los niveles arancelarios comunes en la medida y en la oportunidad que considere conveniente para:

a) Adecuarlos a las necesidades de la Subregión; y

b) Contemplar la situación especial de Bolivia y el Ecuador.

Artículo 85.- La Secretaría General podrá proponer a la Comisión las medidas que considere indispensables para procurar condiciones normales de abastecimiento subregional.

Para atender insuficiencias transitorias de la oferta que afecten a cualquier País Miembro, éste podrá plantear el problema a la Secretaría General, la cual verificará la situación en un plazo compatible con la urgencia del caso. Una vez que la Secretaría General compruebe que existe el problema planteado y lo comunique al país afectado, éste podrá tomar medidas tales como la reducción o suspensión transitoria de los gravámenes del Arancel Externo dentro de los límites indispensables para corregir la perturbación.

En los casos a que se refiere el inciso anterior, la Secretaría General solicitará una reunión extraordinaria de la Comisión, si fuere el caso, o le informará sobre lo actuado en su próxima reunión ordinaria.

Artículo 86.- Los Países Miembros se comprometen a no alterar unilateralmente los gravámenes del Arancel Externo Común. Igualmente, se comprometen a celebrar las consultas necesarias en el seno de la Comisión antes de adquirir compromisos de carácter arancelario con países ajenos a la Subregión. La Comisión, previa propuesta de la Secretaría General y mediante Decisión, se pronunciará sobre dichas consultas y fijará los términos a los que deberán sujetarse los compromisos de carácter arancelario.

CAPÍTULO IX

PROGRAMAS DE DESARROLLO AGROPECUARIO

Artículo 87.- Con el propósito de impulsar el desarrollo agropecuario y agroindustrial conjunto y alcanzar un mayor grado de seguridad alimentaria subregional, los Países Miembros ejecutarán un Programa de Desarrollo Agropecuario y Agroindustrial, armonizarán sus políticas y coordinarán sus planes nacionales del sector, tomando en cuenta, entre otros, los siguientes objetivos:

a) El mejoramiento del nivel de vida de la población rural;

b) La atención de los requerimientos alimentarios y nutricionales de la población en términos satisfactorios en procura de la menor dependencia posible de los abastecimientos procedentes de fuera de la Subregión;

c) El abastecimiento oportuno y adecuado del mercado subregional y la protección contra los riesgos del desabastecimiento de alimentos;

d) El incremento de la producción de los alimentos básicos y de los niveles de productividad;

e) La complementación y la especialización subregional de la producción con miras al mejor uso de sus factores y al incremento del intercambio de productos agropecuarios y agroindustriales; y

f) La sustitución subregional de las importaciones y la diversificación y aumento de las exportaciones.

Artículo 88.- Para el logro de los objetivos enunciados en el artículo anterior, la Comisión, a propuesta de la Secretaría General, tomará, entre otras, las medidas siguientes:

a) Formación de un Sistema Andino y de Sistemas Nacionales de Seguridad Alimentaria;

b) Programas conjuntos de desarrollo agropecuario y agroindustrial por productos o grupos de productos;

c) Programas conjuntos de desarrollo tecnológico agropecuario y agroindustrial, comprendiendo acciones de investigación, capacitación y transferencia de tecnología;

d) Promoción del comercio agropecuario y agroindustrial intrasubregional y celebración de convenios de abastecimiento de productos agropecuarios;

e) Programas y acciones conjuntas en relación al comercio agropecuario y agroindustrial con terceros países;

f) Normas y programas comunes sobre sanidad vegetal y animal;

g) Creación de mecanismos subregionales de financiamiento para el sector agropecuario y agroindustrial;

h) Programas conjuntos para el aprovechamiento y conservación de los recursos naturales del sector; e

i) Programas conjuntos de cooperación en el campo de la investigación y transferencia de tecnología en áreas de interés común para los Países Miembros tales como genética, floricultura, pesca, selvicultura y aquellos que la Comisión determine en el futuro.

Artículo 89.- La Comisión y la Secretaría General adoptarán las medidas necesarias para acelerar el desarrollo agropecuario y agroindustrial de Bolivia y el Ecuador y su participación en el mercado ampliado.

Artículo 90.- Cualquier País Miembro podrá aplicar, en forma no discriminatoria, al comercio de productos incorporados a la lista a que se refiere el Artículo 92, medidas destinadas a:

a) Limitar las importaciones a lo necesario para cubrir los déficit de producción interna; y

b) Nivelar los precios del producto importado a los del producto nacional.

Para la aplicación de dichas medidas, cuando sea del caso, los Países Miembros ejecutarán acciones por intermedio de agencias nacionales existentes, destinadas al suministro de productos alimenticios agropecuarios y agroindustriales.

Artículo 91.- El país que imponga las medidas de que trata el artículo anterior dará cuenta inmediata a la Secretaría General, acompañando un informe sobre las razones en que se ha fundado para aplicarlas.

A Bolivia y Ecuador sólo podrá aplicarlas en casos debidamente calificados y previa comprobación por la Secretaría General de que los perjuicios provienen sustancialmente de sus importaciones. La Secretaría General deberá pronunciarse obligatoriamente dentro de los quince días siguientes a la fecha de recepción del informe y podrá autorizar su aplicación.

Cualquier País Miembro que se considere perjudicado por dichas medidas podrá presentar sus observaciones a la Secretaría General.

La Secretaría General analizará el caso y propondrá a la Comisión las medidas de carácter positivo que juzgue convenientes a la luz de los objetivos señalados en el Artículo 87.

La Comisión decidirá sobre las restricciones aplicadas y sobre las medidas propuestas por la Secretaría General.

Artículo 92.- Antes del 31 de diciembre de 1970, la Comisión, a propuesta de la Secretaría General, determinará la lista de productos agropecuarios para los efectos de la aplicación de los Artículos 90 y 91. Dicha lista podrá ser modificada por la Comisión, a propuesta de la Secretaría General.

CAPÍTULO X

COMPETENCIA COMERCIAL

Artículo 93.- Antes del 31 de diciembre de 1971 la Comisión adoptará, a propuesta de la Secretaría General, las normas indispensables para prevenir o corregir las prácticas que puedan distorsionar la competencia dentro de la Subregión, tales como “dumping”, manipulaciones indebidas de los precios, maniobras destinadas a perturbar el abastecimiento normal de materias primas y otras de efecto equivalente. En este orden de ideas, la Comisión contemplará los problemas que puedan derivarse de la aplicación de los gravámenes y otras restricciones a las exportaciones.

Corresponderá a la Secretaría General velar por la aplicación de dichas normas en los casos particulares que se denuncien.

Artículo 94.- Los Países Miembros no podrán adoptar medidas correctivas sin ser autorizados previamente por la Secretaría General. La Comisión reglamentará los procedimientos para la aplicación de las normas del presente Capítulo.

CAPÍTULO XI

CLAUSULAS DE SALVAGUARDIA

Artículo 95.- Un País Miembro que haya adoptado medidas para corregir el desequilibrio de su balanza de pagos global, podrá extender dichas medidas, previa autorización de la Secretaría General, con carácter transitorio y en forma no discriminatoria, al comercio intrasubregional de productos incorporados al Programa de Liberación.

Los Países Miembros procurarán que la imposición de restricciones en virtud de la situación del balance de pagos no afecte, dentro de la Subregión, al comercio de los productos incorporados al Programa de Liberación.

Cuando la situación contemplada en el presente artículo exigiere providencias inmediatas, el País Miembro interesado podrá, con carácter de emergencia, aplicar las medidas previstas, debiendo en este sentido comunicarlas de inmediato a la Secretaría General, la que se pronunciará dentro de los treinta días siguientes, ya sea para autorizarlas, modificarlas o suspenderlas.

Si la aplicación de las medidas contempladas en este artículo se prolongase por más de un año, la Secretaría General propondrá a la Comisión, por iniciativa propia o a pedido de cualquier País Miembro, la iniciación inmediata de negociaciones a fin de procurar la eliminación de las restricciones adoptadas.

Artículo 96.- Si el cumplimiento del Programa de Liberación del Acuerdo causa o amenaza causar perjuicios graves a la economía de un País Miembro o a un sector significativo de su actividad económica, dicho país podrá, previa autorización de la Secretaría General, aplicar medidas correctivas de carácter transitorio y en forma no discriminatoria. Cuando fuere necesario, la Secretaría General deberá proponer a la Comisión medidas de cooperación colectiva destinadas a superar los inconvenientes surgidos.

La Secretaría General deberá analizar periódicamente la evolución de la situación con el objeto de evitar que las medidas restrictivas se prolonguen más allá de lo estrictamente necesario o considerar nuevas fórmulas de cooperación si fuere procedente.

Cuando los perjuicios de que trata este artículo sean tan graves que exijan providencias inmediatas, el País Miembro afectado podrá aplicar medidas correctivas provisionalmente y con carácter de emergencia, sujetas al posterior pronunciamiento de la Secretaría General.

Dichas medidas deberán causar el menor perjuicio posible al Programa de Liberación y, mientras se apliquen en forma unilateral, no podrán significar una disminución de las importaciones del producto o productos de que se trate, con respecto al promedio de los doce meses anteriores.

El País Miembro que adopte las medidas deberá comunicarlas inmediatamente a la Secretaría General y ésta se pronunciará sobre ellas dentro de los treinta días siguientes, ya sea para autorizarlas, modificarlas o suspenderlas.

Artículo 97.- Cuando ocurran importaciones de productos originarios de la Subregión, en cantidades o en condiciones tales que causen perturbaciones en la producción nacional de productos específicos de un País Miembro, éste podrá aplicar medidas correctivas, no discriminatorias, de carácter provisional, sujetas al posterior pronunciamiento de la Secretaría General.

El País Miembro que aplique las medidas correctivas, en un plazo no mayor de sesenta días, deberá comunicarlas a la Secretaría General y presentar un informe sobre los motivos en que fundamenta su aplicación. La Secretaría General, dentro de un plazo de sesenta días siguientes a la fecha de recepción del mencionado informe, verificará la perturbación y el origen de las importaciones causantes de la misma y emitirá su pronunciamiento, ya sea para suspender, modificar o autorizar dichas medidas, las que solamente podrán aplicarse a los productos del País Miembro donde se hubiere originado la perturbación. Las medidas correctivas que se apliquen deberán garantizar el acceso de un volumen de comercio no inferior al promedio de los tres últimos años.

Artículo 98.- Si una devaluación monetaria efectuada por uno de los Países Miembros altera las condiciones normales de competencia, el país que se considere perjudicado podrá plantear el caso a la Secretaría General, la que deberá pronunciarse breve y sumariamente. Verificada la perturbación por la Secretaría General, el país perjudicado podrá adoptar medidas correctivas de carácter transitorio y mientras subsista la alteración, dentro de las recomendaciones de la Secretaría General. En todo caso, dichas medidas no podrán significar una disminución de los niveles de importación existentes antes de la devaluación.

Sin perjuicio de la aplicación de las medidas transitorias aludidas, cualquiera de los Países Miembros podrá pedir a la Comisión una decisión definitiva del asunto.

El País Miembro que devaluó podrá pedir a la Secretaría General, en cualquier tiempo, que revise la situación, a fin de atenuar o suprimir las mencionadas medidas correctivas. El dictamen de la Secretaría General podrá ser enmendado por la Comisión.

En las situaciones de que trata este artículo, el país que se considere perjudicado, al presentar el caso a la Secretaría General podrá proponer las medidas de protección adecuadas a la magnitud de la alteración planteada, acompañando los elementos técnicos que fundamenten su planteamiento. La Secretaría General podrá solicitar la información complementaria que estime conveniente.

El pronunciamiento breve y sumario de la Secretaría General deberá producirse dentro del plazo de un mes, contado a partir de la fecha de recepción de la solicitud. Si la Secretaría General no se pronunciare en dicho plazo y el país solicitante considera que la demora en el pronunciamiento puede acarrearle perjuicios, podrá adoptar las medidas iniciales por él propuestas, comunicando de inmediato este hecho a la Secretaría General, la cual, en su pronunciamiento posterior, deberá decidir sobre el mantenimiento, modificación o suspensión de las medidas aplicadas.

En su pronunciamiento la Secretaría General tendrá en cuenta, entre otros elementos de juicio, los indicadores económicos relativos a las condiciones de competencia comercial en la Subregión que la Comisión haya adoptado con carácter general, a propuesta de la Secretaría General, las características propias de los sistemas cambiarios de los Países Miembros y los estudios que al respecto realice el Consejo Monetario y Cambiario.

Mientras no se haya adoptado el sistema de indicadores económicos por la Comisión, la Secretaría General procederá con sus propios elementos de juicio.

No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, si durante el lapso que media entre la presentación referida y el pronunciamiento de la Secretaría General, a juicio del País Miembro solicitante existen antecedentes que hagan temer fundadamente que, como consecuencia de la devaluación, se producirán perjuicios inmediatos que revistan señalada gravedad para su economía, que requieran con carácter de emergencia la adopción de medidas de protección, podrá plantear la situación a la Secretaría General, la cual, si considera fundada la petición, podrá autorizar la aplicación de medidas adecuadas, para lo cual dispondrá de un plazo de siete días continuos. El pronunciamiento definitivo de la Secretaría General sobre la alteración de las condiciones normales de competencia determinará, en todo caso, el mantenimiento, modificación o suspensión de las medidas de emergencia autorizadas.

Las medidas que se adopten de conformidad con este artículo no podrán significar una disminución de las corrientes de comercio existentes antes de la devaluación.

Con relación a todas estas medidas serán plenamente aplicables los incisos segundo y tercero de este artículo.

Artículo 99.- No se aplicarán cláusulas de salvaguardia de ningún tipo a las importaciones de productos originarios de la Subregión incluidos en Programas y Proyectos de Integración Industrial.

CAPÍTULO XII

ORIGEN

Artículo 100.- La Comisión, a propuesta de la Secretaría General, adoptará las normas especiales que sean necesarias para la calificación del origen de las mercaderías. Dichas normas deberán constituir un instrumento dinámico para el desarrollo de la Subregión y ser adecuadas para facilitar la consecución de los objetivos del Acuerdo.

Artículo 101.- Corresponderá a la Secretaría General fijar requisitos específicos de origen para los productos que así lo requieran. Cuando en un Programa de Integración Industrial sea necesaria la fijación de requisitos específicos, la Secretaría General deberá establecerlos simultáneamente con la aprobación del programa correspondiente.

Dentro del año siguiente a la fijación de un requisito específico, los Países Miembros podrán solicitar su revisión a la Secretaría General, que deberá pronunciarse sumariamente.

Si un País Miembro lo solicita, la Comisión deberá examinar dichos requisitos y adoptar una decisión definitiva, dentro de un plazo comprendido entre los seis y los doce meses, contados desde la fecha de su fijación por la Secretaría General.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso primero del presente artículo, la Secretaría General podrá, en cualquier momento, de oficio o a petición de parte, fijar y modificar dichos requisitos a fin de adaptarlos al avance económico y tecnológico de la Subregión.

Artículo 102.- La Comisión y la Secretaría General, al adoptar y fijar las normas especiales o los requisitos específicos de origen, según sea el caso, procurarán que no constituyan obstáculos para que Bolivia y el Ecuador aprovechen las ventajas derivadas de la aplicación del Acuerdo.

Artículo 103.- La Secretaría General velará por el cumplimiento de las normas y requisitos de origen dentro del comercio subregional. Asimismo deberá proponer las medidas que sean necesarias para solucionar los problemas de origen que perturben la consecución de los objetivos de este Acuerdo.

CAPÍTULO XIII

INTEGRACION FISICA

Artículo 104.- Los Países Miembros desarrollarán una acción conjunta para lograr un mejor aprovechamiento del espacio físico, fortalecer la infraestructura y los servicios necesarios para el avance del proceso de integración económica de la Subregión. Esta acción se ejercerá principalmente en los campos de la energía, los transportes y las comunicaciones, y comprenderá las medidas necesarias a fin de facilitar el tráfico fronterizo entre los Países Miembros.

Para tal efecto, los Países Miembros propenderán al establecimiento de entidades o empresas de carácter multinacional, cuando ello sea posible y conveniente para facilitar la ejecución y administración de dichos proyectos.

Artículo 105.- La Comisión, a propuesta de la Secretaría General, adoptará programas en los campos señalados en el artículo anterior con el fin de impulsar un proceso continuo destinado a ampliar y modernizar la infraestructura física y los servicios de transportes y comunicaciones de la Subregión. Estos programas comprenderán, en lo posible:

a) La identificación de proyectos específicos para su incorporación en los planes nacionales de desarrollo y el orden de prioridad en que deben ejecutarse;

b) Las medidas indispensables para financiar los estudios de preinversión que sean necesarios;

c) Las necesidades de asistencia técnica y financiera para asegurar la ejecución de los proyectos; y

d) Las modalidades de acción conjunta ante la Corporación Andina de Fomento y los organismos internacionales de crédito para asegurar la provisión de los recursos financieros que se requieran.

Artículo 106.- Los programas de que trata el artículo anterior, así como los Programas y Proyectos de Integración Industrial, deberán comprender medidas de cooperación colectiva para satisfacer adecuadamente los requerimientos de infraestructura indispensables para su ejecución y contemplarán de manera especial la situación del Ecuador y las características territoriales y el enclaustramiento geográfico de Bolivia.

CAPÍTULO XIV

ASUNTOS FINANCIEROS

Artículo 107.- Los Países Miembros ejecutarán acciones y coordinarán sus políticas en materias financieras y de pagos, en la medida necesaria para facilitar la consecución de los objetivos del Acuerdo.

Para tales efectos, la Comisión, a propuesta de la Secretaría General, adoptará las siguientes acciones:

a) Recomendaciones para la canalización de recursos financieros a través de los organismos pertinentes, para los requerimientos del desarrollo de la Subregión;

b) Promoción de inversiones para los programas de la integración andina;

c) Financiación del comercio entre los Países Miembros y con los de fuera de la Subregión;

d) Medidas que faciliten la circulación de capitales dentro de la Subregión y en especial la promoción de empresas multinacionales andinas;

e) Coordinación de posiciones para el fortalecimiento de los mecanismos de pagos y créditos recíprocos en el marco de la ALADI;

f) Establecimiento de un sistema andino de financiamiento y pagos que comprenda el Fondo Latinoamericano de Reservas, una unidad de cuenta común, líneas del financiamiento del comercio, una cámara subregional de compensación y un sistema de créditos recíprocos;

g) Cooperación y coordinación de posiciones frente a los problemas de financiamiento externo de los Países Miembros; y

h) Coordinación con la Corporación Andina de Fomento y el Fondo Latinoamericano de Reservas para los propósitos previstos en los literales anteriores.

Artículo 108.- Si como consecuencia del cumplimiento del Programa de Liberación del Acuerdo un País Miembro sufre dificultades relacionadas con sus ingresos fiscales, la Secretaría General podrá proponer a la Comisión, a petición del país afectado, medidas para resolver tales problemas. En sus propuestas, la Secretaría General tendrá en cuenta los grados de desarrollo económico relativo de los Países Miembros.

CAPÍTULO XV

REGIMEN ESPECIAL PARA BOLIVIA Y EL ECUADOR

Artículo 109.- Con el fin de disminuir gradualmente las diferencias de desarrollo actualmente existentes en la Subregión, Bolivia y el Ecuador gozarán de un régimen especial que les permita alcanzar un ritmo más acelerado de desarrollo económico, mediante su participación efectiva e inmediata en los beneficios de la industrialización del área y de la liberación del comercio.

Para lograr el propósito enunciado en este artículo, los órganos del Acuerdo propondrán y adoptarán las medidas necesarias, de conformidad con las reglas del mismo.

Sección A - De la Armonización de Políticas Económicas y de la
Coordinación de Planes de Desarrollo
Artículo 110.- En la armonización de políticas económicas y sociales y en la coordinación de los planes de que trata el Capítulo IV, deberán establecerse tratamientos diferenciales e incentivos suficientes que compensen las deficiencias estructurales de Bolivia y el Ecuador y aseguren la movilización y asignación de los recursos indispensables para el cumplimiento de los objetivos que a su favor contempla el Acuerdo.

Sección B - De la Política Industrial

Artículo 111.- La ejecución de los Programas de Desarrollo Industrial considerará de manera especial la situación de Bolivia y el Ecuador para la asignación prioritaria de producciones a su favor y la localización consiguiente de plantas en sus territorios, especialmente a través de su participación en las modalidades de integración industrial previstas en el Artículo 61. Asimismo, contemplará el desarrollo de un programa para la industrialización integral de los recursos naturales de Bolivia y el Ecuador.

Artículo 112.- Los Programas y Proyectos de Integración Industrial contemplarán ventajas exclusivas y tratamientos preferenciales eficaces en favor de Bolivia y el Ecuador, de manera de facilitarles el efectivo aprovechamiento del mercado subregional.

Artículo 113.- La Secretaría General, al proponer a la Comisión las medidas complementarias previstas en el Artículo 70, deberá contemplar ventajas exclusivas y tratamientos preferenciales en favor de Bolivia y el Ecuador, en los casos en que ello sea necesario.

La Comisión, a propuesta de la Secretaría General, deberá adoptar las medidas que sean necesarias para asegurar la eficacia y el aprovechamiento de las asignaciones que fueren otorgadas a Bolivia y el Ecuador, en especial las destinadas al reforzamiento de los compromisos relativos al respeto de las asignaciones otorgadas a esos países, a la extensión de los plazos para el mantenimiento de las asignaciones y a la ejecución de los proyectos que les fueren asignados dentro de los Programas de Desarrollo Industrial.

Sección C - De la Política Comercial

Artículo 114.- Las medidas correctivas a que se refieren los Artículos 90 y 96 se extenderán a las importaciones procedentes de Bolivia y el Ecuador sólo en casos debidamente calificados y previa comprobación, por la Secretaría General, de que los perjuicios graves provienen sustancialmente de dichas importaciones. La Secretaría General observará, en esta materia, los procedimientos de los Artículos 91 y 96 y los reglamentos que adopte la Comisión, a propuesta de la Secretaría General, respecto a las normas de salvaguardia correspondientes.

Artículo 115.- En las acciones de cooperación a que se refiere el Artículo 69, la Secretaría General dará atención especial y prioritaria a las industrias de Bolivia y el Ecuador cuyos productos sean exceptuados por dichos países del Programa de Liberación, con el fin de contribuir a habilitarlas lo más pronto posible para participar en el mercado subregional.

Sección D - Del Arancel Externo Común

Artículo 116.- Bolivia y el Ecuador iniciarán el proceso de adopción del Arancel Externo Común en forma anual, automática y lineal, en la fecha que establezca la Comisión.

Bolivia y el Ecuador estarán obligados a adoptar el Arancel Externo Mínimo Común respecto de los productos que no se producen en la Subregión, de que trata el Artículo 80
. Con relación a dichos productos adoptarán los gravámenes mínimos mediante un proceso lineal y automático que se cumplirá en tres años contados a partir de la fecha en que se inicie su producción en la Subregión.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, la Comisión, a propuesta de la Secretaría General, podrá determinar que Bolivia y el Ecuador adopten los niveles arancelarios mínimos con respecto a productos que sean de interés para los restantes Países Miembros y siempre que la aplicación de dichos niveles no cause perturbaciones a Bolivia o el Ecuador.

La Comisión, con base en las evaluaciones de que trata el Artículo 131
, determinará el procedimiento y plazo para la adopción del Arancel Externo Mínimo Común por parte de Bolivia y el Ecuador. En todo caso, la Comisión tendrá en cuenta los problemas derivados del enclaustramiento geográfico de Bolivia de que trata el Artículo 4 del Acuerdo.

También podrá la Comisión, a propuesta de la Secretaría General, determinar la adopción de los niveles arancelarios mínimos por parte de Bolivia y el Ecuador con respecto a productos cuya importación desde fuera de la Subregión pueda causar perturbaciones graves a ésta.

En la elaboración de sus propuestas sobre Arancel Externo Común, la Secretaría General tendrá en cuenta lo dispuesto en el Artículo 4 en favor de Bolivia.

Artículo 117.- Bolivia y el Ecuador podrán establecer las excepciones que les sean autorizadas por la Comisión, a propuesta de la Secretaría General, al proceso de aproximación de sus aranceles nacionales al Arancel Externo Común que les permitan aplicar sus leyes vigentes de fomento industrial, principalmente en lo relacionado con la importación de bienes de capital, productos intermedios y materias primas necesarias para su desarrollo.

Dichas excepciones no podrán aplicarse en ningún caso más allá de dos años antes de la plena aplicación del Arancel Externo Común.

Sección E - De la Cooperación Financiera y la Asistencia Técnica

Artículo 118.- Los Países Miembros se comprometen a actuar conjuntamente ante la Corporación Andina de Fomento y cualesquiera otros organismos subregionales, nacionales o internacionales, con el fin de conseguir asistencia técnica y financiación para los requerimientos del desarrollo de Bolivia y el Ecuador y en especial para proyectos vinculados con el proceso de integración.

La asignación de los recursos destinados a tales proyectos deberá hacerse en función del objetivo básico de reducir las diferencias de desarrollo existentes entre los países, procurando favorecer acentuadamente a Bolivia y el Ecuador.

Además, los Países Miembros actuarán conjuntamente ante la Corporación Andina de Fomento para que asigne sus recursos ordinarios y extraordinarios en forma tal que Bolivia y el Ecuador reciban una proporción sustancialmente superior a la que resultaría de una distribución de dichos recursos proporcional a sus aportes al capital de la Corporación.

Sección F - Disposiciones Generales

Artículo 119.- En sus evaluaciones periódicas e informes, la Secretaría General considerará, de manera especial y separadamente, la situación de Bolivia y el Ecuador dentro del proceso de integración subregional y propondrá a la Comisión las medidas que juzgue adecuadas para mejorar sustancialmente sus posibilidades de desarrollo y activar cada vez más su participación en la industrialización del área.

Artículo 120.- La Comisión podrá establecer, en favor de cualquiera de los países de menor desarrollo económico relativo, condiciones y modalidades más favorables que las contempladas en el presente Capítulo, teniendo en cuenta el grado de desarrollo alcanzado y las condiciones de aprovechamiento de los beneficios de la integración.

CAPÍTULO XVI

COOPERACION ECONOMICA Y SOCIAL

Artículo 121.- Los Países Miembros podrán emprender programas y acciones en el área de cooperación económica y social, que deberán ser concertados en el seno de la Comisión y se circunscribirán a las competencias que establece el presente Acuerdo.

Artículo 122.- Los Países Miembros emprenderán acciones en el ámbito externo, en materias de interés común, con el propósito de mejorar su participación en la economía internacional.

Artículo 123.- A efectos de lo previsto en el artículo anterior, el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores y la Comisión, según sus respectivas competencias, adoptarán programas para orientar las acciones externas conjuntas de los Países Miembros, especialmente en lo relativo a las negociaciones con terceros países y grupos de países, en los ámbitos políticos, social y económico-comercial, así como para la participación en foros y organismos especializados en materias vinculadas a la economía internacional.

Artículo 124.- Los Países Miembros promoverán un proceso de desarrollo científico y tecnológico conjunto para alcanzar los siguientes objetivos:

a) La creación de capacidades de respuesta subregional a los desafíos de la revolución científico-tecnológica en curso;

b) La contribución de la ciencia y la tecnología a la concepción y ejecución de estrategias y programas de desarrollo andino; y

c) El aprovechamiento de los mecanismos de la integración económica para incentivar la innovación tecnológica y la modernización productiva.

Artículo 125.- Para los efectos indicados en el artículo anterior, los Países Miembros adoptarán en los campos de interés comunitario:

a) Programas de cooperación y concertación de esfuerzos de desarrollo en ciencia y tecnología en los que la escala subregional sea más eficaz para capacitar recursos humanos y obtener resultados de la investigación;

b) Programas de desarrollo tecnológico que contribuyan a obtener soluciones a problemas comunes de los sectores productivos, en particular aquellas conducentes a mejorar la competitividad de los diferentes sectores productivos; y

c) Programas de aprovechamiento del mercado ampliado y de las capacidades conjuntas, físicas, humanas y financieras, para inducir el desarrollo tecnológico en sectores de interés comunitario.

Artículo 126.- Los Países Miembros emprenderán acciones para impulsar el desarrollo integral de las regiones de frontera e incorporarlas efectivamente a las economías nacionales y subregionales andinas.

Artículo 127.- En el campo del turismo, los Países Miembros desarrollarán programas conjuntos tendientes a lograr un mejor conocimiento de la Subregión y a estimular las actividades económicas vinculadas con este sector.

Artículo 128.- Los Países Miembros emprenderán acciones conjuntas que permitan un mayor aprovechamiento de sus recursos naturales renovables y no renovables y la conservación y mejoramiento del medio ambiente.

Artículo 129.- Los Países Miembros emprenderán acciones de cooperación conjunta destinadas a contribuir al logro de los siguientes objetivos de desarrollo social de la población andina:

a) Eliminación de la pobreza de las clases marginadas, para lograr la justicia social;

b) Afirmación de la identidad cultural y de formación de valores ciudadanos para la integración del área andina;

c) Participación plena del habitante de la Subregión en el proceso de integración; y

d) Atención de las necesidades de las áreas deprimidas predominantemente rurales.

Para la consecución de tales objetivos se desarrollarán programas y proyectos en los campos de la salud, la seguridad social, la vivienda de interés social y la educación y cultura.

La realización de las acciones que se desarrollen en el marco del presente artículo serán coordinadas con los distintos organismos del sistema andino.

Artículo 130.- Para los efectos indicados en el artículo anterior, los Ministros respectivos del área social, bajo la modalidad de Comisión Ampliada, adoptarán en los campos de interés comunitario:

a) Programas educativos dirigidos a renovar y mejorar la calidad de la educación básica;

b) Programas que persigan diversificar y elevar el nivel técnico y la cobertura de los sistemas de formación profesional y capacitación para el trabajo;

c) Programas para el reconocimiento de títulos de educación superior a nivel andino, con el fin de facilitar la prestación de servicios profesionales en la Subregión;

d) Programas de participación popular, orientados a la incorporación plena de las áreas rurales y semirurales en el proceso de desarrollo;

e) Programas para el fomento de sistemas y proyectos de apoyo social, orientados a promover la participación de las pequeñas empresas y de circuitos de microempresas y empresas asociativas, asociadas en el espacio económico ampliado;

f) Programas de promoción de iniciativas dirigidas a la protección y el bienestar de la población trabajadora; y

g) Programas de armonización de políticas en los campos de la participación de la mujer en la actividad económica; de apoyo y protección a la infancia y a la familia; y, de atención a las etnias y a las comunidades locales.

Artículo 131.- Los Países Miembros emprenderán acciones en el campo de la comunicación social y acciones orientadas a difundir un mayor conocimiento del patrimonio cultural, histórico y geográfico de la Subregión, de su realidad económica y social y del proceso de integración andino.

Artículo 132.- Los proyectos, acciones y programas a que se refiere el presente Capítulo se desarrollarán paralela y coordinadamente con el perfeccionamiento de los otros mecanismos del proceso de integración subregional.

CAPÍTULO XVII

ADHESION, VIGENCIA Y DENUNCIA

Artículo 133.- El presente Acuerdo no podrá ser suscrito con reserva y quedará abierto a la adhesión de los demás países latinoamericanos. Los países de menor desarrollo económico relativo que se adhieran a él tendrán derecho a un tratamiento similar al que se conviene en el Capítulo XV para Bolivia y el Ecuador.

Las condiciones de la adhesión serán definidas por la Comisión, para lo cual tendrá en cuenta que la incorporación de nuevos miembros debe ajustarse a los objetivos del Acuerdo.

Artículo 134.- El presente Acuerdo entrará en vigencia cuando todos los Países Miembros que lo suscriben hayan depositado el respectivo instrumento de ratificación en la Secretaría General de la Comunidad Andina.

Este Acuerdo no podrá ser suscrito con reservas y permanecerá en vigencia por tiempo indefinido.

Artículo 135.- El País Miembro que desee denunciar este Acuerdo deberá comunicarlo a la Comisión. Desde ese momento cesarán para él los derechos y obligaciones derivados de su condición de Miembro, con excepción de las ventajas recibidas y otorgadas de conformidad con el Programa de Liberación de la Subregión, las cuales permanecerán en vigencia por un plazo de cinco años a partir de la denuncia.

El plazo indicado en el párrafo anterior podrá ser disminuido en casos debidamente fundados, por decisión de la Comisión y a petición del País Miembro interesado.

En relación con los Programas de Integración Industrial se aplicará lo dispuesto en el literal i) del Artículo 62.

CAPÍTULO XVIII

MIEMBROS ASOCIADOS

Artículo 136.- A propuesta de la Comisión de la Comunidad Andina, y previa manifestación de voluntad del país interesado, el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, en reunión ampliada, podrá otorgar la condición de Miembro Asociado en favor de un país que haya acordado con los Países Miembros de la Comunidad Andina un tratado de libre comercio.

Artículo 137.- Al momento de otorgar la condición de Miembro Asociado en favor de un país, el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores y la Comisión de la Comunidad Andina, según sus respectivas competencias, definirán mediante Decisión y oída la opinión de la Secretaría General:

a) Los órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración de los que el País Miembro Asociado formará parte, así como las condiciones de su participación;

b) Los mecanismos y medidas del Acuerdo de Cartagena en los que participará el País Miembro Asociado; y

c) La normativa que se aplicará en las relaciones entre el País Miembro Asociado y los demás Países Miembros, así como la forma en que se administrarán dichas relaciones.

Los aspectos previstos en el presente artículo podrán ser revisados en cualquier momento, conforme a los procedimientos y competencias aquí contenidos.

CAPÍTULO XIX

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 138.- La Comisión, a propuesta de la Secretaría General, y sobre la base de los informes y evaluaciones periódicas de ésta, adoptará los mecanismos necesarios para asegurar la consecución de los objetivos del Acuerdo una vez que haya concluido el proceso de liberación del intercambio y de establecimiento del Arancel Externo Común. Dichos mecanismos deberán contemplar tratamientos especiales en favor de Bolivia y el Ecuador mientras subsistan las diferencias actualmente existentes en el grado de desarrollo.

Artículo 139.- Cualquier ventaja, favor, franquicia, inmunidad o privilegio que se aplique por un País Miembro en relación con un producto originario de o destinado a cualquier otro país, será inmediata e incondicionalmente extendido al producto similar originario de o destinado al territorio de los demás Países Miembros.

Quedan exceptuados del tratamiento a que se refiere el inciso precedente, las ventajas, favores, franquicias, inmunidades y privilegios ya concedidos o que se concedieran en virtud de convenios entre Países Miembros o entre Países Miembros y terceros países, a fin de facilitar el tráfico fronterizo.

CAPÍTULO XX

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.- No obstante lo previsto en el Artículo 76 del Acuerdo de Cartagena, la Comisión de la Comunidad Andina definirá los términos del Programa de Liberación que será aplicado al comercio entre el Perú y los demás Países Miembros, a fin de lograr el pleno funcionamiento de la Zona Andina de Libre Comercio a más tardar el 31 de diciembre del año 2005. El Perú no estará obligado a aplicar el Arancel Externo Común, hasta tanto la Comisión no decida los plazos y modalidades para la incorporación del Perú a este mecanismo.

Segunda.- El Capítulo sobre Miembros Asociados y la Disposición Transitoria Primera serán aplicados en forma provisional por los Países Miembros, mientras se llevan a cabo los trámites de ratificación requeridos por los ordenamientos nacionales respectivos.

Tercera.- La Comisión de la Comunidad Andina podrá establecer un mecanismo arbitral para la solución de controversias entre los Países Miembros que persistan al pronunciamiento de la Secretaría General.

Cuarta.- Se exceptúan de lo previsto en el Artículo 77, las alteraciones de nivel que resulten de la conversión que haga el Ecuador en su Arancel Nacional de Aduanas como consecuencia de la adopción de la Nomenclatura Arancelaria de Bruselas.

Quinta.- La Comisión podrá ubicar los productos de la Decisión 120, una vez que sea derogada, en cualesquiera de las modalidades del Programa de Liberación; asimismo, podrá incorporarlos a la nueva nómina de reserva a la que se refiere la Disposición Transitoria Segunda.

ANEXO I

1. Delegar en la Secretaría General aquellas atribuciones que estime conveniente.

2. Aprobar las propuestas de modificación al presente Acuerdo.

3. Enmendar las proposiciones de la Secretaría General.

4. Aprobar las normas que sean necesarias para hacer posible la coordinación de los planes de desarrollo y la armonización de las políticas económicas de los Países Miembros.

5. Aprobar las normas y definir los plazos para la armonización gradual de los instrumentos de regulación del comercio exterior de los Países Miembros.

6. Aprobar los programas de integración física.

7. Acelerar el Programa de Liberación, por productos o grupos de productos.

8. Aprobar los programas conjuntos de desarrollo agropecuario y agroindustrial por productos o grupos de productos.

9. Aprobar y modificar la lista de productos agropecuarios de que trata el Artículo 92.

10. Aprobar las medidas de cooperación conjunta establecidas en el Artículo 96.

11. Aprobar, no aprobar o enmendar las proposiciones de los Países Miembros.

12. Reducir el número de materias incluidas en el presente Anexo.

13. Establecer las condiciones de adhesión al presente Acuerdo.

14. Aprobar el Arancel Externo Común de acuerdo a las modalidades previstas en el Capítulo VIII, establecer las condiciones de su aplicación y modificar los niveles arancelarios comunes.

15. Aprobar las medidas a que se refiere el último inciso del Artículo 91.

 ANEXO II

1. Aprobar las condiciones de incorporación de un País Miembro no participante en Programas de Integración Industrial.

2. Aprobar la nómina de productos que no se producen en ningún país de la Subregión.

3. Aprobar las normas especiales de origen.

G.- 
PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO DE CARTAGENA.

“COMPROMISO DE LA COMUNIDAD ANDINA POR LA DEMOCRACIA”.


Los Países Miembros del Acuerdo de Cartagena, conocedores de las consecuencias negativas que causa el subdesarrollo, y ciertos, en que el espacio y sistema político que mejor garantiza la consecución de los objetivos de la Comunidad, es la Democracia, gestaron un acuerdo adicional que les permita promover y obtener seguridad política, económica y jurídica para los fines de la integración.  Pues, solo en ambiente de respeto a la libertad y a la igualdad formal del hombre social que componen sus Naciones, logran el desarrollo integral.  Esta adición se condensa así:

PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO DE CARTAGENA
"COMPROMISO DE LA COMUNIDAD ANDINA POR LA DEMOCRACIA"
(Este protocolo terminó de ser suscrito por los cancilleres andinos el 10 de junio del 2000 y entrará en vigencia una vez que sea aprobado por los congresos de los países andinos y se deposite los respectivos instrumentos de ratificación en la Secretaría General de la Comunidad Andina).

Los Gobiernos de Bolivia, Colombia, el Ecuador, el Perú y Venezuela,

REAFIRMANDO lo establecido en el Acuerdo de Cartagena que señala que los Países Miembros convienen en suscribir el Acuerdo de Integración Subregional, "Fundados en los principios de igualdad, justicia, paz, solidaridad y democracia";

DESTACANDO que la Comunidad Andina es una comunidad de naciones democráticas, que desde la constitución de su proceso integrador han demostrado una permanente voluntad para promover la vigencia de la vida democrática y el estado de derecho, tanto en la Subregión Andina como en América Latina y el Caribe;

AFIRMANDO que la acción política de la Comunidad Andina y su política exterior común tienen como objetivo el desarrollo, perfeccionamiento y la consolidación de la democracia y el estado de derecho; y

RATIFICANDO la Declaración Presidencial sobre Compromiso de la Comunidad Andina por la Democracia, suscrito en Santa fe de Bogotá, el 7 de agosto de 1998.

ACUERDAN:

ARTICULO 1

La plena vigencia de las instituciones democráticas y el estado de derecho son condiciones esenciales para la cooperación política y el proceso de integración económica, social y cultural en el marco del Acuerdo de Cartagena y demás instrumentos del Sistema Andino de Integración.

ARTICULO 2

Las disposiciones contenidas en el presente Protocolo se aplicarán en caso de producirse una ruptura del orden democrático en cualquiera de los Países Miembros.

ARTICULO 3

Ante acontecimientos que puedan ser considerados como ruptura del orden democrático en un País Miembro, los demás Países Miembros de la Comunidad Andina realizarán consultas entre sí y, de ser posible, con el país afectado para examinar la naturaleza de los mismos.

ARTICULO 4

Si el resultado de las consultas mencionadas en el Artículo anterior así lo estableciera, se convocará el Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores, el cual determinará si los acontecimientos ocurridos constituyen una ruptura del orden democrático, en cuyo caso adoptará medidas pertinentes para propiciar su pronto restablecimiento.

Estas medidas conciernen especialmente a las relaciones y compromisos que se derivan del proceso de integración andino. Se aplicarán en razón de la gravedad y de la evolución de los acontecimientos políticos en el país afectado y comprenderán:

a. La suspensión de la participación del País Miembro en alguno de los órganos del Sistema Andino de Integración; 

b. La suspensión de la participación en los proyectos de cooperación internacional que desarrollen los Países Miembros; 

c. La extensión de la suspensión a otros órganos del Sistema, incluyendo la inhabilitación para acceder a facilidades o préstamos por parte de las instituciones financieras andinas; 

d. Suspensión de derechos derivados del Acuerdo de Cartagena y concertación de una acción externa en otros ámbitos; y, 

e. Otras medidas y acciones que de conformidad con el Derecho Internacional se consideren pertinentes. 

ARTICULO 5

Las medidas señaladas en el Artículo anterior, serán adoptadas por el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores mediante Decisión, sin la participación del País Miembro afectado. La Decisión entrará en vigencia en la fecha de su aprobación y será notificada de inmediato a dicho país.

ARTICULO 6

Sin perjuicio de lo anterior, los Gobiernos de los Países Miembros continuarán desarrollando gestiones diplomáticas tendientes a propiciar el restablecimiento del orden democrático en el País Miembro afectado.

ARTICULO 7

Las medidas adoptadas en virtud del Artículo 4 cesarán mediante Decisión una vez que el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores determine que se ha restablecido el orden democrático en el país afectado.

ARTICULO 8

La Comunidad Andina procurará incorporar una cláusula democrática en los acuerdos que suscriba con terceros, conforme a los criterios contenidos en este Protocolo.

ARTICULO 9

Este Protocolo entrará en vigencia cuando todos los Países Miembros hayan depositado el respectivo instrumento de ratificación en la Secretaría General de la Comunidad Andina.

Hecho en la ciudad de Oporto, Portugal, a los diecisiete días del mes de octubre de mil novecientos noventa y ocho, en cinco originales, todos ellos igualmente válidos.

Por la República de Bolivia

Por la República de Colombia

Por la República del Ecuador

Por la República del Perú

Por la República de Venezuela

H.- 
MARCO INSTITUCIONAL Y SEGURIDAD JURIDICA EN LA COMUNIDAD ANDINA


Por la importancia  que implica la normativa andina para los asuntos integracionistas y de derecho común, tanto en la esfera internacional, como interna de los Países Miembros, es menester traer a cuento un documento resumen que la Secretaría General de la Comunidad Andina de Naciones realizó, alrededor del Marco Institucional y la Seguridad Jurídica en la CAN.


Documento que contiene reglas generales que sirven de guía al intérprete jurídico al momento de la toma de decisiones respecto de casos concretos sobre temas que son propios al Derecho Andino, por ejemplo, el embargo de buques como consecuencia de la omisión en el pago de un crédito marítimo.  El texto es el siguiente:

  “I. Introducción:

· La Comunidad Andina es el bloque de integración económico y social conformado por Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela que tiene por objetivos promover el desarrollo equilibrado y armónico de los Países Miembros en condiciones de equidad, mediante la integración y la cooperación económica y social.

· Es el resultado de un momento histórico-económico en el que convergen la necesidad de una reacción colectiva para enfrentar el subdesarrollo y la experiencia exitosa de la integración europea.

· Desde el punto de vista organizacional, el Artículo 48 del Acuerdo de Cartagena define a la Comunidad Andina como una organización subregional con personalidad jurídica internacional compuesta por un lado por los cinco Estados Soberanos y por el otro, por los órganos e instituciones que conforman el denominado "Sistema Andino de Integración".

· La modificación introducida refleja más allá de la sustitución de la antigua denominación de "Grupo Andino" por "Comunidad Andina", la vocación de dotar al proceso de un contenido más amplio y trascendente que involucre al ciudadano andino mismo y que dé idea de una interrelación entre las aspiraciones de los Países y la Institucionalidad comunitaria creada con el objeto de canalizar adecuadamente tales aspiraciones.

· En este sentido, luego de una experiencia histórica acumulada de casi 30 años de acción integradora, la Comunidad Andina considera que el incremento de la competitividad de los países miembros se sustenta en la constitución de un espacio económico ampliado y en la decisión política, unida a la capacidad técnica, para asumir posiciones comunes en una economía internacional caracterizada por la conformación de bloques y el avance sostenido hacia la globalización.

· Ambas aspiraciones dependen en mucho de una estructura jurídica e institucional consolidada que trascendiendo la voluntad individual de sus elementos conformantes, constituya una efectiva garantía de seguridad jurídica y estabilidad en el manejo de las políticas que son objeto de la acción integradora.

II. Marco institucional:
· 1996, fue el año de la reforma institucional. En efecto, en marzo de 1996 los Países Andinos suscribieron el Protocolo de Trujillo que modificó el Acuerdo de Cartagena, creando un sistema organizacional compuesto por diversos órganos encargados de la dirección, control y administración general de la integración subregional y del desempeño de labores específicas en el campo financiero y de gestión social. Este sistema fue denominado "Sistema Andino de Integración".

· Actualmente la institucionalidad andina está conformada por los órganos e instituciones siguientes:

· El Consejo Presidencial Andino;

· - El Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores;

· - La Comisión de la Comunidad Andina;

· - La Secretaría General de la Comunidad Andina;

· - El Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina;

· - El Parlamento Andino;

· - El Consejo Consultivo Empresarial;

· - El Consejo Consultivo Laboral;

· - La Corporación Andina de Fomento;

· - El Fondo Latinoamericano de Reservas;

· - El Convenio Simón Rodríguez, los Convenios Sociales que se adscriban al Sistema Andino de Integración y los demás que se creen en el marco del mismo;

· - La Universidad Andina Simón Bolívar;

· - Los Consejos Consultivos que establezca la Comisión; y,

· - Los demás órganos e instituciones que se creen en el marco de la integración subregional andina.

· El Tribunal se incorporó al Sistema en 1979 como resultado de la creciente complejidad del ordenamiento jurídico andino. El Parlamento, de otro lado fue el resultado de la convicción de que la vocación democrática era esencial para la proyección futura del proceso. como el accionar de los representantes del sector empresarial y labora no fue el esperado, más tarde éstos se dividieron en dos consejos consultivos separados, para evitar que se repitan a nivel comunitario, las confrontaciones nacionales entre ambos sectores.

· La integración andina no ha sido un proyecto de fácil trámite. Las crisis de credibilidad han sido recurrentes a lo largo de su historia, pero como el mundo globalizado no permite, ni hace viables las autarquías a partir de 1989 los Presidentes decidieron tomar en sus manos la conducción del proceso de integración, actuando los cancilleres como una instancia preparatoria de sus reuniones.

· En 1996 se vio la necesidad de integrar el funcionamiento de los distintos órganos decisorios, ejecutivos, jurisdiccionales, deliberantes, consultivos y especializados en un conjunto coherente y coordinado. De allí que ahora se hable del Sistema Andino de Integración. En la visión del legislador andino las instituciones y órganos andinos antes que estar vinculados por una razón de subordinación, lo están por razones de complementación funcional, bajo la dirección política de un solo órgano: el Consejo Presidencial Andino.

· Se puede apreciar, en efecto, que la estructura institucional de la Comunidad Andina, se basa en una suerte de división entre los poderes legislativos, ejecutivos y judiciales, todos con funciones supranacionales y ejercitando una suerte de contrapeso, control y balance entre los intereses nacionales y los comunitarios.

· Resulta importante señalar que dentro del esquema institucional descrito, el Acuerdo de Cartagena dispone que es la Secretaría General el órgano ejecutivo de la Comunidad Andina y en tal carácter actúa únicamente en función de los intereses de la Subregión, intereses que van más allá de la simple suma de los intereses nacionales.

Seguridad jurídica en la Comunidad Andina:
· Ya hemos adelantado tres características esenciales de la Comunidad Andina: la existencia de un orden jurídico andino, su supranacionalidad y la existencia de órganos comunitarios también supranacionales encargados de la administración de la justicia andina en las instancias administrativas (Secretaría General) y judicial (Tribunal del Justicia del Acuerdo de Cartagena). A ellos se puede sumar una cuarta característica y es la relativa al hecho de que las normas comunitarias que abarcan un espectro cada vez más amplio de áreas de la actividad tanto económica como social.

· El Tratado de Creación del Tribunal de Justicia, en su versión modificada por el Protocolo de Cochabamba, próximo a entrar en vigencia, dispone en su artículo 1 que el ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina está conformado por: 

1. El Acuerdo de Cartagena, sus Protocolos e Instrumentos Adicionales;

2. El Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina y sus Protocolos Modificatorios;

3. Las Decisiones del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores y de la Comisión de la Comunidad Andina;

4. Las Resoluciones de la Secretaría General de la Comunidad Andina; y,

5. Los Convenios de Complementación Industrial y otros que adopten los Países Miembros entre sí y en el marco del proceso de integración subregional andino.

· Es esencial tener presente que las Resoluciones de la Secretaría General sólo se subordinan a las Decisiones cuando las reglamentan o se emiten en ejercicio de una atribución delegada por la Comisión o el Consejo. Por lo demás, guardan la misma jerarquía normativa que estas últimas (obviamente existe una subordinación innegable con respecto a los Tratados), precisamente porque la relación entre los órganos involucrados no es jerárquica, sino funcional.

a) Supranacionalidad:

· Pero las características más distintivas de ese orden jurídico andino provienen de su naturaleza supranacional. Ello hace que el Derecho de la Integración en general y el derecho andino en particular, se distingan del Derecho Internacional Público clásico, así como de los derechos nacionales, con los que paradójicamente forma parte y los integra.

· La noción de supranacionalidad, igualmente se ha ido afinando desde el nacimiento de la Comunidad Económica Europea, con el Tratado de París de abril de 1951. Hoy en día no se entiende como la creación de un "Súper Estado" con soberanía territorial propia. Todo lo contrario, la noción de supranacionalidad dentro del derecho de la integración, es la negación del "Imperium" a la manera romana, y la afirmación de la autonomía de gestión que crea los Estados que se integran.

· La supranacionalidad a su turno se expresa en lo que la doctrina ha denominado "Aplicabilidad Directa" y "Preeminencia" y que también encontramos en el esquema de integración de la Unión Europea.

Aplicación Directa:
· La "aplicación directa" como primera característica derivada del concepto de supranacionalidad, tiene su base legal en el artículo 2 del Tratado del Tribunal vigente y en el Protocolo de Cochabamba, modificatorio de dicho tratado, que dispone que "las Decisiones obligan a los Países Miembros desde la fecha en que sean aprobadas por la Comisión". Por su parte, el artículo 3 establece que "las Decisiones de la Comisión serán directamente aplicables en los Países Miembros a partir de la fecha de su publicación en la Gaceta Oficial del Acuerdo, a menos que las mismas señalen una fecha posterior...".

· De esta manera, las leyes comunitarias no requieren de procedimientos de recepción en el ordenamiento interno de los Países Miembros, para surtir todos sus efectos. Las normas andinas son de obligatorio e inmediato cumplimiento por los Países Miembros en todas sus instancias, por los órganos de la Comunidad Andina y los particulares. Lo anterior significa que la normativa andina obliga a todos los poderes de los Estados sin distinción en todo su territorio, sin limitaciones de orden estatal, regional o municipal y que el ciudadano común adquiere obligaciones y derechos cuyo cumplimiento puede exigir tanto ante sus Tribunales nacionales, como ante las instancias administrativa y judicial comunitarias.

b) Preeminencia:
· En reiterada jurisprudencia, el Tribunal de Justicia ha destacado la preeminencia, como segunda característica del Derecho Comunitario Andino, señalando que el mismo prevalece en su aplicación sobre las normas internas o nacionales. Así, el mismo Tribunal en la Sentencia del Proceso 3-AI-96, citando algunos autores señaló a aquella como la virtud que tiene el ordenamiento comunitario para primar sobre una norma de derecho interno que se le oponga, cualquiera sea el rango de esta última. De esta manera, de presentarse un conflicto entre las normas nacionales de los Países Miembros y las normas comunitarias, estas últimas se aplican con preferencia a las primeras.

· Este principio de primacía de las normas comunitarias permite que los Países Miembros no puedan alegar normas de su derecho interno para dejar de cumplir sus obligaciones adquiridas en el marco del proceso de integración

· Una norma andina sólo puede ser modificada por otra norma andina emitida por los correspondientes órganos comunitarios y no por los poderes legislativos de los Países Miembros. Ello por supuesto, no impide el desarrollo de una ley comunitaria a través de la legislación nacional, pero ello únicamente cuando sea necesarias para la correcta aplicación de las comunitarias.

III. Consecuencias derivadas de la existencia de un esquema institucional comunitario preestablecido y de un orden jurídico supranacional:
- La autonomía del Sistema Institucional y Jurídico Comunitario:
· Puede pues observarse que el derecho comunitario, es en efecto, un ordenamiento jurídico autónomo e independiente, con sus propias normas y sus propias instituciones comunitarias y por su propia naturaleza que se aplica de forma inmediata y directa y goza de primacía frente al derecho nacional de los Países Miembros. Ello, porque proviene de la voluntad de los Estados suscriptores y de los organismos creados para el efecto con marco normativo propio.

- La Estabilidad y Seguridad Jurídicas:
· El reconocimiento y aplicación de los principios de aplicación directa y preeminencia han resultado fundamentales para el avance del proceso de integración. Hoy en día, la Comunidad Andina puede presentarse ante el mundo como una zona de libre comercio prácticamente consolidada y encaminada hacia la conformación de un mercado común, pero con el agregado de que ha rebasado el quehacer meramente comercial o económico para trascender a los campos sociales y políticos, lo que encamina a dicha Comunidad hacia la creación de un modelo propio y original.

· Es innegable asimismo, que el cumplimiento de estos principios y de la normativa andina en general, ha descansado en un tejido institucional organizado que al estar regulado en cuanto a sus aspectos sustantivos y sus procedimientos por un orden jurídico también comunitario, se ha convertido en garante del mantenimiento de los compromisos de integración, a pesar y por encima de los avatares coyunturales que diariamente enfrentan los Países Miembros individualmente considerados.

· Así por ejemplo, si bajo el mando político de los Presidentes reunidos en el Consejo se decide el afianzamiento de su espacio económico ampliado y del relacionamiento en bloque con terceros, son los órganos decisorios los llamados a hacer viable desde el punto de vista normativo tal mandato y serán los órganos ejecutivo y judicial, en correspondencia con los organismos especializados, los que deberán garantizar la efectiva ejecución del mismo.

· De esta forma se garantiza la vigencia jurídico-administrativa de la integración, encargándosele a dicha institucionalidad la vigilancia no sólo el cumplimiento de la ejecución de la normativa comunitaria por parte de los Países Miembros y sujetos receptores de la misma, sino también protegiendo a éstos de los actos ilegítimos incluyendo la desviación de poder en los que pudiera incurrir ese mismo aparato institucional.

· Como quiera entonces que la voluntad política individual, cede el paso a la voluntad política colectiva que le es superior, que los mecanismos individuales de solución de controversias ceden el paso a los comunitarios y, que el derecho nacional cede paso al derecho de la comunidad, los particulares, nacionales o extranjeros, tienen asegurado el derecho a que se les aplique las normas andinas.

· Debido a que tal derecho e institucionalidad comunitarios están constantemente sometidos al escrutinio de los cinco países miembros, tanto en sus instancias gubernamentales como por parte de la población civil, ambos deben actuar con niveles considerables de transparencia, y predictibilidad.

· Así es entonces que podemos afirmar finalmente que la Comunidad Andina provee una efectiva estabilidad y seguridad jurídicas, condiciones ambas necesarias, para el desarrollo de relaciones políticas, comerciales y sociales competitivas y sin distorsiones tanto al interior del espacio económico ampliado como frente a terceros. El reto que tiene la Comunidad Andina, en sus manos es ahora afianzar dicha estabilidad y seguridad jurídicas y seguir incrementando sus niveles de transparencia y predictibilidad”.

I.-
PLANTEAMIENTO DE LA SOLICITUD DE INTERPRETACION PREJUDICIAL POR LOS ORGANOS JUDICIALES NACIONALES.

El Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, para  facilitar el planteamiento de las solicitudes de interpretación prejudicial,  ha puesto a disposición de los interesados, y en especial de los jueces nacionales, de cada País Miembro, criterios estrictamente informativos, elaborados, con base en la jurisprudencia desarrollada por el Tribunal Andino, que pueden ilustrar a los Jueces Civiles Colombianos, sobre la aplicación del Derecho Andino con carácter supranacional y de preeminencia, en los eventos que les sena asignados conforme las reglas generales de Competencia dadas en las normas procesales internas .  Veamos:

1. La interpretación prejudicial es el mecanismo de cooperación entre el juez nacional y el comunitario, en la que este último, representado por el Tribunal de Justicia, interpreta en forma objetiva la norma comunitaria y al primero le corresponde aplicar el derecho al caso concreto que se ventila en el orden interno
. Su finalidad no es otra que resguardar la aplicación uniforme por todos los jueces en el territorio de los Países Miembros.

2. En efecto, la función del Tribunal comunitario en estos casos, es la de interpretar la norma comunitaria desde el punto de vista jurídico, es decir buscar el significado para precisar su alcance; función que difiere de la de aplicar la norma a los hechos, tarea que es exclusiva del juez nacional dentro de las esferas de su competencia
. No obstante, el Tribunal de Justicia se encuentra facultado para referirse a los hechos cuando ello sea indispensable a los efectos de la interpretación solicitada.

3. Cualquier juez de un País Miembro puede, de oficio o a petición de parte, solicitar del Tribunal de Justicia Andino la interpretación de las normas que conforman el ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina –contenidas en el Acuerdo de Cartagena, sus Protocolos e Instrumentos adicionales; en el Tratado de Creación del Tribunal y sus Protocolos Modificatorios; en las Decisiones del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores y de la Comisión; en las Resoluciones de la Secretaría General; y, en los Convenios de Complementación Industrial y otros que adopten los Países Miembros en el marco del proceso de integración andina, en todos aquellos casos en que éstas deban ser aplicadas o sean controvertidas por las partes en un proceso interno.

Los órganos judiciales nacionales cuyas decisiones no sean susceptibles de ulterior recurso en derecho interno –o si sólo fueran procedentes recursos que no permitan revisar la norma sustantiva comunitaria
–, están obligados, en todos los procesos en los que deba aplicarse o se controvierta una norma comunitaria, a solicitar la interpretación prejudicial, incluso cuando ya exista un pronunciamiento anterior del Tribunal sobre la misma materia debatida
 o sobre casos similares o análogos
.

4. En los casos en los que la consulta de interpretación prejudicial es obligatoria –jueces nacionales de única o de última instancia-, el planteamiento de la solicitud lleva consigo la suspensión del proceso interno hasta que el Tribunal comunitario se pronuncie, constituyéndose en un presupuesto procesal de la sentencia
 y en una solemnidad inexcusable e indispensable
 que debe tener presente el juez nacional antes de emitir su fallo, cuya inobservancia puede derivar en acciones de incumplimiento y vicios procesales de consecuencias impredecibles
.

5. La interpretación prejudicial no es ni puede asimilarse a una prueba, tampoco es la simple absolución de un cuestionario, ni está llamada a constituirse en un informe de expertos o en una opinión jurídica de tipo doctrinal
. Su naturaleza es la de un incidente procesal, de carácter no contencioso.

6. La solicitud del juez nacional por la cual requiere la interpretación prejudicial debe motivarse de manera sucinta, pero suficientemente completa, de modo que permita al Tribunal lograr una comprensión global del caso consultado. En efecto:

Debe, en particular, incluir un informe sucinto de los hechos que el solicitante considere relevantes para que el Tribunal Andino pueda cumplir su cometido, la relación de las normas del ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina cuya interpretación se requiere y las alegaciones que se hubieren hecho respecto de la aplicación de tales normas; deberá asimismo ir acompañada de una copia de los documentos necesarios que sustenten el informe sucinto de los hechos y de las disposiciones nacionales aplicables; todo ello con el objeto de permitir al Tribunal de Justicia enfocar u orientar la interpretación al caso concreto, de suerte que ésta resulte efectivamente útil para el juez que debe fallar. De otro modo, la interpretación que adopte el Tribunal podría resultar demasiado general y abstracta en el inagotable universo de la teoría jurídica e inútil, en consecuencia, tanto para decidir el caso como para asegurar la aplicación uniforme del derecho comunitario
.

7. La consulta prejudicial puede presentarse en cualquier tiempo antes de dictar sentencia
, aunque, a los efectos de lograr una comprensión global del asunto debatido y que la respuesta del Tribunal de Justicia resulte útil, es deseable que la decisión de plantear una solicitud de interpretación prejudicial se adopte después de haber oído a las partes, de modo que el juez nacional tenga los elementos de juicio necesarios para resumir, en la correspondiente solicitud, el marco fáctico y jurídico del litigio.

8. Requerida la interpretación prejudicial, pasa a ser de la exclusiva competencia del Tribunal de Justicia el determinar cuáles son, en definitiva, las normas pertinentes a interpretar, adicionando o restringiendo, según el asunto de que se trate, el acervo de las normas sugeridas o no por el requeriente; le corresponde también absolver la consulta en el orden de prelación que él mismo estime conducente
.

9. Una vez notificada la interpretación prejudicial al juez nacional, éste continuará la tramitación del proceso interno y en su sentencia deberá adoptar el pronunciamiento del Tribunal Andino
. Además, el juez nacional remitirá al Tribunal de Justicia la sentencia dictada en los casos objeto de interpretación prejudicial
.

10. La solicitud de interpretación prejudicial y los documentos pertinentes deben ser enviados por correo a la sede del Tribunal, en la ciudad de Quito, Roca 450 y Av. 6 de Diciembre.

J.- 
EXPLICACION DE LOS PROCEDIMIENTOS DE SOLUCION DE CONTROVERSIAS
.

 “El Acuerdo de Cartagena suscrito por los Países Miembros en 1969 y modificado mediante sus respectivos Protocolos, establece el marco legal e institucional del proceso de integración andino. Este atribuye la función jurisdiccional dentro del proceso de integración al Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina y encarga a la Secretaría General la investigación administrativa (también denominada fase pre-contenciosa) de determinación de la responsabilidad de los Estados Partes por incumplimiento y la vigilancia de la coherencia del ordenamiento jurídico andino. 

El Tratado que crea el Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena, suscrito por los Países Miembros en 1979, establece dicho órgano y delimita sus competencias. En su primera parte, este Tratado establece lo que se ha llamado el "Ordenamiento Jurídico Andino" conformado por: a) el Acuerdo de Cartagena, sus Protocolos e Instrumentos Adicionales; b) el Tratado de creación del Tribunal de Justicia; c) las Decisiones de la Comisión; y d) las Resoluciones de la Junta (hoy en día, reemplazada por la Secretaría General de la Comunidad Andina.)"

Adicionalmente, el Tratado del Tribunal establece las características supranacionales de las normas comunitarias que son: la aplicación directa (horizontal y vertical) y el efecto inmediato en los Países Miembros. Así, las Decisiones del Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores y de la Comisión, y las Resoluciones de la Secretaría General de la Comunidad Andina, no requieren ratificación por los Parlamentos nacionales para surtir efecto y entran en vigencia a partir de su fecha de publicación en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena, obligando tanto a los distintos poderes, órganos y reparticiones estatales como a los propios ciudadanos andinos.

El Tratado del Tribunal así mismo, en su artículo quinto establece una obligación general según la cual los Países Miembros deberán adoptar las medidas que sean necesarias para asegurar el cumplimiento de las normas que conforman el ordenamiento jurídico del Acuerdo de Cartagena, y a no adoptar ni emplear medida alguna que sea contraria a dichas normas o que de algún modo obstaculice su aplicación.

El Tribunal está integrado por cinco magistrados, uno por cada País Miembro, designados por períodos de seis años, pudiendo ser reelegidos por una sola vez. La sede del Tribunal está localizada en la ciudad de Quito, Ecuador.

El Tratado de creación del Tribunal de Justicia le concede competencias sobre tres acciones: la de nulidad, la de incumplimiento y la de interpretación prejudicial. Bajo la acción de nulidad, le corresponde al Tribunal declarar la nulidad de las Decisiones de la Comisión y de las Resoluciones de la Secretaría General dictadas con violación de las normas que conforman el ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina, incluso por desviación de poder, cuando sean impugnadas por algún País Miembro (siempre y cuando la Decisión no haya sido adoptada con su voto afirmativo), la Comisión, la Secretaría General o por las personas naturales o jurídicas a quienes les sean aplicables y causen perjuicio. Esta acción deberá ser intentada dentro del año siguiente a la fecha de entrada en vigencia de la Decisión o Resolución.

La acción de incumplimiento consiste en un reclamo en el que se alegue que algún País Miembro incumple con sus obligaciones derivadas de las normas que conforman el ordenamiento jurídico andino. Antes de presentar una acción de incumplimiento ante el Tribunal deberán surtirse los trámites previos ante la Secretaría General de la Comunidad Andina en la fase pre-contenciosa o administrativa antes referida.

La Decisión 425 del Consejo Ministros de Relaciones Exteriores, que contiene el Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Secretaría General de la Comunidad Andina, establece que la Secretaría General deberá de oficio o a petición de un País Miembro o un particular, remitir sus observaciones por escrito al País Miembro que estaría incurriendo en incumplimiento de la normativa andina, fijando un plazo para que dicho país responda. Recibida la respuesta o vencido este plazo, la Secretaría General debe pronunciarse mediante dictamen motivado. Independientemente del sentido del Dictamen o si éste no se hubiere emitido, a partir de ese momento se abre la opción de acudir al Tribunal.

Los jueces nacionales que conozcan un proceso en que deba aplicarse alguna de las normas del ordenamiento jurídico andino, deben solicitar obligatoriamente la interpretación del Tribunal Andino de Justicia acerca del contenido y alcance de dichas normas, y en función de esa interpretación, apreciar los hechos y decidir la controversia. El objetivo de este mecanismo es el de asegurar la aplicación uniforme de las normas andinas en el territorio de los Países Miembros.

El 28 de mayo de 1996, los Países Miembros suscribieron el Protocolo Modificatorio del Tratado de creación del Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena, conocido como el Protocolo de Cochabamba, que una vez sea ratificado por los cinco Países Miembros, ampliará las competencias de dicho órgano y modificará la acción de incumplimiento. El último punto es de particular importancia ya que al entrar en vigencia las modificaciones, las personas naturales y jurídicas podrán acudir directamente al Tribunal en caso de incumplimiento de normas andinas por parte de un País Miembro, siempre y cuando se surtan los trámites previos ante la Secretaría General que se describieron anteriormente.

El Protocolo de Cochabamba también establecerá un nuevo recurso por omisión o inactividad, bajo el cual el Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores, la Comisión, la Secretaría General y las personas naturales o jurídicas, podrán solicitar el pronunciamiento del Tribunal cuando uno de los referidos órganos comunitarios se abstuviera de cumplir una actividad a la que estuviera obligado expresamente por el ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina. Además, concede competencias al Tribunal para dirimir mediante arbitraje las controversias que se susciten por la aplicación o interpretación de contratos, convenios o acuerdos, suscritos entre órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración o entre éstos y terceros, cuando las partes así lo acuerden. Asimismo, el Tribunal y la Secretaría General, podrán dirimir mediante arbitraje las controversias que les sometan los particulares respecto de la aplicación o interpretación de aspectos contenidos en contratos de carácter privado y regidos por el ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina. Finalmente, el Protocolo de Cochabamba le concede al Tribunal competencia para conocer las controversias laborales que se susciten en los órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración.

CONCLUSIONES
El análisis normativo realizado en esta obra, permite concluir que el procedimiento de embargo preventivo de buques a la luz del Derecho Andino, se encuentra regulado en la Decisión 487 de fecha 7 de diciembre de 2.000, más conocido como el Acuerdo de Cartagena, con la modificación contenida en la Decisión 532 de 2 de octubre de 2.002, emanadas de la Comunidad Andina de Naciones, de la cual forma parte Colombia y en consecuencia, son de aplicación imperativa; logrando establecerse, además, que la naturaleza del embargo contemplado en el Acuerdo de Cartagena es especialísimo y esencialmente divergente del manejado por nuestro ordenamiento jurídico interno, ya que aquel inmoviliza y retiene el buque sin sacarlo del tráfico comercial y sin constituirse, en principio, en una garantía de pago, sino en un medio de presión.   De esta forma comparto la doctrina del Dr. Pablo Felipe Robledo del Castillo cuando manifiesta que está mal utilizada la expresión de embargo preventivo de buques, por cuanto que no obedece a la definición técnica de embargo, pero sin duda, constituye una medida cautelar consistente en una mera inmovilización y retención del buque.

El desarrollo del tema, a través de la comparación de normas nacionales con las internacionales o supranacionales, generadas por el Sistema Andino de Integración (SAI), permite colegir, sin hesitación, que el embargo preventivo de buques involucra un procedimiento particular, ágil y expedito, que responde a la acelerada dinámica del tráfico marítimo; desafortunadamente, desconocido en nuestro medio y en consecuencia, no aplicado por los operadores jurídicos con solvencia y amplitud, puesto que, desde la experiencia del autor, en sus diferentes cargos dentro de la Judicatura colombiana, se afirma que no existe una previa formación jurídica en el tema, tanto por parte de los Jueces de conocimiento, como de los Abogados litigantes, que a la postre, hacen uso de las disposiciones mercantiles internas en relación a la prelación de créditos y al privilegio que las normas supletivas civiles otorgan a los mismos, sin atender la legislación andina respectiva, que como se dejo demostrado, son supranacionales y preeminentes; es decir, de imperativa observancia y aplicación.
La investigación involucró sin formalismo, algunas consultas a las autoridades marítimas (Capitanías de Puerto de San Andrés, Buenaventura y Cartagena) y judiciales (Juzgados Civiles Municipales y del Circuito de Buenaventura, Santa Marta , Cartagena y Cali), al igual, que abogados litigantes y empresarios del sector marítimo, encontrándose la poca, o de hecho, nula aplicación de este procedimiento consagrado en el Acuerdo de Cartagena, que busca armonizar y equilibrar las relaciones jurídicas entre los armadores y acreedores de créditos marítimos, demostrándose así, el presupuesto indicado de falta de conocimiento de los operadores de justicia y de los involucrados en la misma como usuarios.

El estudio emprendido sobre el Acuerdo de Cartagena, permite concluir, que se trata de una normatividad de orden sustancial comunitaria y de imperativo cumplimiento, cuya aplicación en los países miembros se hace a través del procedimiento general previsto en las normas internas, que signan competencia al juez o tribunal de conocimiento; al igual que, establecen la forma, manera y proceso para efectivizar el embargo preventivo como medida cautelar, generando a la postre, cierto grado de dificultad en el operador jurídico, ya que, partiendo del desconocimiento del tema y de la dinámica del derecho andino, como también, del alcance jurídico de la figura, precisamente, por las razones señaladas en esta investigación, impide una correcta hermenéutica jurídica.
Es una necesidad inaplazable, en mi opinión, la divulgación masiva de esta importante figura jurídica establecida en la Decisión 487 de fecha 7 de diciembre de 2.000, más conocido como el Acuerdo de Cartagena, y sus modificaciones, por parte de las Escuelas o Facultades de Derecho, en las Universidades Públicas o Privadas del País, en modalidad de pregrado o educación continuada y postgrado, al igual, que por parte del Consejo Superior de la Judicatura, o quien haga sus veces, para lograr apropiar el conocimiento del Derecho Andino, en Abogados y Jueces, debido a que, en el Derecho interno colombiano, por la distribución de la jurisdicción y la competencia, impide generalmente que el Alto Tribunal de Casación, como lo es, la Corte Suprema de Justicia, unifique la jurisprudencia Nacional ordinaria y establezca el precedente alrededor de el valor supranacional y la preeminencia de la normativa Andina, para la toma de decisiones justas y eficaces a conflictos de intereses emanados de créditos marítimos entre sujetos de los países miembros de la CAN.   


Finalmente, hay que recavar, que la Competencia, entonces, según las normas de Procedimiento Civil, que rige el Proceso Ejecutivo, sobre el Embargo de Buques, se asigna a los Jueces Civiles en primera instancia, según el factor Cuantía que se determina por el valor del crédito marítimo.  Es decir, que podrá conocer del proceso un Juez Municipal o uno de Circuito.  La segunda instancia es de competencia del Superior funcional de aquellos; bien, el Juez Civil del Circuito o el Tribunal Superior de Distrito Judicial.  Luego, ante una autoridad competente diversa, la jurisprudencia que emita, igual será de tal característica, por lo que, se insiste, debe capacitarse al Juzgador sobre el tema.
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�JARAMILLO CASTAÑEDA, Armando. “CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL”. Ediciones Doctrina y Ley Ltda., Bogotá D. C Artículo 488: Titulas ejecutivos.-“ Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las providencias que en procesos contencioso-administrativos o de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia…. La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo 294…”  Artículo 554.-  Requisitos de la demanda.- La demanda para el pago de una obligación en dinero con el solo producto de los bienes gravados con hipoteca o prenda, además de cumplir los requisitos de toda demanda ejecutiva (75 a 78),  deberá especificar los bienes objeto de gravamen…. A la demanda se acompañará título que preste mérito ejecutivo, así como el de la hipoteca o prenda, y si se trata de aquella un certificado del registrador respecto de la propiedad del demandado sobre el bien inmueble perseguido y los gravámenes que lo afecten, en un periodo de veinte años si fuere posible Cuando se trate de prenda sin tenencia, el certificado deberá versar sobre la vigencia del gravamen.  El certificado que debe anexarse a la demanda debe haber sido expedido con una antelación no superior a un mes.  La demanda deberá dirigirse contra el actual propietario del inmueble, la nave o la aeronave materia de la hipoteca o de la prenda….”


� La definición original que traía la Decisión 487 del 7 de Diciembre de 2.000, fue modificado por el artículo 1º, de la Decisión 532 del 2 de Octubre de 2.002, que era más restrictiva al disponer que por buque se entendía: “Toda construcción flotante con medios de propulsión propios destinada a la navegación por agua, que se utiliza en el comercio para el trasporte de carga o pasajeros o de ambos, de más de 500 toneladas de registro bruto.”.


� JARAMILLO CASTAÑEDA, Armando. “CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL”. Ediciones Doctrina y Ley Ltda., Bogotá D. C Artículo 23.- Competencia por razón del Territorio.- Reglas Generales: La competencia territorial se determina por las siguientes reglas: 1).- en los procesos contenciosos, salvo disposición legal en contrario, es competente el juez del domicilio del demandado, si éste tiene varios, el de cualquiera de ellos a elección del demandante, a menos que se trate de asuntos vinculados exclusivamente a uno de dichos domicilios, caso en el cual será competente el juez de éste…”


� LEAL PEREZ, Hildebrando. “CODIGO DE COMERCIO”. Editorial Leyer. Artículo 619.- “Concepto y clasificación.-  Los Títulos valores son documentos necesarios para legitimar el ejercicio del derecho literal y autónomo que en ellos se incorpora.  Pueden ser de contenido crediticio, corporativos o de participación, y de tradición o representativos de mercancías.” 


� CODIGO CIVIL COLOMBIANO. Editorial Legis. Artículo 1625.- “De los modos de extinguirse las obligaciones y primeramente de la solución o pago efectivo.- Toda obligación puede extinguirse por una convención en que las partes interesadas, siendo capaces de disponer libremente de lo suyo, consientan en darla por nula…  Las Obligaciones se extinguen además en todo o parte; 1) Por la solución o pago efectivo. 2).- Por la novación. 3).- Por la transacción. 4).- Por la remisión. 5).- Por la compensación. 6).- Por la confusión. 7).- Por pérdida de la cosa que se debe. 8).- Por la declaración de nulidad o por la rescisión. 9).- Por el evento de la condición resolutoria. 10).- Por la prescripción. 


� LEY 446 de 1.998.  Artículo 116.- Cláusula Compromisoria.-“El decreto 2279 de 1.989 tendrá un articulo nuevo del siguiente tenor: Artículo 2 A.- Se entenderá por cláusula compromisoria el pacto contenido en un contrato o en documento anexo a él, en virtud del cual los contratantes acuerdan someter las eventuales diferencias que puedan surgir con ocasión del mismo, a la decisión de un tribunal arbitral.  Si las partes no determinaren las reglas de procedimiento aplicables en la solución de su conflicto, se entenderá que el arbitraje es legal.  Parágrafo.- La cláusula compromisoria es autónoma con respecto de la existencia y validez del contrato del cual forma parte.  En consecuencia, podrán someterse al procedimiento arbitral los procesos en los cuales se debatan la existencia y la validez del contrato y la decisión del tribunal será conducente aunque el contrato sea nulo o inexistente”. 


� Artículo 117 Ibidem. “Compromiso.-  El artículo 3 del decreto 2279 de 1.989, quedará así: Artículo 3: El compromiso es un negocio jurídico, por medio del cual las partes involucradas en un conflicto presente y determinado, convienen resolverlo a través de un tribunal arbitral.   El compromiso podrá estar contenido en cualquier documento como telegramas, telefax, fax u otro medio semejante.   El documento en donde conste el compromiso deberá contener: a).- el nombre y domicilio de las partes; b).- La indicación de las diferencias y conflictos que se someterán al arbitraje; c).- La indicación del proceso en curso cuando a ello hubiere lugar.  En este caso las pares podrán ampliar o restringir las pretensiones aducidas en aquél”.


� JARAMILLO CASTAÑEDA, Armando. “CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL”. Ediciones Doctrina y Ley Ltda., Bogotá D. C Artículo 396: Proceso Ordinario.- Asuntos sujetos a su trámite.- Se ventilará y decidirá en proceso ordinario todo asunto contencioso que no esté somerito a un trámite especial.


� JARAMILLO CASTAÑEDA, Armando. “CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL”. Ediciones Doctrina y Ley Ltda., Bogotá D. C Artículo 170.- Suspensión del Proceso. Modificado Decreto 2282 de 1.989, Artículo 1, num.88.- “El Juez decretará la suspensión del proceso: 1).- Cuando la sentencia que deba dictarse en un proceso, dependa de lo que deba decidirse en otro proceso civil que verse sobre cuestión que no sea procedente resolver en el primero, o de un acto administrativo de alcance particular cuya nulidad esté pendiente del resultado de un proceso contencioso-administrativo, salvo lo dispuesto en los Código Civil y de Comercio y en cualquiera otra ley…


� JARAMILLO CASTAÑEDA, Armando. “CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL”. Ediciones Doctrina y Ley Ltda., Bogotá D. C Artículo 693.- Efectos de la sentencias extranjeras.- Las sentencias y otras providencias que revistan tal carácter, pronunciadas en un país extranjero en procesos contenciosos o de jurisdicción voluntaria, tendrán en Colombia la fuerza que les concedan los tratados existentes con ese país, y en su defecto la que allí se reconozca a las proferidas en Colombia… Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará a los laudos arbítrales proferidos en el exterior”.


� Se recuerda la definición que trae a colación el Acuerdo de Cartagena en su Artículo 1º, : “Acreedor: Toda persona que alegue un crédito marítimo.”.  Nos remitimos a las mismas consideraciones expuestas al respecto en el punto A-1. DEFINICION.


� CONSTITUCION POLITICA COLOMBIANA DE 1.991. Artículo 29.- “El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.   Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio……


� JARAMILLO CASTAÑEDA, Armando. “CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL”. Ediciones Doctrina y Ley Ltda., Bogotá D. C Artículo 681.- Embargos.-  Modificado Ley 794 de 2003, Art. 67: Para efectuar los embargos se procederá así: 1)….El de los derechos que por razón de mejoras o cosechas tenga una persona que ocupa un predio de propiedad de otra, se perfeccionará previniendo a aquella y al obligado al respectivo pago, que se entiendan con el secuestre para todo lo relacionado con las mejoras y sus productos o beneficios…Esto extensivo a la posesión material ejercitada sobre bienes muebles o reputados inmuebles por la Ley sustancial, como acontece con los Buques y Aeronaves.


� CODIGO CIVIL COLOMBIANO. Artículo 762: “De la Posesión.- La Posesión es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño, sea que l dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por sí mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él.   El poseedor es reputado dueño, mientras otra persona no justifique serlo.”.


� CODIGO CIVIL COLOMBIANO. Artículo 673: “MODOS DE ADQUIRIR EL DOMINIO.- Los modos de adquirir el dominio son la Ocupación, la Accesión, la tradición, la Sucesión por causa de muerte y la Prescripción.”  Sobre esta última, el Artículo 2527 ibidem., indica que: “La prescripción adquisitiva es ordinaria o extraordinaria”.  Por la primera, el canon 2528 de la misma obra sustantiva, establece que: “Para ganar la prescripción ordinaria se necesita posesión regular no interrumpida, durante el tiempo que las leyes requieren.”. Para la segunda, consagra el precepto legal 2531 del Código Civil, que: “El dominio de cosas comerciales, que no ha sido adquirido por la prescripción ordinaria, puede serlo por la extraordinaria, bajo las reglas que van a expresarse: 1).- Para la prescripción extraordinaria no es necesario título alguno. 2).- Se presume en ella de derecho la buena fe sin embargo de la falta de un título adquisitivo de dominio. 3).- Pero la existencia de un título de mera tenencia, hará presumir mala fe, y no dará lugar a la prescripción, a menos de concurrir estas dos circunstancias: Modificado Ley 791 de 2002, artículo 5º, a).- que el que se pretende dueño no pueda probar que en los últimos diez (10) años se haya reconocido expresa o tácitamente su dominio por el que alega la prescripción. B).- Que el que alegue la prescripción pruebe haber poseído sin violencia, clandestinidad, ni interrupción por el mismo espacio de tiempo”.  Y, respecto a la POSESION MATERIAL, dice el Legislador Colombiano en el Artículo 762 del Código Civil, que: “La posesión es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por sí mismo, o par otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él… El Poseedor es reputado dueño, mientras otra persona no justifique serlo”.


� Luís F. Bohórquez B., y Jorge I. Bohórquez B., Editora Jurídica Nacional, Sexta Edición, Año 2005, Pág. 926


� Corte Constitucional. Sent. C-255 de 1.998.


� CODIGO CIVIL COLOMBIANO. Artículo 1521.- OBJETO ILICITO EN LA ENAJENACION: “Hay un objeto ilícito en la enajenación: 1)…2)..3).- De las cosas embargadas por decreto judicial, a menos que el juez lo autorice o el acreedor consienta en ello.”.


� JARAMILLO CASTAÑEDA, Armando. “CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL”. Ediciones Doctrina y Ley Ltda., Bogotá D. C Artículo 542: “Cuando en un proceso ejecutivo laboral o de jurisdicción coactiva se decrete el embargo de bienes embargados en uno civil, la medida se comunicará inmediatamente, sin necesidad de auto que lo ordene, al juez civil, por oficio ene. Que se indicarán el nombre de las partes y los bienes de que se trate…  El proceso civil se adelantará hasta el remate de dichos bienes, pero antes de la entrega de su producto al ejecutante, se solicitará al juez laboral o fiscal la liquidación definitiva y en firme, debidamente especificada, del crédito que ante él se cobra y de las costas, y con base en ella, por medio de auto, se hará la distribución entre todos los acreedores, de acuerdo con la prelación establecida en la ley  sustancial.   Dicho auto es apelable en el efecto diferido y se comunicará por oficio al juez del proceso laboral o al funcionario que adelante el de jurisdicción coactiva.   Tanto éste como el acreedor laboral, podrán interponer reposición y apelación en el efecto mencionado, dentro de los diez días siguientes al de la remisión de oficio por correo certificado, o de su entrega por un subalterno del juzgado si fuere en el mismo lugar.   Los gastos hechos para el embargo, secuestro, avalúo y remate de los bienes en el proceso civil, se cancelarán con el producto del remate y con preferencia al pago de los créditos laborales y fiscales. Cuando el embargo se haya practicado en el proceso laboral o fiscal, en el civil podrá pedirse el del remanente que pueda quedar en aquél y el de los bienes que se llegaren a desembargar.”


� CODIGO CIVIL COLOMBIANO. Artículo 2493: Causas de Preferencia.- “Las causas de preferencia son solamente el privilegio y la hipoteca.   Estas causas de preferencia son inherentes a los créditos, para cuya seguridad han establecido, y pasan con ellos a todas las personas que los adquieren por cesión, subrogación o de otra manera…  Artículo 2494.- Créditos Privilegiados.- “Gozan de privilegio los créditos de la primera, segunda y cuarta clase….”


� CODIGO CIVIL COLOMBIANO. Artículo 2492.- Derecho del Acreedor de que se vendan los bienes del Deudor.- “Los acreedores, con las excepciones indicadas en el artículo 1677(bienes inembargables), podrán exigir que se vendan todos los bienes del deudor hasta concurrencia de sus créditos, incluso los intereses y los costos de la cobranza, para que con el producto se les satisfaga íntegramente, si fuere suficientes los bienes, y en caso de no serlo, a prorrata, cuando no haya causas especiales para preferir ciertos créditos, según la clasificación que se sigue….”


� Así lo manda el artículo 13 de la Ley 730 de 2001.


� El numeral 7º, del Artículo 687 del Código de Procedimiento Civil, autoriza al capitán de puerto para levantar el embargo, si de la documentación que reposa en la capitanía, aparece como propietaria-armadora o arrendataria a casco desnudo, persona distinta de la indicada en la demanda en que se solicita el embargo.


� Documento elaborado por Mónica Rosell, funcionaria de la Secretaria General de la Comunidad Andina, Abril 1.999.


� Ib.


� REVISTA ALUNA. ISSN 1657-238. Revista de Investigación. Universidad Santiago de Cali. “Los avances de la Integración Andina y su contribución a la creación del Estado Comunitario Andino. La Comunidad Andina es una organización subregional con personalidad jurídica internacional, que tiene una estructura orgánica conocida como el Sistema Andino de Integración (SAI), cuyo objetivo consiste en enfrentar el subdesarrollo de sus regiones y por medio de la integración, cooperación económica y social, involucrar a los Estados con el fin de guiarlos hacia un exitoso sistema de integración y desarrollo económico”. Pág. 35   


� El derecho supranacional tiene su fuente primaria en el Acuerdo de Cartagena con sus protocolos modificatorios, ya que por medio de él, los Estados Andinos crearon una organización internacional y un sistema de órganos (SAI) a los cuales les dieron la facultad soberana de regular todas los aspectos concernientes a la integración.  El órgano facultado en el SAI para emitir normas (Decisiones)  es  el consejo de ministros de relaciones exteriores en asuntos de su competencia. (Artículo 17  y 21 A.C.). Este órgano emite decisiones que tiene el carácter de normas vinculantes y hacen parte del ordenamiento jurídico andino. REVISTA ALUNA.  Pág. 62.


� CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA. Preámbulo. “El pueblo de Colombia, en ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social justo, y comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona y promulga la siguiente Constitución Política de Colombia.”


�Decisión es el nombre que recibe la norma que emiten los órganos del SAI (Comisión y/o Consejo Andino de Ministros).


� HENAO CARRASQUILLA, Oscar Eduardo. “CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL” Artículo 6.- “Observancia de las normas procesales.- Modificado Ley 794 de 2003, Artículo 2: Las normas procesales son de derecho público y orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso, podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización expresa de la ley…  Las estipulaciones que contradigan lo dispuesto en este artículo, se tendrán por no escritas.”..  Editorial Leyer. Pág. 12.


� JARAMILLO CASTAÑEDA, Armando. “CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL”. Ediciones Doctrina y Ley Ltda., Bogotá D. C Artículo 683.- Modificado Decreto 2282 de 1.989, Art. 1, mod.341: El secuestre tendrá la custodia de los bienes que se le entreguen, y si se trata de empresa o de bienes productivos de renta, las atribuciones previstas para el mandatario en el Código Civil, sin perjuicio de las facultades y deberes de su cargo…..”


� PREAMBULO CONSTITUCION NACIONAL DE 1.991: “EL PUEBLO DE COLOMBIA, En ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social justo, y comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona y promulga….”


� DE LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES.- ARTICULO 1º, Constitución Política de 1.991, “Colombia es un Estado Social de Derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general..”


� Artículo 333 Constitución Nacional: “La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien común… La libre competencia económica es un derecho de todos que supone responsabilidades….  La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica obligaciones…… La ley delimitará el alcance de la libertad económica  cuando así lo exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la nación…”


� Las relaciones exteriores del Estado se fundamentan en la soberanía nacional, en el respeto a la autodeterminación de los pueblos y en el reconocimiento de los principios del derecho internacional aceptados por Colombia…. De igual manera, la política exterior de Colombia se orientará hacia la integración Latinoamericana y del Caribe.”.


� Documento elaborado por Mónica Rosell, funcionaria de la Secretaría General de la Comunidad Andina de Naciones.


� Corresponde al Texto anterior del Acuerdo. Ha sido eliminado.


� Corresponde al Texto anterior del Acuerdo. Ha sido eliminado.


� Documento elaborado por Mónica Rosell, funcionaria de la Secretaría General de la Comunidad Andina. Abril 1.999.


� Sentencia de 25 de Febrero de 1.994, dictada en el proceso 6-IP-93, caso “LOUIS VUITTON”, publicada en el Tomo III de la Jurisprudencia del Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena, p. 101.


� Sentencia de 3 de Septiembre de 1.999, emitida en el proceso 30-IP-99, caso “DENIM”.


� Sentencia de 3 de Diciembre de 1.987, emitida en el proceso 1-IP-87, caso “Aktieboleget VOLVO”, publicada en el Tomo 1 de la Jurisprudencia del Tribunal, p. 103. “Resulta claro entonces el alcance de esta norma en el sentido de que si los recursos que existan, según el derecho interno, no permiten revisar la aplicación que se haga de la norma comunitaria, tales recursos no deben ser tenidos en cuenta para determinar si la solicitud de interpretación es obligatoria o tan sólo facultativa.  En otros términos, únicamente la existencia de un recurso en el derecho interno que permita revisar la interpretación de la norma aplicable convierte en facultativa la solicitud de inte4rpretación prejudicial la que, en principio, resulta obligatoria.” (Sentencia de 25 de Septiembre de 1.990, dictada en el proceso 3-IP-90, caso “NIKE INTERNACIONAL”, publicada en el tomo II de la Jurisprudencia del Tribunal, p. 112).


� Sentencia de 24 de Noviembre de 1.989, emitida en el proceso 7-IP-89, caso patente de invención solicitada por CIBA-GEIGY AG, publicada en el Tomo II de la Jurisprudencia del Tribunal, p.65.


� Caso “Aktiebolaget VOLVO”, ya citado, p.105. “La interpretación que realiza el Tribunal es para cada caso concreto por lo que la “teoría del acto claro” no tiene aplicación dentro del sistema interpretativo andino” (Sentencia de 7 de Agosto de 1.995, proferida en el proceso 4-IP-94, caso “EDEN FOR MAN-ETIQUETA”, publicada en el Tomo IV de la Jurisprudencia del Tribunal).


� Sentencia de 18 de Junio de 1.996, dictada en el proceso 6-IP-99, caso “HOLLYWOOD LIGHTS”.


� Sentencia del 17 de marzo de 1.995, dictada en el proceso 10-IP-94, caso ANTONIO BARRERA CARBONELL, publicada en el Tomo IV de la Jurisprudencia del Tribunal, p. 62.


� Sentencia de 29 de Agosto de 1.997, dictada en el proceso 11-IP-96, caso “BELMONT”.


� Ibidem.


� Caso “DENIM”, ya citado.


� Caso “Aktiebolaget VOLVO”, ya citado.


� Sentencia de 11 de Octubre de 1.994, dictada en el proceso 1-IP-94, caso “MC POLLO”, publicada en el Tomo III de la Jurisprudencia del Tribunal, p.143.


� Artículo 35 del Tratado de Creación del Tribunal.


� Artículo 128, tercer párrafo del nuevo Estatuto del Tribunal.


� Documento de la Secretaría de la CAN.


� Hernán Zambrano Muñoz cursó estudios universitarios en la Universidad Santiago de Cali, donde se graduó como Abogado. Con posterioridad, el profesor Zambrano Muñoz completó su formación académica en el Instituto de Altos Estudios Jurídicos de la Universidad del Valle, donde recibió el título de Especialista en Negociación y Contratación Internacional.  En la actualidad adelanta estudios de Maestría en Derecho Privado, en la Universidad Pontificia Bolivariana de la ciudad de Medellín – Antioquia, habiendo terminado el ciclo académico correspondiente a la Especialización en Derecho Privado.  Ejerce la docencia y la investigación en la Universidad Santiago de Cali como Catedrático de Derecho Privado, tanto en el aspecto sustancial como Procesal.  Es miembro del Grupo de Investigación Hernando Devis Echandía reconocido en categoría C por Colciencias. El Profesor Zambrano Muñoz está vinculado desde hace más de veinte años a la Rama Judicial de Colombia, como Juez de la República, habiendo ejercido en la especialidad Civil Municipal en las ciudades de Florida, Pradera, Jamundí y Buenaventura; al igual, que en el rango Civil del Circuito en las ciudades de Buenaventura, Palmira y Cali, donde ejerce desde 1996, como Juez Primero Civil del Circuito.  Estuvo vinculado a la Vicepresidencia, Región Sur, del Banco de Colombia, como Sub- Director Jurídico. El profesor Zambrano Muñoz ha dictado conferencias en múltiples escenarios académicos de orden local, nacional e internacional.
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